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S U M A R I O  

Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la 
tarde. 
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En nombre del Grupo Popular defiende la proposi- 
ción de ley el señor Ramallo García, señalando que 
es una más de las presentadas por su Grupo Parla- 
mentario tendentes a fortalecer la democracia, tra- 
tando de poner freno a la corrupción y, con ello la 
falta creciente de credibilidad de los políticos con 
el consiguiente deterioro para la democracia. A fir- 
m a  que no es esta proposición de ley un arma arro- 
jadiza y, por el contrario, pretende que hechos que 
se han producido en  la historia reciente de Espa- 
ña no queden sin sanción en  el futuro si vuelven 
a ocurrir. Tratan también de que la opinión públi- 
ca vaya cambiando e n  cuanto a lo que piensa so- 
bre la dignidad de los políticos y con ello de los que 
integran esta Cámara. 
Señala después que, e n  el mes de enero de 1990, los 
ciudadanos españoles en  general tuvieron conoci- 
miento del hecho, que era más que conocido en  An- 



- 11755 - 
CON G R E s o 24 DE NOVIEMBRE DE 1992.-N6~. 233 

dalucía, de que e n  un despacho de la Delegación 
del Gobierno en  Andalucía, asignado al entonces 
Vicepresidente del Gobierno, despachaba de forma 
ordinaria su hermano Juan Guerra, que no era fun- 
cionario público ni contratado de la Administra- 
ción sino contratado del PSOE. Los españoles 
tuvieron igualmente ocasión de conocer que los 
cientos de visitantes que recibió don Juan Guerra 
en  ese despacho a lo largo de los seis años que lo 
ocupó se trataban muchos asuntos que poco o na- 
da tenían que ver con la gestión pública ni, por su- 
puesto, con la asistencia a su hermano, el señor 
Vicepresidente del Gobierno, sino que tenían mu- 
cho que ver con el cometido de una agencia de ne- 
gocios privados. 
Añade el señor Ramallo García que, como conse- 
cuencia de esos hechos, el 1 de febrero de 1990com- 
pareció ante esta Cámara el entonces Vicepre- 
sidente del Gobierno, don Alfonso Guerra, mani- 
festando que su hermano Juan tenía asignadas, co- 
mo contratado del PSOE y e n  su función de 
asistente del Vicesecretario del Partido, las tareas 
de recoger su correspondencia y organizar sus tras- 
lados y desplazamientos, y que, para facilitarlas, 
se le permitió el acceso al despacho del Vicepresi- 
dente con el único y exclusivo fin de desarrollar 
esa labor. Añadía el señor Guerra ante la Cámara 
que no tenía constancia de que en  dicho despacho 
hubiesen tenido lugar actividades distintas a aque- 
llas a las que estaba destinado y, por lo que a él 
respecta, podía afirmar que jamás en  su presencia 
ni con su conocimiento se habían realizado gestio- 
nes privadas en aquella dependencia. Expone el re- 
presentante del Grupo Popular que los hechos han 
demostrado después que don Alfonso Guerra en 
aquella ocasión faltó a la verdad en  esta Cámara. 
Afirma que el fin que persigue la proposición no 
es el de debatir si don Juan Guerra hizo o no tráfi- 
co de influencias en  el despacho de Sevilla y si eso 
era o no conocido por don Alfonso, sino que lo que 
les interesa son los razonamientos que sirvieron de 
base al Tribunal Superior de Justicia de Andalu- 
cía para exonerar de responsabilidad a los denun- 
ciados y extraer las consecuencias oportunas al 
objeto de la ley orgánica que debaten. El Tribunal 
Superior de Justicia llega a la conclusión de que 
la conducta de don Alfonso Guerra y otros afora- 
dos no es subsumible en  ningún tipo penal, lo que 
no significa que se ignore la necesidad de una re- 
gulación legal precisa que pudiera resultar más 
acorde con el Estado social y democrático de 
Derecho. 
Pues bien, eso es justamente lo que pretenden ha- 
cer, ya que la sensibilidad jurídica y la opinión pú- 
blica rechazav2 que pueda existir esta laguna en 
nuestro ordenamiento positivo. Considera que es 
una obligación del legislador que actividades in- 
trínsecamente inmorales que defraudan al conjun- 
to de la sociedad no puedan quedar impunes, por 

lo que procede introducir en  el Código Penal un 
nuevo artículo para evitar que esta modalidad de 
abuso de los bienes públicos quede impune. 
Termina haciendo alusión a las palabras del Presi- 
dente del Gobierno en  el último debate sobre el es- 
tado de la nación, afirmando que estaría seria- 
mente dispuesto a estudiar y poner e n  práctica to- 
das las propuestas que puedan mejorar la salud de 
la vida pública española, dado que, según una re- 
ciente encuesta del CIS, para el 43 por ciento de 
los españoles el primer problema del país es la co- 
rrupción. Si  los señores Diputados socialistas no 
prestan su apoyo a esta proposición no podrán que- 
jarse del deterioro de la democracia ni echar la cul- 
pa para justificarse a la prensa diciendo que se 
ataca de forma gratuita al Partido Socialista. Si a 
esta Cámara de forma decidida no le posibilitan 
y no lucha para acabar con la corrupción se corre 
el riesgo de que la corrupción acabe con la demo- 
cracia que el pueblo español quiere. 

E n  turno en  contra, en  nombre del Grupo Socialista, 
interviene el señor García Espinosa, manifestan- 
do que el intento de soflama parlamentaria del se- 
ñor Ramallo García es una intervención para 
consumo interno de su Grupo, no obstante lo cual 
le obliga a hacer algunas consideraciones genera- 
les previas, advirtiendo que su estilo y el conteni- 
do de sus palabras serán diferentes al tono que el 
señor Ramallo García ha empleado desde esta 
tribuna. 
Entiende que el Congreso de los Diputados, siquie- 
ra fuera por respeto a los que a él pertenecen o por 
respeto a la propia institución, merece que se den 
en  él argumentos serios y no consideraciones sin 
fundamento alguno. Tiene que decir que hay una 
reiterada manera de presentar este tipo de cosas 
por parte del Partido Popular, que personalmente 
ni comparte ni le agradan. Tiene la sensación de 
que se intenta crear una cierta conciencia colecti- 
va en los ciudadanos, trasladándoles la idea de que 
en  este Congreso vienen tan sólo a hablar de cosas 
que se tienen que prohibir, acciones que hay que 
castigar para corregir un estado de cosas que, a la 
vez, se dice que son incorregibles, tratando única- 
mente de dar una sensación general de alarma o 
desasosiego que no se compadece con la realidad 
de las cosas. Cree que existe un horizonte más con- 
veniente para abordar estos temas si es que de ver- 
dad pretenden dirigirse al objetivo que dicen que 
quieren conseguir, pero no dejándose arrastrar por 
los avatares de la vida cotidiana. También quiere 
subrayar que hay que decir a la opinión pública 
que el Grupo Socialista y la mayoría de la Cámara 
han demostrado en  reiteradas ocasiones, no ya su 
voluntad, sino su decisión incontestable de ir cons- 
truyendo todo un cuerpo legal capaz de proporcio- 
nar cobertura jurídica necesaria para sancionar los 
compo rtamientos socialmente rep ro ba b les. 
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Añade que el señor Ramallo García ha defendido 
una proposición a la que sabe que no van a dar su 
conformidad. Van a votar en  contra de la misma 
porque es una proposición errática en cuanto a pro- 
cedimientos de técnica legislativa y es insostenible 
desde el punto de vista de su contenido concreto. 
Señala también que en  el marco del debate que pró- 
ximamente tendrán, con ocasión del Código Penal, 
podrán discutir todos los problemas que al Grupo 
Popular le interesen, agregando que, salvo caso de 
extrema gravedad por los daños producidos o que 
se puedan producir, un Código Penal no se puede 
hacer nunca pedazos, porque sería inconexo y con- 
tradictorio, y en  este caso la iniciativa del Grupo 
Popular se apoya en una sentencia por hechos acae- 
cidos hace más de tres años, sin que se haya gene- 
ralizado ese comportamiento. 
E l  Grupo Popular dice que pretenden sancionar al 
funcionario público que consienta el uso de inmue- 
bles por particulares para fines distintos a los es- 
tablecidos. Ahora bien, está claro, y esto debe 
quedar nítidamente expuesto, que cuando alguien 
comete un delito debe ser castigado cualquiera que 
sea el lugar o la circunstancia e n  que lo haga, sea 
funcionario o autoridad y lo haga e n  la calle o en 
su despacho oficial. Pero sucede que frente el que 
comete un delito existe suficiente amparo legal pa- 
ra ser castigado. Sin embargo, el representante Po- 
pular pretende que a partir de.ahora el delito sea 
el uso del inmueble. Pregunta si el Diputado se re- 
fiere a un uso continuado y durante cuánto tiem- 
po  o, si es periódico, con qué periodicidad, ya que 
el uso en  cuestión puede ser el referido, por ejem- 
plo, a un amigo del propio señor Ramallo García 
cuando le visita e n  este Congreso de los Diputados 
y llama por teléfono desde su despacho particular. 
Afirma que, en su opinión, la propuesta del Grupo 
Popular no hay por dónde cogerla desde el punto 
de vista de técnica legislativa y que adolece de la 
mínima concreción exigible para meter a alguien 
e n  la cárcel. No define la conducta a castigar y, sin 
definir esa conducta, pretende poner penas de pri- 
sión mayor para quien incurra en  la conducta que 
tan sólo esbozan. Frente a ese proceder, conside- 
ran que las penas de privación de libertad son al- 
go  muy  serio, pues afectan a un bien sagrado para 
la persona como es la libertad. 
Consiguientemente, se trata de una pretensión in- 
sostenible que realmente no se dirige al fin que di- 
cen pretender. Es  una proposición inconcreta que 
no tiene encaje en  el actual Código Penal y que con- 
tiene unas penas aparatosamente desproporciona- 
das para la conducta que solamente esboza y no 
describen. Por esas razones van a votar en  contra 
de la proposición, que consideran insostenible por 
frágil. 

Replica el señor Ramallo García, duplicando el señor 
García Espinosa. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Souto Paz, del Grupo del CDS, y Núñez Casal, del 
Grupo de Izquierda Unida-Zniciativa per Catalunya. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición de ley 
del Grupo Popular por 82 votos a favor, 147 en  con- 
tra y 35 abstenciones. 
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El señor Presidente informa que la Mesa de la Cá- 
mara, oída la Junta de Portavoces, ha acordado, de 
conformidad con lo dispuesto en  el artículo 149.1 
del Reglamento, proponer al Pleno de la Cámara 
la avocación por el propio Pleno de la deliberación 
y votación final del proyecto de ley de actualización 
de la k y  Orgánica 11/1983, de 25 de agosto. 

Avocación por el Pleno de proyectos de ley 
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Modificación del orden del día del Pleno 

El señor Presidente informa asimismo que, de con- 
formidad con lo dispuesto en  el artículo 68.1 del 
Reglamento, se somete al Pleno la modificación del 
orden del día, consistente en  la supresión del pun- 
to IV relativo a preguntas con respuesta oral e in- 
clusión de un nuevo punto consistente e n  la 
comparecencia del Gobierno, conforme al artículo 
203 del Reglamento, para informar sobre el reciente 
realineamiento dentro del sistema monetario 
europeo. 

La Cámara aprueba por asentimiento dicho cambio 
en  el orden del día. 
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El señor Presidente somete igualmente a la decisión 
del Pleno la tramitación directa y en  lectura única 
del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, 
hecho en  Oporto el 2 de mayo de 1992. 

Realizada la correspondiente votación, se aprueba la 
citada tramitación directa y e n  lectura única por 
168 votos a favor, 82 en contra y 17 abstenciones. 
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El señor Casanovas i Brugal defiende la proposición 
del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), justifican- 
do la misma en la extrema gravedad por la que 
atraviesa la agricultura española. Señala que qui- 
zás a base de hablar del tema agrario en la Cáma- 
ra se consiga que el Ministro de Economía y 
Hacienda se apiade del sector y tenga un gesto eco- 
nómico, aunque lo ve difícil, porque hay que tener 
cierta sensibilidad que hasta el momento no ve por 
parte alguna. 
Recuerda que hace tan sólo dos semanas tuvieron 
un debate sobre la situación de la agricultura y que 
también es sabido de todos que una de las causas 
de la falta de rentabilidad de nuestras explotacio- 
nes es el reducido tamaño y las dificultades de con- 
tinuidad que tienen los agricultores jóvenes en caso 
de sucesión o transmisión y permutas entre profe- 
sionales de la agricultura. Afirma que conseguir es- 
tos dos objetivos comporta favorecer los procesos 
de concentración parcelaria para reducir el núme- 
ro de pequeñas explotaciones y aumentar así su 
rentabilidad, eliminando costes en la transmisión 
de las explotaciones siempre que se garantice la 
continuidad de las mismas. Recuerda parte del de- 
bate de hace dos semanas y termina expresando la 
preocupación de su Grupo Parlamentario por la 
despoblación de amplias zonas de la geografía es- 
pañola, que en unas comunidades es más grave que 
en otras, afirmando que si no se corta esa tenden- 
cia, lo lamentaremos dentro de muy poco tiempo. 
Con esta finalidad presentan una proposición de 
ley, a cuyo contenido da lectura. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario Mix- 
to; Gatzagaetxebarría Bastida, del Grupo Vasco 
(PNV); Rebollo Alvarez-Amandi, del Grupo del CDS; 
Caballero Castillo, del Grupo de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya; Pascua1 Monzo, del Gru- 
po Popular, y Galán Cano, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición de- 
batida por 127 votos a favor y 149 en contra. 
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Del Grupo Parlamentario Popular en el 

Congreso, sobre ayudas y protección a 
las víctimas del terrorismo . . . . . . . . . 

Defiende la proposición no de ley, en nombre del Gru- 
po  Populav, el señor Barquero Vázquez, manifes- 
tando que tienen una especial preocupación por la 
cobertura legal de las víctimas de la violencia, y 
así lo han venido demostrando a lo largo de esta 
legislación con la defensa ante esta Cámara, en dos 
ocasiones, de una proposición de ley sobre derechos 
de las víctimas de delitos violentos. E n  ambas oca- 
siones sólo la mayoría socialista impidió su toma 
en consideración. Añade que el Grupo Popular es 
partidario de que se aborde esta cuestión median- 
te una ley de carácter general que abarque a las víc- 
timas de cualquier tipo de delitos violentos, con las 
matizaciones y particularidades que en ellas se pu- 
dieran recoger para los casos de terrorismo. Sin em- 
bargo, el Gobierno, y el Grupo Socialista que lo 
apoya, han decidido eludir la figura de una ley, eli- 
giendo la figura del decreto-ley. Pero, en relación 
con las víctimas de delitos violentos dolosos, el Go- 
bierno sigue sin cumplir su promesa de traer a es- 
ta Cámara el proyecto de ley informado hace ya casi 
año y medio por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial. El Gobierno y el Ministro de Justicia sabrán 
las razones por las que todavía este importante pro- 
yecto de ley no ha tenido entrada en la Cámara. 
Se refiere después el señor Barquero Vázquez a los 
decretos aprobados por el Gobierno en los meses 
de junio y julio de este año sobre resarcimiento por 
daños de las víctimas de bandas armadas y elemen- 
tos terroristas y las pensiones extraordinarias cau- 
sadas por actos de terrorismo, respecto de los que 
expresa el desacuerdo del Grupo Popular con el ins- 
trumento legal utilizado por el Gobierno, hurtan- 
do al debate parlamentario cuestiones de 
fundamental importancia que tienen que ver con 
el terrorismo y sus consecuencias. Pero si esto es 
preocupante más grave aún es que nuestro país 
continúe careciendo de una normativa básica y con 
rango de ley que llene el vacío jun'dico de las vícti- 
mas de delitos violentos. Para el terrorista hay le- 
yes que amparan sus derechos, y así debe ser y 
seguir siendo; en cambio, las víctimas no parecen 
ser para el Gobierno socialista una figura jurídica 
de suficiente importancia como para que sus de- 
rechos se vean amparados por un cuerpo normati- 
vo básico con rango de ley. 
Señala también que el Grupo Popular estima y va- 
lora los avances, sobre todo en ayudas económicas, 
que el Gobierno ha otorgado a las víctimas del te- 
rrorismo y que se contienen en los dos reales de- 
cretos citados, pero igualmente tiene que denunciar 
las carencias e insuficiencias de ambos reales de- 
cretos, algunas de las cuales ponen incluso en pe- 
ligro que estas mejoras puedan afectar a la 
totalidad de las víctimas. Esa es la causa por la que 
el Grupo Popular mantiene los tres últimos apar- 

11778 
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tados originales de la proposición no de ley, a los 
que se añade un cuarto apartado mediante una en- 
mienda de adición motivada por razones y circuns- 
tancias de actualidad. 
Termina pidiendo el apoyo y el voto de la Cámara 
para la propuesta del Grupo Popular. 

Para fijación de posiciones, intervienen los señores 
Azkárraga Rodero, del Grupo Mixto; Santos Mi- 
ñón, del Grupo del CDS; Castellano Cardalliaguet, 
del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya; m a s  de Bes i Serra, del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió), y la señora Del Campo Casasús, 
del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se rechaza la proposición no de 
ley del Grupo Popular por 121 votos a favor y 150 
en  contra. 
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En nombre del Grupo CDS defiende la proposición 
no de ley el señor Souto Paz, manifestando que la 
finalidad de la proposición es la creación de una 
Ponencia que tenga por objeto el estudio de la re- 
visión de la legislación electoral e n  tres aspectos 
concretos, como son, por un lado, la reducción del 
límite de los gastos electorales; por otro, la revisión 
del concepto de gasto electoral relativo a la propa- 
ganda y a la publicidad y, finalmente, la reforma 
de los mecanismos de control de dichos gastos elec- 
to rales. 
Expone que no es la primera vez que su Grupo sos- 
tiene la necesidad de introducir una nueva limita- 
ción a los gastos electorales con una reducción de 
los mismos, mencionando al efecto diversas inicia- 
tivas sobre el particular debatidas en  la Cámara. 
Agrega la conveniencia de tener presente que cada 
vez es más creciente la presión popular exigiendo 
un mayor control y una mejor utilización del gas- 
to público y por ello, ante las evidencias o simples 
sospechas de mal uso o de irregularidades en el gas- 
to público, parece lógico que los grupos políticos 
reaccionen con austeridad, ejemplaridad y reduc- 
ción general de los gastos, reducción que su Gru- 
p o  Parlamentario considera que debe extenderse 
también a los relativos a la campaña institucional. 
Termina agradeciendo el interés que esta iniciati- 
va ha suscitado e n  los demás Grupos de la Cáma- 
ra, que se ha traducido e n  la presentación de 
diversas enmiendas que, en  su opinión, no sólo for- 

talecen sino que enriquecen el contenido de lapro- 
posición. 

E n  defensa de las enmiendas presentadas a la pro- 
posición del Grupo de CDS intervienen los seño- 
res Marcet i Morera, del Grupo Socialista, y Núñez 
Casal, del Grupo de Izquierda Unida-iniciativa per 
Catalunya; la señora Cuenca i Valero, del Grupo Ca- 
talán (Convergencia i Unió), y los señores Azkárra- 
ga Rodero, del Grupo Mixto, y Arenas Bocanegra, 
del Grupo Popular. 

Sometida a votación, se aprueba la proposición de- 
batida por 271 votos. 
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El señor Ferrer i Profitós defiende la moción del Gru- 
po  Catalán (Convergencia i Unió), consecuencia de 
la interpelación debatida el pasado día 11 del pre- 
sente mes. Expone que la moción está motivada 
por la crítica de situación que está atravesando la 
agricultura española y dada la importancia que tie- 
ne dicha actividad sobre la economía y conserva- 
ción del medio natural y el reequilibrio territorial, 
por lo que instan al Gobierno a que proceda a adop- 
tar con urgencia un conjunto de actuaciones des- 
tinadas a mejorar la competitividad del campo 
español y elevar el nivel de vida y el bienestar de 
los agricultores ante la aplicación de la nueva po- 
lítica agrícola comunitaria, sobre todo después de 
los recientes acuerdos adoptados en  las reuniones 
de los países del GATT 
Señala que la moción tiene siete puntos, cuyo con- 
tenido expone esquemáticamente a la Cámara, y 
que, en  resumen, tratan primordialmente de que 
se acabe con el abandono que se está produciendo 
constantemente de los activos que todavía tiene el 
campo -es decir, de los agricultores, que cada día 
se van del sector con más facilidad o por cualquier 
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motivo o pretexto-, propiciando la incorporación 
de nuevos agricultores, a la vez que tratan de con- 
tribuir a asentar la población e n  el mundo rural 
para poder mantener esta población mínima que 
se necesita para que la agricultora española pue- 
da ser competitiva en  el resto de los países comu- 
nitarios. 

El señor Ramírez González defiende la moción del 
Grupo Popular, que establece como elemento prin- 
cipal la estrategia que el Partido Popular entiende 
que debe desarrollarse en  la Cámara de una for- 
ma inmediata, haciendo que el Gobierno compa- 
rezca ante este Congreso e n  el plazo máximo de 15 
días y presente un programa integral agrario. A tra- 
vés del debate correspondiente y la presentación 
de las oportunas propuestas de resolución que pu- 
dieran introducir los Grupos Parlamentarios toma- 
rían conciencia de la realidad agraria española, 
aportando soluciones urgentes que se contendrían 
en  el aludido programa integral agrario. Señala que 
la moción de su Grupo establece los elementos mí- 
nimos, que no cerrados, a los que entiende que de- 
bería hacer referencia el programa integral agrario 
del Gobierno. 
Manifiesta después el señor Ramírez González que, 
con posterioridad a la presentación de la moción 
y conscientes de que en  Washington se había alcan- 
zado e n  la pasada semana un acuerdo de trascen- 
dental importancia para la agricultura europea en 
su conjunto y la española en  particular, el Grupo 
Popular ha presentado una enmienda a su propia 
moción mediante la cual pretenden que el Gobier- 
no informe urgentemente a la Cámara sobre el 
acuerdo alcanzado en  el capítulo agrario en  el se- 
no del GATT y la influencia y repercusiones que del 
mismo se derivan para la agricultura española. 
También pretenden que en  dicha comparecencia el 
Gobierno se comprometa públicamente a adoptar 
todas las medidas legales que estén a su alcance, 
como socio y miembro de la Comunidad Econórni- 
ca Europea, para que esta institución no adopte 
una postura oficial en  relación con el acuerdo al- 
canzado en  Washington en  el capítulo agrícola del 
GATT que pueda ser perjudicial para los intereses 
españoles. 

Para la defensa de las enmiendas presentadas inter- 
vienen los señores Caballero Castillo, del Grupo de 
Izquierda Unida-Zniciativa per Catalunya; Nieto 
González, del Grupo Socialista, y Gatzagaetxeba- 
rría Bastida, del Grupo Vasco (PNV). 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
los señores Oliver Chirivella, del Grupo Mixto, y 
Lasuén Sancho, del Grupo de CDS. 

Sometida a votación, se aprueba la moción del Gru- 
po  Catalán (Convergencia i Unió), en  los términos 
resultantes de la aceptación de la enmienda del 

Grupo Socialista, por 178 votos a favor, uno en con- 
tra y 78 abstenciones. 

Sometida a votación la moción del Grupo Popular, 
es rechazada por 86 votos a favor, 152 en  contra y 
20 abstenciones. 

Página 

Del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, sobre 
medidas que piensa adoptar el Gobier- 
no para resolver los desequilibrios, en 
especial en materia de infraestructuras 
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El señor Núñez Casal defiende la moción del Grupo 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, seña- 
lando que en  ella mantienen unos criterios de con- 
gruencia con la interpelación debatida hace 15 
días. Aclara que no van a plantear nada que no res- 
pete plenamente el contenido estricto de lo que su- 
ponen las competencias de la Administración del 
Estado. N o  introducen, por tanto, ningún tipo de 
injerencia en comunidades autónomas ni en ayun- 
tamientos. 
Concluye explicando el contenido de cada uno de 
los apartados que integran la moción, respecto de 
la que cree que hay razones suficientes para que 
la sensibilidad de los Grupos de la Cámara la apo- 
yen, teniendo e n  cuenta que muchas veces se olvi- 
dan de los problemas de Madrid, capital de España. 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo Socialis- 
ta y fijación de posiciones interviene el señor Ló- 
pez Riaño. 

Asimismo intervienen para fijación de posiciones la 
señora Estevan Bolea, del Grupo Popular, y los se- 
ñores Oliver Chirivella, del Grupo Mixto; Alonso 
Losada, del Grupo de CDS, y Sedó i Marsal, del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Sometida a votación, queda rechazada la proposición 
debatida por 91 votos a favor, 139 en  contra y una 
abstención. 

Se suspende la sesión a las nueve y cincuenta y cinco 
minutos de la noche. 

11800 

Se abre la sesión a las cuatro y cinco minutos de la 
tarde. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY: 
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- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR E N  EL 
CONGRESO, POR LA QUE SE REFORMA EL CO- 
DIGO PENAL, INTRODUCIENDO E N  EL MISMO 
UN NUEVO ARTICULO 399 BIS, E N  EL QUE S E  

SACION (ORGANICA) (Número de expediente 
1221000123) 

CONTEMPLA UNA NUEVA FORMA DE MALVER- 

El señor PRESIDENTE: Comienza la sesión. 
Punto 1 del orden del día: Toma en consideración de 

proposiciones de ley. 
Proposición del Grupo Popular, por la que se refor- 

ma el Código Penal, introduciendo en el mismo un nue- 
vo artículo 399 bis, en el que se contempla una nueva 
forma de malversación. 

Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor 
Ramallo. 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, de nuevo subo a esta tribu- 
na para consumir un turno, en nombre de mi Grupo 
Parlamentario, para defender una de sus iniciativas ten- 
dentes a fortalecer la democracia. 

El pasado 22 de septiembre recordaba yo en esta mis- 
ma Cámara cómo en el único debate habido sobre el 
estado de la nación, el Presidente del Gobierno hubo 
de referirse, de forma forzosa, a la corrupción. 

Pues bien, señorías, la proposición de ley orgánica 
que hoy tengo el honor de presentar es una más de las 
que, desde la buena voluntad del Grupo Popular, trata 
de poner freno a la corrupción y, con ello, a la falta cre- 
ciente de credibilidad de los políticos, con el consiguien- 
te deterioro para la democracia. No es esta proposición 
de ley un arma arrojadiza. Por el contrario, basándose 
en la experiencia, trata exclusivamente de que hechos 
que se han producido en la historia reciente de Espa- 
ña no queden sin sanción en el futuro, si vuelven a ocu- 
rrir. Trata, también, de que la opinión pública vaya 
cambiando en cuanto a lo que piensa sobre la dignidad 
de los políticos y, con ello de los que integramos esta 
Cámara. 

En el mes de enero de 1990 los ciudadanos españo- 
les, en general, tuvieron conocimiento del hecho, que 
era más que sabido en Andalucía, y concretamente en 
Sevilla, de que en una dependencia de la Delegación del 
Gobierno de Andalucía, asignada al entonces vicepre- 
sidente del Gobierno don Alfonso Guerra, despachaba 
de forma ordinaria su hermano don Juan. Tuvo cono- 
cimiento también la opinión pública de que don Juan 
Guerra no era ni funcionario público ni contratado de 
la Administración, sino contratado del PSOE. 

Los españoles tuvieron, igualmente, ocasión de cono- 
cer que en los cientos de visitas que don Juan Guerra 
tuvo en ese despacho de referencia, a lo largo de los seis 
años que lo ocupó -la situación se mantuvo-, se tra- 
taban muchos asuntos que poco o nada tenían que ver 
con la gestión pública ni, por supuesto, con la asisten- 
cia a su hermano, el señor Vicepresidente del Gobier- 

no, sino que tenía mucho que ver con el cometido de 
una agencia de negocios privados. 

Como consecuencia del conocimiento general de es- 
tos hechos y en medio de un escándalo nacional sin pre- 
cedentes, el 1 de febrero de 1990 compareció ante esta 
Cámara el entonces Vicepresidente don Alfonso Gue- 
rra, el cual manifestó que su hermano Juan tenía asig- 
nado, como contratado del PSOE y en su función de 
asistente del Vicesecretario del Partido, las tareas de 
recoger su correspondencia, organizar sus traslados y 
desplazamientos, coordinar entre Sevilla y Madrid es- 
tos desplazamientos y acompañarlo; y que a partir de 
1982, con motivo del nombramiento como Vicepresiden- 
te de don Alfonso Guerra, se hizo necesario coordinar 
esas actividades con las que derivan de la Vicepresi- 
dencia del Gobierno, y que para facilitarlo se permitió 
a don Juan Guerra el acceso al despacho del Vicepre- 
sidente con el único y exclusivo objeto de desarrollar 
esa labor. 

Don Alfonso Guerra añadió en esta Cámara: El Vice- 
presidente no tiene constancia de que en ese despacho 
hayan tenido lugar actividades distintas a aquellas a 
las que estaba destinado, y en lo que a mí respecta pue- 
do afirmar que jamás en mi presencia ni con mi cono- 
cimiento se han realizado gestiones privadas en esa 
dependencia. 

La oposición, casi de forma general, coincidió al re- 
plicar a don Alfonso Guerra y refutar sus argumentos, 
concluyendo que si un responsable político hace posi- 
ble y consiente que una persona de su confianza utili- 
ce despachos del Estado, sufragados por todos, para 
realizar funciones que nada tienen que ver con las ta- 
reas públicas y que, además de estas funciones, se de- 
riva enriquecimiento personal, existe una responsa- 
bilidad política, y que los españoles, con causa legíti- 
ma, pueden pensar que ese despacho era plataforma 
de negocios privados, basados en la influencia que su- 
pone el recibir en el despacho de una de las personas 
públicas con más poder en España, con más informa- 
ción, don Alfonso Guerra, Vicepresidente del Gobier- 
no, y que, además, era su hermano el que atendía las 
visitas. 

Los hechos han demostrado después que don Alfon- 
so Guerra en aquella ocasión faltó a la verdad en esta 
Cámara -repito: faltó a la verdad en esta Cámara- y 
que la oposición no denunció en falso. No otra cosa es 
lo que le forzó a ese cese o dimisión que hizo el Presi- 
dente del Gobierno, en uso de sus atribuciones, un año 
después. 

De forma paralela a la actuación parlamentaria, que 
sólo puede exigir, como ustedes saben, responsabilida- 
des políticas, se siguió ante los tribunales de Justicia 
un procedimiento por el mal uso del despacho de la De- 
legación del Gobierno en Sevilla y se exigieron respon- 
sabilidades a las personas que lo autorizaron y lo 
consintieron. El procedimiento judicial terminó, en 
cuanto a los aforados, con el auto del Tribunal Supe- 
rior de Justicia de Andalucía de 19 de febrero de 1992, 
que exoneró de responsabilidades al Vicepresidente del 
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Gobierno, a su Jefe de Gabinete y a los Delegados del 
Gobierno en Andalucía. 

Hoy, al fin que persigue la proposición de ley orgáni- 
ca que presentamos, y para su admisión a trámite, no 
nos interesa debatir si don Juan Guerra hizo o no hizo 
tráfico de influencias en el despacho de Sevilla y si ello 
era o no conocido por su hermano don Alfonso, aun- 
que era forzoso hablar de ello para situar la verdadera 
importancia pública del caso que nos ocupa. Hoy lo que 
nos interesa conocer, señorías, son los razonamientos 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, que le 
sirvieron de base para exonerar de responsabilidad a 
los denunciados y de ello extraer las consecuencias 
oportunas al objeto de la ley orgánica que debatimos. 

El auto del Tribunal al que nos hemos referido, des- 
pués de dejar sentado en su primer fundamento de De- 
recho que la forma de vinculación de los tribunales al 
pueblo, del que emana la Justicia, consiste estrictamen- 
te en su sometimiento al imperio de la ley y no en iden- 
tificarse con climas de opinión, pasa, en los demás 
fundamentos de Derecho, a analizar si las conductas 
denunciadas son subsumibles en la penalidad legal vi- 
gente. Y aun cuando deja dicho en el fundamento ter- 
cero que don Juan Guerra González -y presten 
atención a lo que voy a decir-, al margen de las tareas 
que le autorizó que podía efectuar en el despacho de 
la Delegación del Gobierno en Andalucía, realizó un uso 
que excedía cuantitativa y cualitativamente de los tér- 
minos de la autorización de acceso que había recibido, 
llega paradójicamente a la conclusión de que la con- 
ducta del señor Guerra, don Alfonso, de don Leocadio 
Marín, de don Tomás Azorín y de don Rafael Delgado 
no son subsumibles en ningún tipo penal, y concreta- 
mente en los definidos en los artículos 358 -preva- 
ricación-, 396 -peculado de uso- y excluye de for- 
ma radical el delito tipificado en el artículo 394, es de- 
cir, el delito de malversación pura. 

Estima el Tribunal Superior de Justicia de Andalu- 
cía que no es aplicable el artículo 358, con el siguiente 
razonamiento. Si en este caso nos encontramos con una 
actividad material de la Administración encaminada al 
desarrollo de la actividad política, difícilmente podrá 
hablarse de la existencia de un acto administrativo y, 
por lo dicho, menos aún de una resolución administra- 
tiva, con lo que la base misma del tipo, dictar resolu- 
ción en acto administrativo, no estaría presente. Sin 
resolución administrativa -continuaba el fundamen- 
to de Derecho- no puede haber prevaricación, del mis- 
mo modo que no puede haber prevaricación del juez 
al margen de las resoluciones judiciales. El fundamento 
de Derecho añadía -y hay que subrayarlo y quizá 
repetirlo-: Naturalmente, que no se den los elemen- 
tos del tipo no significa que se ignore la necesidad de 
una regulación legal precisa que pudiera resultar más 
acorde con el Estado social y democrático de Derecho. 
Y eso es lo que hoy hacemos. 

En lo referente a la no sujeción de los hechos anali- 
zados al artículo 396 del Código Penal, es decir, pecu- 
lados de uso, el auto señala, en su fundamento octavo, 

que el delito de malversación de efectos o caudales pú- 
blicos parece pensado para bienes muebles, donde la 
distracción resulta hacedera. Por ello, no creemos 
-continuaba el fundamento de Derecho- que sea po- 
sible la comisión por omisión, por falta de cuidado o 
vigilancia. El tipo, en su misma formulación -concluía 
el fundamento-, requiere actividad de funcionario 
público. 

Señor Presidente, señorías, de los argumentos de la 
sentencia analizada puede deducirse que, si no hay una 
acción positiva de un funcionario público, sino mera 
negligencia en la vigilancia y, por otra parte, no es ex- 
tensible el tipo de la malversación a los bienes inmue- 
bles, la conducta del particular que usa un bien 
inmueble afectado a un organismo oficial es impune, 
siéndolo también la del funcionario o autoridad que 
consiente tal uso indebido. De confirmarse esta inter- 
pretación sobre el ámbito objetivo y subjetivo del deli- 
to de malversación, resultaría la siguiente paradoja: 
Que un funcionario puede ser castigado por acometer 
este delito si se apodera de quinientas pesetas, y nadie 
resultará sancionado porque un particular dedique in- 
muebles públicos a fines privados, aunque el coste de 
esta conducta, traducido en pesetas, resulte muchísi- 
mo más gravoso para el erario público que la conduc- 
ta aludida del funcionario. 

La sensibilidad jurídica y la opinión pública recha- 
zan que pueda existir esta laguna en nuestro sistema 
punitivo. Por ello, parece conveniente a nuestro Grupo 
que el ámbito objetivo del delito de malversación no se 
agote en los caudales o efectos, sino que se extienda a 
cualquier clase de bienes públicos, incluidos los inmue- 
bles. El estudio de la jurisprudencia avala igualmente 
la conveniencia de que el Código Penal contemple ex- 
presamente los inmuebles. 

La proposición de ley orgánica que se presenta, sen- 
cilla en su formulación pero ambiciosa en su conteni- 
do, no sólo extiende el ámbito objetivo de la malversa- 
ción a los bienes inmuebles destinados a ser órganos 
de la Administración pública, bien sean propiedad del 
Estado o estén arrendados, sino que hace penalmente 
responsable, expresamente, al particular que usa inde- 
bidamente el inmueble -que es lo que ha pasado en 
el supuesto que nos ocupa-, al igual que al funciona- 
rio o autoridad que facilita o consiente el uso privado 
-que también es lo que ha ocurrido en el caso que nos 
ocupa-, cubriendo así la otra laguna que el citado fun- 
damento octavo del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía ponía de relieve en el aludido auto. 

Podría alegarse que, habiendo sido remitido por el 
Gobierno a esta Cámara un proyecto de ley de nuevo 
código penal, no procede una reforma parcial como la 
aquí propuesta. Pero, aparte de que el proyecto no re- 
coge el tipo penal que hoy proponemos a la aprobación 
de esta Cámara -y si alguien lo ha encontrado, que me 
diga dónde-, todos sabemos que es casi imposible que 
el nuevo código penal pueda quedar aprobado en esta 
legislatura como una norma de esas características re- 
quiere: con serenidad. 
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Señorías, la resonancia que en la opinión pública ha 
tenido el llamado caso Juan Guerra, así como la polé- 
mica suscitada por el auto del tribunal citado, exigen 
que los legisladores afrontemos con urgencia la presen- 
te reforma legislativa, para que no queden sin sanción 
conductas que la opinión pública y el buen sentido re- 
chazan. Señorías, es una obligación del legislador que 
actividades intrínsecamente inmorales -repito: intrín- 
secamente inmorales- que defraudan al conjunto de 
la sociedad no puedan quedar impunes, y es lo cierto 
y comprobado que inmuebles públicos, cuyo coste y 
mantenimiento son satisfechos mediante impuestos, se 
pueden utilizar -según los tribunales, hasta ahora- 
para fines y negocios privados y que esta conducta que- 
da impune y dentro de la legalidad. 

Es por ello, como se dice en la exposición de motivos 
de la ley orgánica que defendemos, por lo que, para evi- 
tar que esta modalidad de abuso de los bienes públi- 
cos quede impune, procede introducir en el Código 
Penal un nuevo artículo en el capítulo dedicado a las 
malversaciones que contemple específicamente como 
punible tanto la conducta del particular, es decir, don 
Juan Guerra, que usa de los bienes inmuebles propie- 
dad del Estado o arrendados por éste para fines par- 
ticulares, como la conducta del funcionario público o 
autoridad, es decir, don Alfonso Guerra, los delegados 
del Gobierno y el Jefe de Gabinete del señor Vicepresi- 
dente, que consintieron un uso inadmisible. Es decir, 
tenemos un caso práctico que yo lo hubiera querido 
cuando estudiaba Derecho penal, porque era una reso- 
lución facilísima. 

Señor Presidente, si escándalo produjo en su día el 
llamado, yo creo que con acierto, «waterguerra», y es- 
cándalo produjo igualmente que, según los tribunales, 
con la ley penal vigente en la mano, no hayan podido 
ser penalizadas estas conductas ni exigidas responsa- 
bilidades, más escándalo producirá que nosotros, legis- 
ladores elegidos por el pueblo, pudiéndola hacer, no 
hagamos una ley para que en el futuro esto no se pue- 
da repetir. 

Don Felipe González afirmó en el último debate so- 
bre el estado de la nación: estaré seriamente dispuesto 
a estudiar y a poner en práctica todas las propuestas 
que puedan mejorar la salud de la vida pública espa- 
ñola; afirmación reiterada en el tiempo y de nuevo efec- 
tuada en recientes días cuando dijo: Estoy dispuesto 
a hacer cualquier modificación legislativa que contri- 
buya a la lucha contra actuaciones corruptas. 

Según una encuesta del CIS realizada el pasado mes 
de junio -y que los que las pagamos conocemos bas- 
tante después, no como el Gobierno-, para el 43 por 
ciento de los españoles el primer problema del país es 
la corrupción -Corrupción con mayúsculas, 
señorías-. En los cinco meses transcurridos, es segu- 
ro que ese porcentaje, a la vista de lo que está ocurrien- 
do y de que cada día nos desayunamos con un nuevo 
caso de corrupción, sería aún mayor. Es igualmente se- 
guro que si el CIS ahora encargara una encuesta sobre 
la valoración que los españoles hacen del uso que don 

Juan Guerra realizó del despacho que tenía de la Dele- 
gación del Gobierno en Sevilla, y también de la conduc- 
ta de su hermano, don Alfonso, en este enojoso asunto, 
una gran mayoría de los encuestados estaría de acuer- 
do en afirmar que estamos ante actuaciones corruptas 
-y Corruptas con mayúscula. 

Si hoy ustedes, señores socialistas, no hacen honor 
con sus votos a las afirmaciones del Secretario Gene- 
ral del PSOE -y voy terminando, señor Presidente- 
y a la vez Presidente del Gobierno, don Felipe Gonzá- 
lez, aprobando la admisión a trámite de esta proposi- 
ción de ley y, consecuentemente, abriendo la vía a que 
en el futuro no puedan quedar impunes, como hoy lo 
están conductas corruptas como las hoy analizadas, no 
se quejen del deterioro de la democracia, no echen la 
culpa, para justificarse, a la prensa, a la maledicencia 
ni a las conspiraciones judeomasónicas y a que se ata- 
ca de forma gratuita al Partido Socialista. En caso de 
que no admitan, señores de la mayoría que apoyan al 
Gobierno, a trámite esta proposición de ley orgánica, 
mírense al espejo y encontrarán a los pesponsables del 
clima de corrupción que hay en .EPpaña. (Un señor 
Diputado de los bancos del Grupo Socialista: Mírate 
tú.) Yo ya me he mirado esta mañana y estoy tranquilo. 

Si a esta Cámara, de forma decidida, no le posibili- 
tamos y no luchamos para acabar con la corrupción, 
se corre el riesgo de que la corrupción no sólo acabe 
con nosotros, que no es lo importante, sino que acabe 
con la democracia que el pueblo español quiere. 

Muchas gracias, señorías. (Aplausos en los escaños 
del Grupo Popular.) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ramallo. 
¿Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Socialista, 

tiene la palabra el señor García Espinosa. 

El señor GARCIA ESPINOSA Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, la verdad es que, para ex- 
poner nuestra posición sobre la pretensión que hoy 
discutimos, creo que no haría falta ningún tipo de in- 
troducción. Hemos oído -al menos yo- atentamente 
la exposición del señor Ramallo y creo que toda la Cá- 
mara sabe de lo que estamos hablando. Sin embargo, 
su intento de soflama parlamentaria, de intervención 
flamígera, para intentar levantar a su Grupo -una in- 
tervención de contenido para consumo interno- me 
obliga a hacer algunas consideraciones generales pre- 
vias antes de entrar a desmenuzar el contenido de su 
proposición, eso sí, advirtiendo a todas SS. SS. y al pro- 
pio señor Ramallo que mi estilo y el contenido serán 
diferentes al tono que él ha empleado desde esta 
tribuna. 
Yo creo que el Parlamento y el Congreso de los Dipu- 

tados, siquiera fuera por respeto a los que a él perte- 
necemos, o por respeto a la propia institución, merece 
decir en él argumentos serios y no consideraciones ba- 
sadas en ningún fundamento; sin fundamento alguno. 

Tengo que decir que hay una reiterada manera, una 
reiterada fórmula de presentar este tipo de cosas por 
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parte del Grupo Popular que, personalmente, ni me 
agrada ni comparto. Tengo la sensación de que se in- 
tenta crear una cierta conciencia colectiva en los ciu- 
dadanos trasladándoles la idea de que aquí, al Congreso 
de los Diputados, venimos tan sólo a hablar de cosas 
que se tienen que prohibir, acciones que hay que casti- 
gar para corregir un estado de cosas que a la vez se di- 
ce que son incorregibles, intentando conseguir, creo yo, 
tan sólo una sensación general de alarma o desasosie- 
go que no se compadece con la realidad de las cosas. 

A mí me parece que tal vez cabría otra estrategia, otro 
horizonte para discutir este tipo de asuntos, señores del 
Partido Popular; el horizonte más conveniente para 
abordar estos temas, si es que de verdad pretendemos 
dirigirnos al objetivo que decimos que queremos con- 
seguir, para no dejarnos arrastrar por los avatares de 
la vida cotidiana, que a veces tanto influyen en nues- 
tra actividad, como lo demuestra la compulsiva y errá- 
tica intervención que acaba de hacer desde esta tribuna 
el señor Ramallo. 

Creo que deberíamos enfocar el tema sobre qué có- 
digo de valores queremos proteger en un sistema de- 
mocrático, sobre qué acciones son plausibles y cuáles 
rechazables en un sistema democrático. Nuestro códi- 
go de valor está hoy amplia y concretamente recogido 
en la Constitución Española y, por lo que aquí respec- 
ta, significa el correcto funcionamiento de la función 
pública o, si ustedes quieren, la igualdad de los ciuda- 
danos ante la ley. 

En este contexto de discusión sobre la protección de 
los valores democráticos y el amparo jurídico que esos 
valores merece, es donde creo que se debe situar el de- 
bate para, a partir de ahí, escudriñar, desmenuzar la 
propuesta concreta, la proposición concreta a la que, 
por cierto, usted ni siquiera ha hecho referencia. 

Desde este punto de vista, yo creo que hay que decir 
reiteradamente aquí, que hay que subrayar, que hay que 
decirle a la opinión pública que el Grupo Socialista y 
la mayoría de la Cámara ha manifestado, ha demostra- 
do en varias ocasiones, no ya su voluntad política, sino 
su decisión incontestable, inatacable, de ir construyen- 
do todo un cuerpo legal capaz de proporcionar cober- 
tura jurídica necesaria para sancionar los comporta- 
mientos socialmente reprobables. 

Aquí se ha introducido un nuevo capítulo en el Códi- 
go Penal, referido al tráfico de influencias, que antes 
no existía. No es que antes no existiera tráfico de in- 
fluencias, como usted bien sabe, señor Ramallo, es que 
no estaba regulado. Aquí se acaba de introducir tam- 
bién en esta legislatura una nueva regulación sobre las 
incompatibilidades de Diputados y Senadores, que no 
es que antes no existiera, como usted muy sabe, señor 
Ramallo, la incompatibilidad de los Diputados y Sena- 
dores, sino que no estaba regulado. (El señor Ramallo 
García: No tiene nada que ver.) 

Quiero decirle con ello, y sí tiene que ver, que se ha 
ido conformando todo un cuerpo legal o, si ustedes 
quieren, todo un cuerpo de doctrina por el que los res- 
ponsables políticos podemos y debemos decir a los ciu- 

dadanos que la democracia protege con sus leyes un 
código de valores que todos hemos decidido construir. 
Que no solamente no estamos inermes ante los abusos 
de poder, sino que estamos pertrechados política y ju- 
rídicamente contra quienes pretenden abusar del Es- 
tado de derecho. 

Creo, señor Presidente, que eso era importante decirlo 
y subrayarlo cuando se presentan proposiciones como 
la que hoy discutimos; y no sólo, como dice el señor Ra- 
mallo, para proteger la credibilidad de los políticos, por 
importante que esto sea, sino para proteger y fortale- 
cer el Estado social y democrático de Derecho, que es 
el que nos proporciona la oportunidad de la conviven- 
cia en discrepancia, como hoy estamos haciendo aquí. 

A partir de aquí, de la consideración de ese código 
general de valores que yo decía que la democracia am- 
para y protege, es cuando hay que entrar a desmenu- 
zar su propuesta concreta, el contenido concreto de lo 
que ustedes llaman proposición de ley. 

Han presentado aquí una pretensión a la que usted 
sabe, señor Ramallo, que no vamos a dar nuestra con- 
formidad. En política, lo último que se puede hacer es 
defraudar, usted esperaba que le dijéramos que no y 
no le vamos a defraudar. 

Vamos a votar no a la proposición que usted presen- 
ta. Vamos a votar que no, porque su pretensión es errá- 
tica, en cuanto a procedimiento de técnica legislativa. 
Vamos a votar no porque su proposición es insosteni- 
ble desde el punto de vista de política criminal, desde 
el punto de vista del contenido concreto de lo que dice 
su proposición. 

Respecto de lo primero, a la improcedencia de utili- 
zar este instrumento de política legislativa en este mo- 
mento, quiero decirle lo que reiteradamente le decimos 
desde esta tribuna cuando presentan ustedes reformas 
parciales del Código Penal: ya está en sede legislativa, 
ya se encuentra en esta Cámara el nuevo Código Penal, 
el Código Penal de la democracia. Si ustedes colaboran 
-llevan años pidiendo la presentación de un Código Pe- 
nal y ahora se oponen a que se tramite con la razona- 
ble celeridad- tendremos un Código Penal concreto, 
con penas proporcionadas, con una visión de globali- 
dad. Me parece un desatino, en cuanto a la técnica ju- 
rídica, discutir aquí este tipo de iniciativas absolu- 
tamente accidentales, sacadas de su contexto de un ca- 
so concreto y sin una razón de extraordinaria urgencia 
que así lo requiera. Usted mismo ponía el parche antes 
de que yo contestara a su primera intervención. 

Me podrá decir que es verdad que este principio ge- 
neral de coherencia legislativa se ha visto roto en oca- 
siones. Naturalmente que sí. Recientemente esta Cáma- 
ra ha aprobado un proyecto de ley de este Gobierno, 
apoyado por el Grupo Socialista, la mayoría de la Cá- 
mara, de este Gobierno que usted dice que no tiene sen- 
sibilidad social, sobre el nuevo delito de tráfico de 
drogas y de blanqueo de capitales procedente de ese trá- 
fico ilícito de estupefacientes, extrayéndolo al nuevo de- 
bate del Código Penal. Naturalmente que sí. Creo que 
hay evidentes razones de urgencia que así lo indicaban. 
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Este asunto es de extraordinaria urgencia y relevancia 
y tiene una importante prioridad legislativa. En cual- 
quier caso, señor Ramallo, es la apreciación de una di- 
ferencia en cuanto a las prioridades legislativas. Uste- 
des presentan esta iniciativa, nosotros presentamos una 
iniciativa sobre el blanqueo de dinero y el tráfico de 
drogas. 

Las leyes, señor Presidente, tienen una vocación ge- 
neral o universal; las leyes son una cristalización jurí- 
dica de valores a proteger; las leyes son, si se quiere, 
un conjunto de restricciones éticas que se imponen a 
una sociedad civilizada; las leyes no son ni serán nun- 
ca una suma de partes, sino un todo. Los códigos gene- 
rales no se pueden hacer, señor Presidente, basados en 
la mera adición de leyes uad hoc» basadas en la casuís- 
tica, porque la casuística casi nunca hace referencia a 
la razón, casi siempre hace referencia a todo lo contra- 
rio: a la sinrazón y a la demagogia. Por eso, en el mar- 
co del debate que próximamente llevaremos con ocasión 
del Código Penal será la ocasión de discutir todos los 
problemas que a ustedes les interesan. Este mismo fin 
de semana una asociación de jueces ha propuesto que 
se introduzcan determinados delitos importantes en el 
nuevo Código Penal, y dice en el futuro Código Penal. 
Quiero decirle con ello que todo el mundo sabe, señor 
Presidente, que, salvo casos de extrema gravedad por 
los daños producidos o que se pueden producir, un Có- 
digo Penal no puede hacerse nunca a pedazos porque 
sería un Código Penal inconexo y contradictorio -y no- 
sotros tenemos la responsabilidad de que no sea así-, 
además de una iniciativa que ustedes cogen de una sen- 
tencia que se produce por hechos acaecidos hace ya al- 
go más de tres años. Y, que yo sepa, no se ha genera- 
lizado ese comportamiento en el conjunto, no ya de la 
sociedad española, sino de los edificios públicos, como 
usted dice en la introducción de su proposición. 

La técnica legislativa es absolutamente errática y el 
contenido es insostenible porque pretenden introducir 
con calzador un nuevo tipo penal basado en una con- 
ducta que nada tiene que ver con el título del Código 
Penal en el que quieren introducirlo, en el título de la 
malversación de caudales públicos. Como usted bien 
sabe, la malversación es un concepto suficientemente 
acuñado en la doctrina y en la ciencia penalista y aco- 
tado por la jurisprudencia que hace referencia al ma- 
nejo de caudales, de fondos públicos, supuesto que en 
absoluto tiene que ver con el que hoy discutimos. 

Su proposición es insostenible porque, además, us- 
tedes arriesgan hasta lo innombrable, porque no men- 
cionan lo que quieren castigar, y crean una inseguridad 
jurídica verdaderamente insoportable. 

Ustedes pretenden sancionar al funcionario público, 
dicen, que consienta el uso de inmuebles por particu- 
lares para fines distintos a los establecidos. Está claro, 
y esto debe quedar nítidamente expuesto, que cuando 
alguien comete un delito debe ser castigado cualquie- 
ra que sea el lugar o las circunstancias en que lo haga, 
sea funcionario o autoridad, lo haga en el patio del co- 
legio, en la calle o en su despacho oficial. El que come- 

te un delito, sea malversación de fondos públicos, sea 
usurpación de funciones, tiene suficiente amparo legal 
para ser castigado, para ser sancionado. 

¿Qué es exactamente lo que usted pretende castigar? 
Usted pretende castigar el uso de un inmueble para 
aquel que lo use sin cometer un delito, mejor dicho, que 
a partir de ahora el delito sea el uso del inmueble. jPe- 
ro qué es el uso por un particular? ¿Se está refiriendo 
usted a un uso continuado o se está refiriendo a un uso 
periódico? Si es continuado, jdurante cuánto tiempo? 
Si es periódico, jcon qué periodicidad? ¿El uso a que 
se refiere es el que puede hacer, por ejemplo, un amigo 
suyo cuando le visita en el Congreso de los Diputados 
y llama por teléfono desde su despacho particular? 
¿Quiere usted incriminar, por ejemplo -estaría den- 
tro de este supuesto, sería aplicable-, a su secretaria 
del Congreso de los Diputados que no pudiera ejercer 
funciones para con su Partido, el Partido Popular? ¿Se- 
ría aplicable a este tipo de propuestas? (Rumores.) 

Creo, sinceramente, que su proposición no hay por 
dónde cogerla desde el punto de vista de técnica legis- 
lativa, que adolece del mínimo de concreción exigible 
para meter a alguien en la cárcel. Porque ustedes crean 
un tipo penal nuevo por el que pretenden meter en la 
cárcel, al que se halle incurso, ni más ni menos que du- 
rante un tiempo de doce años. He leído y releído la pro- 
posición porque no daba crédito a lo que estaba leyendo. 
Ustedes no definen la conducta a castigar, y sin defi- 
nir exactamente esa conducta a castigar pretenden pe- 
nas de prisión mayor para quien incurra en la conducta 
que tan sólo esbozan. Las penas privativas de libertad, 
entiendo, señor Presidente, son algo muy serio. Esta- 
mos hablando no solamente de valores superiores del 
ordenamiento jurídico, sino de un bien sagrado para la 
persona, como es la libertad. Hay una cosa que se lla- 
ma, señor Ramallo, el principio de intervención penal 
mínima; hay otra cosa que se llama las acciones admi- 
nistrativas. Pues no, ustedes pretenden meter en la cár- 
cel durante doce años a aquellas personas cuya conduc- 
ta no describen, como queda demostrado, creo, con los 
argumentos que acabo de expresar. 

Por ello, su pretensión es insostenible y no se dirige 
al objetivo que dicen pretenden conseguir. Su proposi- 
ción es inconcreta, no tiene encaje en el actual Código 
Penal, es una reforma parcial sin sentido estando en la 
sede legislativa ya el futuro Código Penal; contiene unas 
penas aparatosamente desproporcionadas para con la 
conducta que solamente esbozan y no describen. 

Por estas razones técnicas, por estas razones con las 
que creo haber impugnado la intervención del propo- 
nente, vamos a votar en contra de la proposición que 
hoy se nos presenta. (Rumores.) Y vamos a votar «no», 
porque si algo ha caracterizado el pensamiento progre- 
sista ha sido el esfuerzo, siempre, a lo largo de la histo- 
ria, por construir un derecho penal cada vez más 
técnico, en la medida en que esa técnica ha permitido 
limitar la arbitrariedad y defender la libertad. El des- 
precio que ustedes hacen a la técnica y al Derecho pe- 
nal es algo siempre delicado y peligroso: delicado 
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porque nos estamos refiriendo a la libertad de las per- 
sonas, pudiendo pasar entonces del desprecio a la téc- 
nica al desprecio a la libertad o a la subordinación de 
ésta a meros intereses partidarios o electorales de se- 
gundo orden. 

Nosotros no estamos de acuerdo con este procedi- 
miento; nosotros no estamos de acuerdo con esa for- 
ma de hacer las cosas, quizá porque seamos herederos 
de una tradición progresista que no les pido que com- 
prendan. (Rumores.) Nosotros no estamos de acuerdo 
porque quizá nos haya correspondido la responsabili- 
dad de ser la mayoría; por eso no estamos de acuerdo. 
Por esas razones por las que creo que he impugnado 
su primera intervención, vamos a votar «no» a una pro- 
posición que consideramos insostenible por frágil. 

Nada más. Muchas gracias. (Aplausos en los bancos 
del Grupo Socialista.-Rumores en los bancos del Gru- 
po Popular.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor García Es- 

Tiene la palabra el señor Ramallo. 
pinosa. 

El señor RAMALLO GARCIA Señor Presidente, se- 
ñorías, no esperaba otra intervención. Ustedes, señor 
García Espinosa, cuando algo les pica, dicen que el de 
enfrente nos descalifica, que el de enfrente no sabe téc- 
nica jurídica. Usted no es que haya dado ninguna lec- 
ción de técnica jurídica en lo que ha dicho, porque le 
aconsejo, como mero aficionado que soy al Derecho, co- 
mo abogado en ejercicio, que S.  S .  repase el Código Pe- 
nal. Pero, en cualquier caso, señoría, aquí lo que 
estamos enjuiciando es un auto, que no una sentencia, 
como S.  S .  ha dicho, porque hay que distinguir un auto 
de una sentencia, usted que habla tanto de técnica. Y 
tampoco hace muchos años, cinco o seis, como ha di- 
cho, sino que es de hace tres años, concretamente del 
19 de febrero de 1992. Pero ustedes habían tenido tiem- 
po de dos cosas: de haber traído una proposición de ley 
a la Cámara, de ley orgánica, tratando de remediar lo 
que ponía de manifiesto esta sentencia, y es que hay una 
laguna legal que dice que hay que cubrir, porque no 
pueden quedar hechos impunes que repugnan al Esta- 
do social y democrático de Derecho, y no lo dice este 
Diputado por Badajoz, lo dice el auto del que usted ha- 
bla; por cierto, hecho por un juez del tercer turno que 
ustedes eligieron, o del cuarto turno; no sé cuántos tur- 
nos han puesto ustedes para que las cosas sean así. 

Señoría, habla del estilo y del contenido. Mire usted, 
la sentencia dice bien claro lo que dice, y es que no se 
puede penar eso. Pero me hubiera gustado que a usted 
no le hubieran dado hoy este mal y difícil cometido, se- 
ñoría. Hay quien ha escrito el caso práctico: era vice- 
presidente del Gobierno, es miembro de esta Cámara, 
se le ha avisado de que se hablaría de él; y ¿por qué 
no viene? Porque tiene miedo a afrontar sus responsa- 
bilidades (Protestas y rumores en los bancos del Gru- 
po Socialista.-Aplausos en los bancos del Grupo 
Popular.), porque ha engañado a esta Cámara, señorías, 

la ha engañado de forma reiterada, y cobra para no ve- 
nir. Claro que últimamente tiene mucho que hacer pa- 
ra enterarse de dónde están los libros de cuentas de su 
Partido, porque nadie lo sabe. (Rumores.) 

Señorías, la Cámara sabe de lo que estamos hablan- 
do y el pueblo español también. Estamos hablando de 
conductas corruptas que esta proposición de ley quie- 
re que no queden impunes en un futuro. No estamos 
hablando de otra cosa. Estamos hablando de que el se- 
ñor Vicepresidente del Gobierno le puso un despacho 
a su hermano en la Delegación del Gobierno en Sevilla 
y que ha hecho todos los negocios. Yo no digo que haya 
habido tráfico de influencias; eso lo dirán los tribuna- 
les en su día. Lo que digo es que el único que está hoy 
inculpado es el pobre del hermano. ¡Hombre, mire us- 
ted! Es decir, resulta que hay un responsable, el pobre 
Juan, porque don Alfonso por aquí no aparece. 

Mire usted, otro sitio para discutir. (Rumores.) Si no 
aparece, debe estar montado a caballo, seguramente. El 
hablaba, don Alfonso, de la derecha, de la espuela y de 
la fusta, pero se conoce que se habrá comprado una es- 
puela y una fusta para el caballo que le he visto yo en 
una foto. Por cierto, estaba airoso, estaba airoso ... (Ru- 
mores y protestas en los bancos del Grupo Socialista.) 

El señor PRESIDENTE ¡Silencio, señorías! 

El señor RAMALLO GARCIA Señorías, miren uste- 
des. Dice un señor diputado: otro sitio para discutir. Mi- 
ren, para discutir estas cosas hace falta luz y 
taquígrafos, y el sitio es éste. 

Habla usted diciendo: reforma del Código Penal. Us- 
ted mismo ha cantado la gallina. (Rumores y protestas 
en los bancos del Grupo Socialista.) 

El señor PRESIDENTE: isilencio, señorías! 

El señor RAMALLO GARCIA ¡Claro que la ha canta- 
do! Si lo hemos reformado la semana pasada, iojo!, y 
la proposición no de ley no era del Gobierno. La de mi 
Grupo vino antes, para blanqueo de dinero, porque us- 
tedes han hecho que en este país haya más consumo 
de droga que en ninguno, pero la proposición la trajo 
mi grupo. (Un señor diputado: Ahí, ahí.-Rumores.) Y 
le digo más. Si eso es para corregir una lacra social, 
que es la droga, la corrupción es la droga de la políti- 
ca, señorías. Y se hace tan necesario acabar con la co- 
rrupción como con la droga, y se lo he dicho al 
principio. Mírense al espejo porque la cosa va por ahí. 

Razones de urgencia, todas. Mire usted, que la pena- 
lidad es excesiva. Quizá nos faltaba un punto al final 
del artículo. Cuando el imputado sea Vicepresidente del 
Gobierno, será esta pena; para los demás, no. Pero, se- 
ñorías, tienen la posibilidad de enmendar. El precepto 
era fácil, facilísimo. Yo le puedo leer a SS.  SS.  jurispru- 
dencias en las que se dice que la jurisprudencia ha ex- 
tendido algunos casos -lo digo para que lo apunte, no 
vaya a tener que ir a hacerlo en algún lado-: el con- 
cepto de «caudal» o bienes distintos del dinero, títulos, 
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valores. Así resulta de alguna sentencia. Pero bien es 
verdad -todo ha sido leche desecada, trigo, tabaco 
decomisado- que todos los ejemplos se refieren a bie- 
nes muebles, lo que avala la conveniencia de introdu- 
cir este tipo penal. 

Señorías, miren ustedes, lo que no quiere mi Grupo 
es que la ciudadanía piense que los políticos no tene- 
mos inmunidad, sino que tenemos impunidad. Y aquí 
mañana se puede seguir utilizando un despacho para 
hacer negocios y no pasa absolutamente nada. Y no en- 
tro a criticar la sentencia, sino la falta de tipo penal. 

Señorías, la cosa es bien fácil. Dice usted que mi es- 
tilo es el que es. Pues, naturalmente, y tengo que agra- 
decer a Dios que sea el mío y no el suyo. No es de quien 
vino a esta Cámara a insultar y decía: Señores del Go- 
bierno, jes pedir lo imposible que termine la corrup- 
ción y el robo en Televisión Española? Es que -otra- 
el Gobierno, señoras y señores Diputados -si usted lo 
oyó, que lleva cinco legislaturas como yo y sabe que lo 
ha dicho Alfonso Guerra ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: [Ruego silencio, señorías! 

El señor RAMALU) GARCIA: Señoras y señores 
Diputados, no tiene credibilidad porque ampara, tole- 
ra y protege la corrupción y la desorganización admi- 
nistrativa del departamento que depende de su gestión. 
Eso lo dijo don Alfonso Guerra aquí en el año 1980. @u- 
mores.) ¡Aplíquense el cuento! 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio, señorías! 

El señor RAMALLO GARCIA: Ustedes amparan, to- 
leran y protegen la corrupción, señorías. (Varios seño- 
res Diputados: ;Venga ya!) 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio, señorías! 

El señor RAMALU) GARCIA: Dicen que van a votar 
no... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Rama- 
110. Señorías, silencio. 

El señor RAMALLO GARCIA: ¡Qué mal lo están pa- 
sando! Si hubiera venido don Alfonso se hubieran sen- 
tido mejor. ¡Qué mal lo están pasando! (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Rama- 

Señor Ramallo, concluya. 
110. ¡Señorías, ruego guarden silencio! 

El señor RAMALLO GARCIA: Señor Presidente, con- 
cluyo. Ya sabíamos que iban a votar no y que el gran 
responsable iba a estar ausente, porque le falta la hom- 
bría para estar aquí, señores. (Rumores en los bancos 
del Grupo Socialista y aplausos en los bancos del Gru- 
po Popular.) 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio, señorías! 
El señor García Espinosa tiene la palabra. 

El señor GARCIA ESPINOSA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, el señor representante del 
Grupo Popular no ha defraudado en esta segunda in- 
tervención y ha conseguido el efecto justo que preten- 
día, el efecto solamente de la publicidad. 

A mí no me va a sacar de mis casillas en esta réplica, 
aunque sí le diré algunas cosas más de las que en mi 
primera intervención, al menos, intenté apuntar. 

El sabe perfectamente que su proposición no hay por 
dónde cogerla y por eso no ha hecho alusión a ella; no 
hay por dónde cogerla y por eso no ha respondido a ni 
uno solo de mis argumentos, pero se ha adentrado en 
un terreno en el yo no quería situar el debate: he pro- 
curado no hacerlo, con la mayor delicadeza de la que 
soy capaz, en mi primera intervención. 

Yo no creía que usted fuera un parlamentario tan osa- 
do, tan desmemoriado, tan desinformado o, quizá, las 
tres cosas a la vez (Rumores.), porque jcómo se puede 
utilizar como arma política tan sólo las situaciones que 
a usted le interesan, sin recordar todos los hechos ocu- 
rridos, ignorando o faltando, por tanto, gravemente a 
la verdad? 

Usted seguramente conoce, señor Ramallo, al señor 
Montes Alvarez. ¿Usted le conoce? Si no le conoce, se 
lo presento con mucho gusto en este momento. El se- 
ñor Montes Alvarez es un relevante militante de su Par- 
tido, que es Presidente de la Diputación de Burgos. 
Y me va a permitir que concluya la intervención. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: isilencio, señorías! 

El señor GARCIA ESPINOSA: Es relevante militan- 
te de su Partido. (El señor Ramallo García: Yo conozco 
a Guerra; a Guerra sí.) (El señor De la Vallina Velarde: 
Va la información.) 

El señor PRESIDENTE: i Silencio, señorías! 
Señor García Espinosa, puede continuar. 

El señor GARCIA ESPINOSA Gracias, señor Presi- 
dente. Ese señor militante de su Partido dice, no ante 
los periódicos, sino ante un juez, que en determinados 
despachos oficiales, concretamente el de la Presiden- 
cia de la Junta de Castilla y León, se producen deter- 
minadas reuniones con determinados personajes que 
hoy están condenados. Hay una condena sobre esos per- 
sonajes, lo mismo que lo hay en otras situaciones y a 
las que yo no me he referido porque si algo es sagrado, 
y usted lo debe saber o, al menos, intuir, es la presun- 
ción de inocencia. El único sitio donde hay condena, 
y es al que me estoy refiriendo -el famoso caso de Bur- 
gos, por no referirme a otros supuestos que están cla- 
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ramente en su cabeza y en la de todas las señoras y se- 
ñores Diputados ... (La señora García-Alcañiz Calvo: 
;Ollero!-Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio, señorías! 

El señor GARCIA ESPINOSA: En es caso se dice que 
se producen reuniones en un despacho oficial de per- 
sonas que hoy están condenadas por los tribunales. 

¿Estoy yo en condiciones de afirmar, señor Rama- 
110 ... ? (La señora De Palacio Valle-Lersundi: ¡Escobar, 
Escobar en el 82! ¡Escobar con González!-Protes- 
tas.-Un señor Diputado del Grupo Socialista: Eso os 
pica.) 

El señor PRESIDENTE: ¡Silencio! 
Señor García Espinosa, un momento. (Pausa.) 
Señor García Espinosa, continúe. 

El señor GARCIA ESPINOSA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

¿Estoy yo en condiciones de afirmar que esos despa- 
chos se utilizan para fines distintos de los establecidos, 
sin haber habido, en el caso que usted decía, una sen- 
tencia, como sí la hay en éste? Pues ni aun así estoy en 
condiciones de afirmarlo. No lo puedo afirmar. No sé 
qué utilización tenía ese despacho. No sé lo que habla- 
ban, si se miraban a la cara, si sólo se miraban, si ha- 
blaban, qué contenido tenían, qué repercusiones, qué 
consecuencias. No lo sé y no lo afirmo, como usted ha 
hecho en la réplica a mi primera intervención. 

Señor Presidente, mi Grupo no puede ni quiere legi- 
timar la peligrosa doctrina extendida por muchas per- 
sonas que, a base de llenarse la boca denunciando 
supuestos casos de corrupción, en nada contribuyen a 
hacer pedagogía democrática y mucho menos a la ex- 
tensión de una moralidad pública. 

Exportar moralidad. Para exportar moralidad, señor 
Presidente, señores Diputados, se requiere sobre todo 
haber hecho de antemano un firme compromiso. Eso 
se requiere para exportar y predicar la moralidad. (El 
señor Ramallo García: ¡Sí!)  Uno tiene que reconocer los 
principios morales incluso cuando van en desventaja 
propia. (La señora García-Alcañiz Calvo: iOcisa!) Por- 
que de una persona cuyos juicios morales coincidan sis- 
temáticamente con sus intereses particulares o 
partidarios no sólo se podrá decir que es una persona 
incoherente, sino que, además, a quien lo pronuncia le 
falta la moralidad política necesaria para afirmarlo con 
contundencia. (Fuertes aplausos en los bancos del Gru- 
PO Socialista.-Protestas en los bancos del Grupo 
Popular.) 

Poco más me queda por decir, señor Presidente, pues- 
to que no se ha rebatido ninguno de los argumentos que 
antes le he intentado explicar modestamente. Simple- 
mente decir, como decía al principio de mi intervención, 
porque creo que es importante siempre subrayarlo y re- 
petirlo, que los ciudadanos españoles tienen que saber 
que la democracia tiene instrumentos suficientes para 

garantizar el ejercicio de poder, el transparente ejerci- 
cio del poder; que la democracia tiene un potente arse- 
nal legal para defenderse contra los que quieran 
aprovecharse del normal funcionamiento de la cosa pú- 
blica; que la corrección en el comportamiento de nues- 
tras autoridades y funcionarios de cualquier ideología 
es mejor, es superior a la de cualquier tiempo pasado; 
que cualquier tiempo pasado no fue mejor y que quie- 
nes pretendan hacer ver lo contrario al ciudadano es- 
tán entrando en un juego peligroso. Un juego peligroso, 
señor Presidente, porque mediante el desprestigio sis- 
temático se puede llegar, claro que sí, a sembrar un ma- 
lestar generalizado, un estado de malestar, pero nunca 
a recoger beneficios partidarios como quizá ustedes in- 
genuamente pretenden. 

Nada más y muchas gracias. (Aplausos en los esca- 
ños del Grupo Socialista.-Protestas en los escaños del 
Grupo Popular.-Un señor Diputado del Grupo Popu- 
lar: ¡Están nerviosos!) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor García Espi- 

¡Silencio, señorías! 
¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Sou- 

¡Señorías, guarden silencio! (Pausa.) 
Señor Souto, tiene la palabra. 

nosa. (Rumores.) 

to. (Rumores.) 

El señor SOUTO PAZ: Gracias, señor Presidente. 
Voy a intentar fijar la posición de mi Grupo Parla- 

mentario ... (Continúan los rumores.) 

El señor PRESIDENTE: i Señorías, guarden silencio! 

El señor SOUTO PAZ: Gracias, señor Presidente. 
Voy a intentar fijar la posición de mi Grupo Parla- 

mentario, el Centro Democrático y Social, en relación 
con la proposición de ley de reforma del Código Penal, 
introduciendo en el mismo un nuevo artículo 399 bis, 
en el que se contempla una nueva forma de malver- 
sación. 

Quisiera decir, señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, antes de nada, que tal vez en el calor del de- 
bate se haya podido transmitir una imagen que no se 
corresponde con la realidad en relación con la propo- 
sición que hoy estamos debatiendo. Es claro que las le- 
yes penales miran al futuro. Por lo tanto, el supuesto 
de hecho que se nos ha descrito, que está bajo tramita- 
ción judicial, cualquiera que sea la resolución que hoy 
se adopte aquí, y aunque se aplique y se apruebe el nue- 
vo supuesto penal, no va a ser posible aplicarlo al su- 
puesto descrito. Por lo tanto, la idea clara es que en 
estos momentos no se está juzgando el hecho que se nos 
ha comentado, sino, en todo caso, buscando la posibili- 
dad de que en el futuro determinados supuestos simi- 
lares se puedan encontrar con una tipificación penal 
para que puedan ser sancionados. 
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Hecha esta aclaración que me parece fundamental, 
sobre todo para los medios de opinión, que a lo mejor 
entienden otra cosa, creo que es oportuno valorar aho- 
ra la propuesta en sí, tal como viene en la proposición 
de ley y, por lo tanto, el marco jurídico en el que se en- 
cuentra. 

De lo que se trata, en definitiva, si no hemos entendi- 
do mal la proposición de ley, es de tipificar como deli- 
to el uso de dependencias públicas por parte de 
personas que no son funcionarios. En este punto mi 
Grupo Parlamentario apoya esa posición de tipificación 
cara al futuro de esta actuación. 

Dicho esto, tenemos que decir algo más. En el últi- 
mo debate sobre la modificación del Código Penal, co- 
mo consecuencia de la tipificación del tráfico de drogas 
y el blanqueo de dinero, mi Grupo Parlamentario dijo 
que era la última reforma del Código Penal que iba a 
apoyar: la última. 

En estos momentos está en la Cámara el proyecto de 
ley de Código Penal en trámite de presentación de en- 
miendas y, por lo tanto, mi Grupo Parlamentario ha ex- 
citado a todos los grupos parlamentarios para que 
llevemos a cabo entre todos esa elaboración del proyec- 
to de ley de Código Penal. 

Por lo tanto, desde ese punto de vista tenemos que 
decir que no podemos apoyar esta proposición de ley 
por economía parlamentaria y economía legislativa. Sí 
la apoyaremos si se nos presenta como una enmienda 
en el debate del Código Penal. 

Estando de acuerdo con el marco y la tipificación que 
se plantea cara al futuro, lo haremos en el trámite del 
debate del Código Penal. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Souto. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ CASAL: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, contaban los cronistas de la 11 República 

que el Congreso de los Diputados se caracterizaba por 
el ingenio, por la frescura de las intervenciones, por la 
inexistencia de papeles en los atriles, por el respeto, 
dentro de la profunda ironía, por toda una serie de vir- 
tudes que parece ser que hoy han desaparecido com- 
pletamente de la Cámara. 
Yo, señores del Grupo Popular y señores del Grupo 

Socialista, me niego a participar en esta algarabía, en 
este concierto de voces discordantes, en este patio cer- 
vantino en el cual han demostrado ustedes la falta to- 
tal del reposo necesario para discutir una proposición 
de ley o de la sensatez de buscar el lógico debate po- 
lítico. 

Parece ser -da la impresión- de que ustedes se de- 
dican a un deporte curiosísimo: lanzan basura de la de- 
recha, lanzan basura de la izquierda y, al final, crean 
un horizonte completamente imposible de distinguir an- 
te tanta acumulación de basura compartida. 

Hay por ahí un viejo refrán que habla de aquel caza- 

dor que, llevando un buen arma, se fiaba de un blanco 
que creía perfecto. Apuntó con toda decisión, pero se 
encontró con que, al dirigir de una forma incorrecta el 
proyectil, recibió el disparo en la cara. 

Señor Ramallo, usted ha conseguido exactamente eso, 
que le salga el tiro por la culata, porque no solamente 
ha demostrado usted un cierto desconocimiento de la 
técnica penal, sino que, debido a la irretroactividad de 
las leyes penales, da la impresión de que usted quiere 
absolver al señor Juan Guerra, finalidad en absoluto 
compartida por nosotros. 

Al representante del Grupo Socialista le tengo que de- 
cir que comprendo que haya tenido dificultades para 
evadirse de esa algarabía y participar plenamente en 
ella, porque usted tiene, como es lógico, un peso de tan- 
ta entidad, como todo lo que ha hecho el señor Juan 
Guerra, y todo lo que ha hecho don Alfonso Guerra, de 
tanto peso y de tanta entidad como puede tener, por 
ejemplo, el señor Ramallo con el señor Hormaechea. 
(El señor Izquierdo Collado: Anguita.) 

Planteado así este recíproco lanzarse uno sobre otro 
cuestiones sin sentido y señalando que hay sistemas cla- 
ros de lucha contra la corrupción que parten, por ejem- 
plo, de dos medidas, una, mostrar el ejemplo de uno 
mismo, de un grupo mismo y, otra, personarse en los 
correspondientes procedimientos judiciales, decimos 
que nosotros vamos a votar abstención. Porque no po- 
demos admitir el disparate técnico-jurídico planteado 
por el Grupo Popular, que tiene como única finalidad 
una algarabía que, además, es ineficaz para el fin per- 
seguido, con lo cual la contradicción es clara, y tampo- 
co vamos a ir en esa compañía que produciría gran 
desazón, como sería votar que no con un Grupo Socia- 
lista que está intentado defender lo indefendible, que 
es justificar al señor Juan Guerra o justificar la acti- 
tud de don Alfonso Guerra. (Rumores.) No hago caso 
normalmente de las increpaciones que parten de los 
bancos socialistas porque comprendo el nerviosismo 
por la mala conciencia que puedan tener. (Rumores.) 

Continuó. Nuestro voto de abstención tiene dos cla- 
ros significados. Un significado de firmeza política en 
la lucha contra la corrupción y un segundo significa- 
do de petición de elegancia parlamentaria y de respec- 
to al propio prestigio de la Cámara para no producir 
en ésta espectáculos como el que se ha dado esta tar- 
de. Es posible que alguna de S S .  S S .  quede satisfecha 
por los gritos pronunciados en unos bancos o en otros, 
pero, al fin y al cabo, esa satisfacción, si piensan con 
un mínimo de sensatez, comprobarán que no solamen- 
te trasluce la mala conciencia de los dos grupos, cada 
uno en su sitio y con sus cargas, sino también la falta 
de capacidad para realmente saber discutir, para real- 
mente saber plantear una modificación del Código Pe- 
nal o enfrentarse con un debate político. 

Por ello, nosotros seguimos reafirmando nuestra pos- 
tura, a pesar de esos golpes que se dan algunos Dipu- 
tados socialistas en el rostro -no sabemos si por un 
viejo motivo cristiano de autoflagelación-, o bien de 
las sonrisas de incapacidad planteadas en los bancos 
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del Grupo Popular. No entramos, por tanto, en este jue- 
go absurdo, en este reparto de basura acumulada. (Ru- 
mores.) 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Núñez. 
Vamos a proceder a la votación. Proposición de ley 

Comienza la votación. (Pausa.) 
del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio e1 siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 264; a favor, 82; en contra, 147; absten- 
ciones, 35. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada su toma 
en consideración. 

AVOCACION POR EL PLENO DE PROYECTOS DE 
LEY: 

- PROYECTO DE LEY DE ACTUALIZACION DE LA 
LEY ORGANICA 1111983, DE 25 DE AGOSTO (NÚ- 
mero de expediente 1211000098) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, la Mesa de la Cá- 
mara, oída la Junta de Portavoces, ha acordado, de con- 
formidad con lo dispuesto en el artículo 149.1 del 
Reglamento, proponer al Pleno de la Cámara la avoca- 
ción por el propio Pleno de la deliberación y votación 
final del proyecto de ley de Actualización de la Ley Or- 
gánica 11/1983, de 25 de agosto. 

¿Acuerda el Pleno recabar para sí la deliberación y 
votación final del proyecto? (Asentimiento.) 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la avo- 
cación. 

MODIFICACION DEL ORDEN DEL DIA DEL PLENO 

El señor PRESIDENTE Asimismo, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 68.1 del Reglamento, se 
somete al Pleno de la Cámara la siguiente modificación 
del orden del día: Supresión del punto IV, relativo a las 
preguntas con respuesta oral, e inclusión de un nuevo 
punto en el orden del día consistente en la comparecen- 
cia del Gobierno, conforme al artículo 203 del Regla- 
mento, a petición de los Grupos Parlamentarios Catalán 
(Convergencia i Unió) y CDS, de 72 Diputados del Gru- 
po Parlamentario Popular y del propio Gobierno, para 
informar sobre el reciente realineamiento dentro del 
Sistema Monetario Europeo. 

¿Aprueba la Cámara este cambio en el orden del día? 
(Asentimiento.) 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 

ACUERDO, EN SU CASO, DE TRAMITACION DIREC- 
TA Y EN LECTURA UNICA POR EL PLENO: 

- ACUERDO SOBRE EL ESPACIO ECONOMICO 
EUROPEO, HECHO EN OPORTO EL 2 DE MAYO 
DE 1992 (Número de expediente 1101000224) 

El señor PRESIDENTE Vamos a someter también 
al Pleno de la Cámara la tramitación directa y en lec- 
tura única del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, hecho en Oporto el 2 de mayo de 1992. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada Ia votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 267; a favor, 168; en contra, 82; absten- 
ciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la trami- 
tación directa y en lectura única del Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo. 

TOMA EN CONSIDERACION DE PROPOSICIONES 
DE LEY (CONTINUACION): 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATALAN (CON- 
VERGENCIA 1 UNIO), SOBRE ESTABLECIMIEN- 
TO DE INCENTIVOS FISCALES A LA CONCEN- 
TRACION PARCELARIA Y A LA CONTINUIDAD 
DE LAS EXPLOTACIONES AGRARIAS (Número de 
expediente 1221000126) 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del Gru- 
po Catalán (Convergencia i Unió), sobre establecimien- 
to de incentivos fiscales a la concentración parcelaria 
y a la continuidad de las explotaciones agrarias. 

Tiene la palabra el señor Casanovas. 

El señor CASANOVAS 1 BRUGAL: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. (El señor Vicepresidente, Muñoz Gar- 
cía, ocupa la Presidencia.) 

Señoras y señores Diputados, el Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió) ha presentado esta proposición de ley 
dada la extrema gravedad de la situación de la agricul- 
tura española. Quizás, a base de hablar del tema agra- 
rio en esta Cámara, conseguiremos que el Ministro de 
Economía, señor Solchaga, se apiade del sector y ten- 
ga un gesto económico, aunque lo veo difícil porque hay 
que tener cierta sensibilidad que, hasta este momento, 
no veo por ninguna parte. 

Hace un par de semanas ya tuvimos aquí un debate 
sobre la situación de la agricultura a raíz de unas in- 
terpelaciones urgentes del Grupo Popular y del Grupo 
Catalán (Convergencia i Unió), junto con la petición de 
comparecencia del Gobierno de los Grupos de Izquier- 
da Unida, CDS, Mixto, Vasco (PNV), que se armoniza- 
ron para hacer una especie de debate sobre la situación 
agraria. 

De todos es sabido que una de las causas de la falta 
de rentabilidad de nuestras explotaciones es el reduci- 
do tamaño y las dificultades de continuidad que tienen 
los agricultores jóvenes en caso de sucesión o transmi- 
sión y permutas entre profesionales de la agricultura. 
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Por tanto, si queremos conseguir estos dos objetivos 
comporta favorecer los procesos de concentración par- 
celaria para reducir el número de pequeñas explotacio- 
nes y, así, aumentar su rentabilidad y eliminar costes 
en la transmisión de explotaciones, siempre que se ga- 
rantice la continuidad de dichas explotaciones. 

En el debate de hace dos semanas, el Ministro de Agri- 
cultura, señor Solbes, contestando a mi compañero de 
Grupo, señor Ferrer, decía textualmente: Tal vez, las ac- 
ciones para la presencia de un mayor número de agri- 
cultores jóvenes podrían tener una cierta utilidad, pero 
estoy convencido de que esto sólo se va a producir en 
la medida de que dispongamos de explotaciones renta- 
bles y, en mi opinión, sólo las tendremos si somos ca- 
paces, por un sistema de jubilación anticipada 
vinculado a la mejora de la explotación, de establecer 
esas explotaciones de mayor dimensión. En otro apar- 
tado, decía: Estoy dispuesto a analizar todos los elemen- 
tos de la fiscalidad agraria. Lo dice el señor Ministro 
de Agricultura. Por tanto, démosles forma y actuemos, 
no nos quedemos hablando. 

Nuestra iniciativa para conseguir estos adjetivos in- 
cluye una serie de medidas específicas. Las primeras 
eximen de las transmisiones y contratos derivados de 
la concentración parcelaria, permutas forzosas o volun- 
tarias autorizadas por la Administración, del Impues- 
to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados. Las segundas eximen del Impuesto de 
Sucesiones a las transmisiones umortis causa» de ex- 
plotaciones familiares agrarias y a las transmisiones 
en favor de un colaborador. Es necesario que, de una 
vez, empecemos a tomar medidas efectivas para que 
nuestra agricultura sea realmente competitiva. Nues- 
tra iniciativa, de aprobarse, tiene poco coste económi- 
co y, además, una repercusión social muy positiva. 
Favorecemos asimismo que los agricultores se decidan 
con transmisiones, con permutas, con redimensionar 
nuestras explotaciones, siempre naturalmente que con- 
tinúen en la actividad agraria. 

No hace muchos días que un agricultor me decía: Es- 
ta finca tenía unas buenas dimensiones, básicamente 
era una finca de explotación forestal. Resulta que en 
cada transmisión, para poder pagar los impuestos, hay 
que deshacerse de una buena porción de hectáreas y, 
con este goteo, en cincuenta años más, quedará una fin- 
ca que, por sus dimensiones, no será rentable. 

Dicho de una manera clara: por culpa de la fiscali- 
dad convertimos una finca de dimensiones aceptables 
en una finca pequeña no rentable. Y tengan en cuenta 
que si una familia tiene mala suerte, puede tener el pro- 
blema de las transmisiones cada 25 o 30 años, como 
mucho. 

Nuestro Grupo ve con preocupación la despoblación 
de amplias zonas de la geografía española, que en unas 
comunidades autónomas es más grave que en otras, pe- 
ro, si no se corta esta tendencia, lo lamentaremos den- 
tro de poco. Y para costearlo el país tiene que pagar. 
A mí me da la impresión de que a los Ministros de Eco- 
nomía de la Comunidad Económica Europea, segura- 

mente ayudados por los intereses de Estados Unidos 
y también por la no beligerancia, en general, de los Mi- 
nistros de Agricultura, no les gusta presupuestar par- 
tidas para ayudar a la agricultura y al mundo rural. 
Dentro de unos años, ante la situación de desertización, 
aparecerán partidas astronómicas a través de medio 
ambiente, que ahora está de moda, para repoblar el há- 
bitat y aparecerán personajes pasivos de vigilantes del 
entorno viniendo de las grandes ciudades, sin vocación 
de vivir en el mundo rural, y que harán de policía, con- 
virtiendo el mundo rural en una reserva. 

Para que no suceda esto, nuestro Grupo presenta es- 
ta proposición de ley: Artículo Primero. Incentivos fis- 
cales a la permuta de tierras y a la concentración 
parcelaria: Se modifica el artículo 48.1.B.6 del Texto re- 
fundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, apro- 
bado por el Real Decreto Legislativo 305011980, de 30 
de diciembre, con la siguiente redacción: «Las transmi- 
siones y demás actos y contratos a que dé lugar la con- 
centración parcelaria, las de permuta forzosa de fincas 
rústicas, las permutas voluntarias autorizadas por la 
Administración, así como las de acceso a la propiedad 
derivada de la legislación de arrendamientos rústicos 
y las adjudicaciones del Instituto de Reforma y Desa- 
rrollo Agrario a favor de agricultores en régimen de cul- 
tivo personal y directo conforme a su legislación 
específica ». 

Artículo Segundo. Incentivos fiscales a la continui- 
dad de las explotaciones agrarias: Uno. Se adiciona un 
párrafo al final del apartado 1 del artículo 20 de la Ley 
2911987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Suce- 
siones y Donaciones, con la redacción siguiente: En las 
adquisiciones amortis causa» de explotaciones familia- 
res se practicará una reducción del valor total de la ad- 
quisición, siempre que la explotación conserve tal 
calificación y no sea transmitida por razón «inter vi- 
VOS», durante los seis años siguientes al fallecimiento 
del causante. A estos efectos, se entenderá por explota- 
ción familiar agraria la definida en el artículo segun- 
do de la Ley 4911981, de 24 de diciembre, del Estatuto 
de la Explotación Familiar agraria y de los agriculto- 
res jóvenes, o en las leyes de las comunidades autó- 
nomas. 

Dos. Se modifica la redacción del artículo 62 uno 
de la Ley 4911981, de 24 de diciembre, del Estatuto de 
la Explotación Familiar y de los Agricultores Jóvenes, 
que queda redactado del siguiente modo: La transmi- 
sión de la explotación en su integridad, tanto en pleno 
dominio como en nuda propiedad, a favor de un co- 
laborador de la misma, gozará de una reducción del 90 
por ciento en la base imponible del impuesto co- 
rrespondiente. De la misma reducción gozará la extin- 
ción del usufructo que se hubiera reservado el trans- 
mitente. 

Señorías, espero que se apruebe la toma en conside- 
ración de esta iniciativa. 

No se puede penalizar actos administrativos cuya fi- 
nalidad sea la de crear explotaciones rentables. Ya se 
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cobrará a través de los beneficios de la explotación agra- 
ria, que, en definitiva, es lo normal y racional. 

Señor Presidente, señoras y señores Diputados, seño- 
res de la mayoría, espero de su sensibilidad hacia el 
mundo agrario que voten a favor de esta iniciativa. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Turno en contra? (Pausa.) ¿Grupos que desean fijar 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Mar- 

cias, señor Casanovas. 

posición? (Pausa.) 

dones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, por parte del Grupo Mix- 
to y de las Agrupaciones Independientes de Canarias 
fijo nuestra posición ante esta proposición de ley que 
nos trae el Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Vamos a dar nuestro voto de apoyo con un carácter 
afirmativo, que fundamentamos en los siguientes argu- 
mentos: La vieja doctrina española, que motivó, sobre 
todo en la época de la 11 República, amplios debates 
en este Congreso de Diputados sobre cuál era la nece- 
sidad fundamental de la reforma agraria en cuanto al 
campo, no de la titularidad de la tierra, sino de la di- 
mensión de la misma, ha tenido un hilo continuador 
a lo largo de todos estos últimos años. 

Las últimas leyes españolas sobre la reforma agra- 
ria en el campo de la concentración parcelaria y de la 
ordenación rural han venido a dejar abierta una puer- 
ta a lo que no ha tenido todavía una atención definiti- 
va y que se está perdiendo por un proceso curioso 
abocado fundamentalmente a hacer coincidente una po- 
lítica de comercialización y de precios por la Comuni- 
dad Económica Europea. Pero nosotros, en España, 
dada la estructura de la propiedad agraria, no podemos 
considerar suficiente el ejemplo europeo que, dirigido 
por la política económica del Feoga, tanto el Feoga- 
Garantía como el Feoga-Estructuras, ha estado más 
pendiente de la cuestión de agrupar al productor en la 
comercialización que de fijarse en un problema que, de 
verdad, en Europa, salvo determinadas excepciones, es- 
tá obsoleto o está superado, que es el de la dimensión 
de la explotación agraria vinculada a la tierra. 

Respecto a esta explotación agraria vinculada a la tie- 
rra, se ha demostrado en España que la legislación ac- 
tualmente, por coyuntura, es insuficiente. Nos parece, 
por tanto, oportuno que el Grupo Catalán haga una lec- 
tura, desde el punto de vista de la fiscalidad, para in- 
centivar lo que es un propósito del legislador español 
y que está en nuestras leyes, pero que nosotros consi- 
deramos, en este momento, incompletas. 

Las ayudas estructurales que viene haciendo la Ad- 
ministración, también haber bajado el tono de las ac- 
tuaciones técnicas de los servicios de reforma agraria 
para conseguir, todavía, la toma de conciencia en el tan 
arraigado principio español campesino de la propiedad 

de la tierra, que ha superado ya épocas históricas pero 
que sigue ahí anclado en que a veces parece ser que es 
más importante ser propietario de pequeños predios 
que ser propietario de un solo predio de mayor dimen- 
sión y que, por tanto, puede hacer frente a los avatares 
y a las exigencias que la política del Feoga, que practi- 
ca España -no podía ser otra-, pero que no es sufi- 
ciente para España, tienen que ser complementadas con 
los aspectos de incentivación fiscal. 

No estamos hablando aquí -y nos parece también 
por este lado oportuna la propuesta del Grupo Catalán 
(convergencia i Unió), que no va al señuelo de la remo- 
lacha y de la zanahoria- de darles un espejismo atrac- 
tivo por vía de subvenciones, por vía tan trillada 
muchas veces en las actuales leyes españolas, que no 
sea la del incentivo fiscal de determinadas desgravacio- 
nes cuando el titular de la explotación campesina po- 
ne como meta la concentración en dimensión de la 
explotación vinculada a la tierra, que creo que es a la 
que se está refiriendo el Grupo Catalán, para que, en 
aquellos actos como las transmisiones uinter vivos)), los 
actos jurídicos «mortis causan y similares (como se de- 
tallan en las modificaciones que ellos pretenden, tan- 
to a la Ley de Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados como al Impuesto sobre Su- 
cesiones y Donaciones), no signifique un escollo que el 
titular de la propiedad campesina que necesita, para 
ser productiva y rentable, concentrarse. Al mismo tiem- 
po, esos predios abandonados por la falta de competi- 
tividad y de productividad o bien afectados por una 
política de precios, como la de la coyuntura y más que 
la coyuntura, porque ya son varios años, que está afec- 
tando por imposición de las normativas y directrices 
comunitarias, ven tal escollo y tal perjuicio económi- 
co en la fiscalidad que eluden, unos y otros, los que 
quieren cultivar y los que quieren abandonar, hacer una 
concentración parcelaria beneficiosa tanto para el que 
la toma activamente como para el que se desprende del 
predio, por envejecimiento, por las ramnes que sean, 
ven en esa barrera de fiscalidad o de la carencia de in- 
centivos un obstáculo para no introducirse en el pro- 
ceso que nuestra estructura agraria necesita. 

Nosotros creemos que con estos argumentos -para 
no cansar a la Cámara en lo que está siendo cada día 
más un proceso que se está introduciendo también en 
Europa, en agricultura vinculada a la tierra, concreta- 
mente en Francia, en Italia e incluso en Alemania- hay 
que ir a otras medidas, digamos, menos gravosas para 
el erario público, menos necesarias de líneas de actua- 
ción, a veces por vía legal, demasiado punitivas para 
el agricultor, demasiado imperativas, y dejarlo más a 
su propia voluntad y decisión ante la ley del mercado 
pero también ante la ley de la coherencia de la propie- 
dad agraria en relación a su dimensión para que esta 
política hoy día sea convergente. 

Difícilmente las directivas de la Comunidad Econó- 
mica Europea encontrarán en este momento salida a 
muchos problemas de precios y de productividades en 
el sector agrario europeo si no van a una clara y con- 
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tundente política de estructuras en razón del tamaño 
de la explotación de cualquier tipo, agrícola, ganadera 
o forestal, ligada y vinculada a la tierra, es decir, a su 
dimensión en hectáreas, para que esto sea verdadera- 
mente viable. 

Nosotros, por tanto, queremos dar nuestro voto de 
apoyo a esta oportuna iniciativa, a esta proposición de 
ley que presenta el Grupo Catalán. 

Nada más y muchas gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 
cias, señor Mardones. 

Gatzagaetxebarría. 

El señor CATZAGAETXEBARRIA BASTIDA Gracias, 
señor Presidente, voy a intervenir muy brevemente pa- 
ra fijar la posición del Grupo Vasco con relación a la 
proposición de ley del Grupo Catalán y para indicar que 
el Grupo Catalán plantea hoy, mediante su proposición 
de ley, un debate que ya se suscitó hace quince días 
cuando se analizó la situación de la agricultura espa- 
ñola. En este sentido, esta misma tarde vamos a tener 
ocasión de analizar en el punto quinto de la moción pre- 
sentada por el Grupo Catalán un planteamiento seme- 
jante al contenido en la proposición de ley y que por 
coincidencia de las sesiones va a ser tratada esta mis- 
ma tarde. 

En este sentido, nuestro Grupo entiende que en el ré- 
gimen tributario aplicable a la agricultura española se 
ha producido un avance, y es justo reconocer que se ha 
realizado una modificación importante en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, se ha realizado 
una reducción del tipo en el Impuesto sobre el Valor 
Añadido y se ha efectuado una regulación de no suje- 
ción, tanto en lo relativo a la comercialización de los 
productos agrarios como a la actividad económica de 
la agricultura. En ese sentido, evidentemente se ha pro- 
ducido un avance; no obstante, estimamos que es una 
opción legislativa justa y en este momento necesaria 
apoyar la proposición de ley del Grupo Catalán, en la 
medida en que lo que se pretende es establecer un ré- 
gimen menos gravoso en las sucesiones «mortis causan 
o «inter vivos» siempre que se produzcan entre profe- 
sionales de la agricultura, como este Parlamento apro- 
bó recientemente, regular y detallar la figura del 
profesional de la agricultura. Priorizar la figura del pro- 
fesional de la agricultura y lo que rodea a la figura de 
este profesional, en lo que se refiere a la transmisión 
dirigida a las concentraciones parcelarias y a fomen- 
tar la unidad de las explotaciones económicas agrarias, 
nos parece que es absolutamente necesario a través de 
una política fiscal que lleve a la no sujeción de estas 
tierras dirigidas a la concentración parcelaria, en la me- 
dida en que con eso vamos a lograr fortalecer la figura 
de los profesionales de la agricultura. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 
cias, señor Gatzagaetxebarría. 

Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Pre- 
sidente, señorías, voy a intervenir muy brevemente pa- 
ra fijar la posición del Grupo Parlamentario del CDS 
en la proposición de ley presentada por el Grupo Cata- 
lán (Convergencia i Unió). 

Yo diría, señorías, que en España el minifundismo 
agrario no solamente es un fenómeno económico, sino 
también -y quizá esto sea peor todavía- es un fenó- 
meno social. Por tanto, dentro de la idiosincrasia de 
nuestro pueblo es muy difícil luchar contra ese senti- 
miento de cercanía a la tierra, aunque sea en pequeñas 
dimensiones. Este es un dato que, como digo, tiene una 
dimensión económica y una dimensión social y, por tan- 
to, aceptándolo como tal, sería conveniente que la pro- 
posición de ley fuera acompañada de medidas de 
fomento para atacar esa vertiente social de nuestro pue- 
blo, en el sentido de favorecer el asociacionismo agra- 
rio, favorecer las cooperativas agrarias, favorecer, en 
definitiva, todos aquellos esfuerzos que permitan reba- 
jar los costes de las explotaciones agrarias para que, 
ya que no se puede influir sobre los precios en un mer- 
cado abierto y en un mercado europeo, sí establecer 
unos márgenes diferenciales similares a los que se te- 
nían hace unos años en pesetas constantes, o por lo me- 
nos de entidad significativa para que no descienda la 
renta agraria, a base de disminuir -repito- los cos- 
tes, apoyándonos en medidas que los abaraten mediante 
un esfuerzo de asociación dirigido a la selección de se- 
millas, a la compra al por mayor de abonos, al estable- 
cimiento de canales de comercialización, en definitiva, 
a un conjunto de iniciativas que favorezcan la política 
y el futuro en el campo. Esto es algo que queremos de- 
jar señalado como una manera de atacar no solamente 
por el ángulo económico, sino por el ángulo económi- 
co más el social, el problema de la agricultura en 
España. 

El punto segundo de esta intervención mía es el he- 
cho de que se señalen en esta proposición de ley dos 
objetivos. El primero es el incremento de las explota- 
ciones agrarias a través del fomento de la concentra- 
ción parcelaria, de las permutas forzosas o voluntarias 
autorizadas por la Administración, del acceso a la pro- 
piedad derivada de la legislación de arrendamientos 
rústicos o de las adjudicaciones del Instituto de Refor- 
ma Agraria, etcétera. El incremento de las explotacio- 
nes agrarias, evidentemente, es un objetivo de pleno 
recibo para nuestro Grupo Parlamentario. El segundo 
objetivo es la continuidad en las explotaciones agrarias, 
dirigido, sobre todo, al impulso y al estímulo de los jó- 
venes agricultores o de los colaborares. A esos efectos, 
las exenciones que se establecen en el Impuesto de 
transmisiones y actos jurídicos documentados, o bien 
a la reducción en el valor total de la adquisición «mor- 
tis causa» dentro del Impuesto de sucesiones, o en la 



- 11773 - 
CONGRESO 24 DE NOVIEMBRE DE 1992,Nú~. 233 

reducción de la base sobre la que se aplica el Impues- 
to de Transmisiones en cuanto a las transmisiones en 
favor de los colaboradores, evidentemente son medidas 
que, aunque no tengan una eficacia desde nuestro punto 
de vista extraordinariamente importante para arreglar 
los problemas que se denuncian, de todas maneras son 
medidas que no se pueden despreciar, que hay que apo- 
yar, porque sin duda alguna beneficiarán una situación 
en la que, como se dice en el preámbulo de la proposi- 
ción de ley, hay que acudir con medidas de todo tipo. 

Nosotros hemos dirigido nuestros esfuerzo más a las 
primeras enunciadas por mí al principio de mi inter- 
vención que a estas segundas, sin despreciar estas se- 
gundas. Yo recuerdo, por ejemplo, las iniciativas de mi 
Grupo Parlamentario en lo que respecta al tratamien- 
to que tiene que darse, dentro del Impuesto sobre Su- 
cesiones, a lo que es la transmisión de un bien que, en 
definitiva, pertenece a una explotación económica co- 
mo es la agraria o la ganadera, y cómo se tienen que 
distinguir todos los bienes empresariales de lo que se 
puede considerar el patrimonio personal como dos co- 
sas que piden tratamientos completamente diferentes. 
El primero, de alguna manera, es un patrimonio que 
pertenece no solametne a quien formalmente es titu- 
lar del mismo, sino que crea puestos de trabajo y los 
mantiene, en definitiva, que supone una riqueza eco- 
nómica para el país, mientras que el segundo sí es 1ó- 
gico que esté gravado dentro del Impuesto sobre 
Sucesiones -el primero no tanto-, y en esto hay otras 
legislaciones, como por ejemplo la francesa, que han 
dado pasos muy importantes en este sentido y han con- 
templado y asumido una realidad que nuestro país to- 
davía no ha visto reflejada en sus leyes fiscales. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
cias, señor Rebollo. 

lunya, tiene la palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO CASTILLO: Señor Presidente, 
señorías, el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya está de acuerdo con la argumentación que se 
hace en la proposición de ley, sobre todo en esa parte 
en la que se explica la situación de crisis y de dificul- 
tad económica por la que atraviesan los pequeños y me- 
dianos agricultores y la necesidad de la integración de 
las distintas explotaciones. Y coincidiendo con la línea 
del debate que hemos mantenido durante estos días, 
desde ese punto de vista no podíamos menos de expre- 
sar ese sentir, esa afirmación de una situación compli- 
cada y difícil que tiene hoy la agricultura, sobre todo 
para los pequeños y medianos agricultores, y la nece- 
sidad de introducir modificaciones legislativas que ha- 
gan más fácil su continuación, que es de lo que se trata. 

En esa parte estamos totalmente de acuerdo. Pero hay 
una expresión que no compartimos tanto, y quisiéra- 
mos manifestar nuestra opinión, porque de alguna ma- 
nera ha sido reiteradamente expuesta en la Cámara. 

Cuando se dice que la integración en la Comunidad Eu- 
ropea ha significado una pérdida creciente de la com- 
petitividad del campo español, que paradójicamente era 
uno de los sectores en los que «a priorix España dispo- 
nía de más ventajas comparativas frente a las econo- 
mías comunitarias, nosotros no compartimos ese 
mensaje que aquí se da -aunque sí todo lo demás-, 
porque parece que da a entender que la agricultura es- 
pañola tenía ciertas ventajas con el ingreso en la Co- 
munidad. 

Reiteradamente hemos manifestado que hay una rea- 
lidad que no se ha querido asumir por parte de la Ad- 
ministración y ahora la exposición de motivos de la 
proposición de ley que ustedes presentan redunda en 
lo que nosotros consideramos que es un defecto por no 
asumir la realidad, y es que España entró en el sector 
agrario en condiciones muy desfavorables, porque la 
agricultura española estaba en un nivel, repito, bastante 
desfavorable respecto a los niveles que tenían las dis- 
tintas agriculturas de los diferentes países que ya es- 
taban en la Comunidad, que ya formaban parte de ella, 
y esos niveles no se han superado, se siguen mante- 
niendo. 

Con esto no queremos decir, ni hemos querido decir 
nunca, que no tuviéramos que estar en la Comunidad. 
Teníamos que estar en la Comunidad, estamos en la Co- 
munidad y seguimos apoyando la necesidad de estar 
en la Comunidad. Pero sobre lo que llamamos la aten- 
ción es sobre la necesidad de tomar conciencia de la 
realidad de la agricultura española, que estaba en un 
nivel inferior a la hora de ingresar en la Comunidad, 
y sigue estando en un nivel inferior en la actualidad. 

Creemos que el trato que se ha dado (por esa falta 
de querer asumir esa realidad) en todas las relaciones 
en la Comunidad Económica Europea en el tema agra- 
rio ha sido un trato partiendo de una igualdad de con- 
diciones con los demás países y se sigue dando ese 
tratamiento. De ahí que las negociaciones y toda la po- 
lítica desarrollada por la Administración española no- 
sotros entedemos que está mal enfocada por no tener 
presente esa realidad de su ingreso y en la que nos en- 
contramos en la actualidad. Nosotros entendemos que 
en este párrafo se viene a redundar en ese defecto. 

La agricultura está mal porque desde hace much0.s 
años, décadas, ha habido una falta de asistencia al sec- 
tor no sólo por el Gobierno del PSOE, sino por gobier- 
nos anteriores, que le dieron un tratamiento de segundo 
grado a la agricultura, y es un atraso que venimos arras- 
trando desde hace años, un atraso con el que nos he- 
mos incorporado a la Comunidad Económica Europea, 
seguimos negociando en esa situación de atraso, y se 
ha realizado la reforma de la PAC también con esa difi- 
cultad del atraso en que nos desenvolvemos. 

Por eso todas las medidas (y queremos entender que 
la proposición de ley de Convergencia i Unió va en esa 
dirección) que vayan a facilitar la posibilidad de mejo- 
ras y del mantenimiento de pequeños y medianos agri- 
cultores en el sector agrario son medidas que nosotros 
saludamos y, por tanto, razón por la que vamos a votar 



- 11774 - 
CONGRESO 24 DE NOVIEMBRE DE 1992.-NSr~. 233 

favorablemente la proposición de ley, con independen- 
cia de que en el segundo punto faltan (y creo que ha- 
brá tiempo para matizar) precisiones en cuantías y 
condicionantes que aquí no se explican, pero que ha- 
bría que corregir. 

Esperamos que el Grupo mayoritario lo apoye tam- 
bién, tengamos ocasión de corregir ese párrafo y crear, 
como es la pretensión de la proposición de ley y es la 
pretensión de Izquierda Unida, condiciones algo mejo- 
res que las presentes para el mantenimiento de los pe- 
queños agricultores. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Pas- 
cias, señor Caballero. 

cual. 

El señor PASCUAL MONZO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, estamos debatiendo en estos momentos la 
proposición de ley del Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió) sobre el establecimiento de incentivos fiscales a 
la concentración parcelaria y a la continuidad de las 
explotaciones agrarias. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular voy a 
fijar la posición y voy a ser también breve, porque, apar- 
te de que estamos de acuerdo, en principio, con la pro- 
puesta del Grupo Catalán, pensamos que es insufi- 
ciente, ya que, como decimos en nuestro programa de 
gobierno, en el tema de la fiscalidad agraria, no debe 
haber sólo una o dos normas, sino que tiene que ser 
algo mucho más amplio para la modernización de la 
agricultura española. Voy a ser breve también porque 
el Grupo Popular ya lo ha traído a esta Cámara. 

Tan lejos como el pasado día 19 de mayo presenta- 
mos una iniciativa similar a la que estamos debatien- 
do en este momento sobre la exención del Impuesto 
sobre Patrimonio y del Impuesto sobre Sucesiones y Do- 
naciones en las explotaciones agrarias cuyo valor ca- 
tastral no supere los 50 millones de pesetas. Como muy 
bien decía mi antecesor en el uso de la palabra, el por- 
tavoz de Izquierda Unida, en aquella ocasión la propues- 
ta fue rechazada por el Grupo Socialista; esperemos 
que hoy tenga mejor final. 

Dentro de la propuesta que hace el Grupo Catalán 
pensamos que hay una serie de mejoras que se pueden 
aplicar. Por lo tanto, si se aprueba hoy presentaríamos 
unas enmiendas que podrían mejorarla en beneficio de 
la agricultura española. 

El fondo de la cuestión, señorías, y en eso estamos 
totalmente de acuerdo con el Grupo proponente y con 
las anteriores intervenciones, es que tenemos que ir a 
hacer explotaciones competitivas y viables en la agri- 
cultura española. Estos días están de moda las nego- 
ciaciones con el GATT, negociaciones que están teniendo 
lugar a raíz de la Ronda de Uruguay y que están llevan- 
do a una liberalización de las fronteras, a una liberali- 
zación del comercio mundial, entre ellos el comercio 

de productos agrarios, que ha traído como consecuen- 
cia -por las presiones de Estados Unidos, sobre todo, 
y también de otros países- una remodelación de la po- 
lítica agraria comunitaria, y ha provocado que ésta dis- 
minuya las ayudas a los precios de los productos 
agrarios. También ha llevado consigo que haya una dis- 
minución del proteccionismo arancelario y que aflore 
cada vez más la competitividad entre los agricultores 
y entre las explotaciones agrarias al desaparecer ese 
proteccionismo, con lo cual nuestros agricultores y 
nuestras explotaciones van a tener que competir, cada 
vez con mayores dificultades, con otras de otros países, 
tanto de la Comunidad Económica Europea como de 
fuera de ella. Y esto va a traer consigo que el agricul- 
tor que no pueda soportarlo quede tirado en el cami- 
no. De hecho, ya podemos observar cómo en los tres 
últimos años han abandonado la agricultura la escalo- 
friante cifra de 400.000 agricultores, que no han podi- 
do seguir este ritmo. 

¿Cuál es la perspectiva del joven agricultor que quiere 
seguir viviendo de la agricultura? Pues a la hora de re- 
cibir una explotación familiar, para poder hacer fren- 
te a la carga fiscal que ello le supone, para hacer frente 
a los pagos de Hacienda tiene dos soluciones: o vender 
parte de esa explotación, y como muy bien se ha dicho 
antes desde aquí entramos en la dinámica de dividir 
las explotaciones y hacerlas cada vez más pequeñas, o 
abandonarla e irse a otras actividades que, como he di- 
cho antes, en los últimos años ya lo han hecho 400.000 
agricultores. 

Señorías, hay que cambiar el concepto de la explota- 
ción agraria y considerarla como instrumento de tra- 
bajo y no como un bien suntuario, que es como está 
actualmente considerada desde el Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda. Hoy, el tener más hectáreas, el ha- 
cer las explotaciones más grandes, no es ni mucho 
menos por el concepto de ser más rico, sino por hacer 
una explotación bien dimensionada. Ello permite me- 
canizar mejor la explotación, permite aplicar mejor las 
tecnologías actuales, permite reducir costes, y sobre to- 
do permite hacer, como he dicho antes, explotaciones 
más competitivas. 

Nos encontramos con otro problema en la agricultu- 
ra española, señorías, y es que tenemos una población 
agraria realmente envejecida, tanto si la comparamos 
con el resto de actividades dentro de España como con 
los agricultores europeos. Según datos de la encuesta 
de población activa del último trimestre de 1991, en el 
sector agrícola y ganadero español el número de ocu- 
pados mayores de 55 años es del 32,9 por ciento del to- 
tal, lo que representa una tercera parte. Si lo compa- 
ramos con el resto de las actividades de la producción 
española, industria, servicios, agricultura, etcétera, el 
número total de ocupados en la agricultura mayores de 
55 años es del 14,6 por ciento, con lo cual. vemos que 
es un porcentaje muy inferior. 

En cuanto al número de ocupados menores de 25 
años, vemos cómo en la agricultura son el 10,7 por cien- 
to, y del total de toda la actividad en España es el 16 
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por ciento. Esto demuestra que el porcentaje es muy 
inferior en gente de menos de 25 años y mucho más al- 
to cuando se refiere a ocupados mayores de 55 años. 
Por eso, el agricultor joven que quiere instalarse en el 
campo tiene que huir, porque, primero, cuando pase a 
ser titular de una explotación agraria va a tener que 
hacerse cargo ya de una gran deuda con Hacienda y, 
segundo, porque el futuro que le espera no es bueno, 
ya que las rentas que va a recibir por su actividad son 
realmente bajas. Quiero decir, por ejemplo, señorías, 
que la renta media del agricultor español es un tercio 
de la de los agricultores de la Comunidad Económica 
Europea, y si seguimos los datos de la red informática 
contable agraria referidos a 1988-1990, donde hay una 
clasificación por grupos con arreglo a la renta de los 
agricultures de 4.000 en 4.000 ecus de renta, vemos en 
el primer pelotón, en los agricultores con rentas entre 
cero y 4.000 ecus, que España figura con el 49 por ciento 
de sus agricultores: es decir, prácticamente la mitad de 
los agricultores españoles tienen una renta que está, 
digamos, en el pelotón de los torpes, por decirlo de al- 
guna forma, de los de renta más baja de toda la Comu- 
nidad Económica Europea, y que solamente nos supera 
negativamente Portugal; somos el segundo país. Y a me- 
dida que vamos avanzando en la clasificación de los gru- 
pos y que va aumentando la renta progresivamente, 
vemos cómo España va descendiendo de lugar, y cuan- 
do llegamos al grupo de los de mayor renta nos coloca- 
mos en el penúltimo puesto de esta clasificación. Ni 
siquiera nos podemos comparar, porque están a años 
luz de nosotros por las ventajas que tienen, con los agri- 
cultores holandeses, belgas o daneses. 

Por tanto, señorías, y voy concluyendo, nos parece 
acertada la iniciativa del Grupo Catalán, igual que nos 
parece acertada cualquier propuesta, cualquier inicia- 
tiva que tienda a dimensionar adecuadamente las 
explotaciones agrarias, que vaya a mejorar las condi- 
ciones del agricultor a la hora de llevar su actividad en 
su explotación, a la hora de fijarlo en su medio rural, 
a la hora de que pueda seguir trabajando y alimentan- 
do decentemente a su familia en el pueblo, evitando el 
despoblamiento de las zonas rurales, evitando que va- 
ya a engrosar los núcleos de sobreexplotación en las 
ciudades con todos los problemas que esto acarrea, por- 
que como gran defensor del medio ambiente también 
tiene una labor muy importante que realizar. 

Esto que estamos pidiendo los grupos de la oposición 
continuamente no es, ni mucho menos, una cosa que 
esté fuera de lo normal. Tengo que decir en esta Cáma- 
ra que países con Gobiernos con mucha más sensibili- 
dad a la hora de tratar a sus agricultores, como Francia 
o Alemania, han presupuestado grandes cantidades de 
dinero, en concreto Francia 116.000 millones y Alema- 
nia 140.000 millones, que además son fondos naciona- 
les, no tienen nada que ver con la Comunidad Econó- 
mica Europea, para la ayuda a sus agricultores. En con- 
creto, entre otras ayudas está la exención de distintos 
tipos de cargas fiscales para que sus agricultores pue- 
dan seguir realizando su labor de producción agrícola. 

Por tanto, creemos que es una medida sensata, que 
va a ayudar, indudablemente, a rejuvenecer el campo 
y, en definitiva, a mejorar su modernidad. Espero, ya 
que anteriormente se han expresado deseos como los 
míos desde esta tribuna, que por una vez el Grupo ma- 
yoritario de esta Cámara, como es el Grupo Socialista, 
vote a favor de esta proposición de ley, porque, a pesar 
de los diez años de Gobierno socialista, la agricultura 
sigue siendo la asignatura pendiente. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
cias, señor Pascual. 

Galán. 

El señor GALAN CANO: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Utilizo este turno de toma de posición para anunciar 
al Diputado que presenta la proposición de ley del Gru- 
po Catalán (Convergencia i Unió) que no he hablado en 
el turno en contra porque considero en que la propuesta 
que hace dicho Grupo hay una intencionalidad que es 
compartida también por mi Grupo y que, en definiti- 
va, es mejorar la estructura de las explotaciones agra- 
rias, sobre todo dirigida hacia la explotación familiar, 
que consideramos prioritaria en el desarrollo futuro de 
nuestra agricultura, para hacerlas más viables, más ren- 
tables y, por tanto, que hagan posible que jóvenes de 
nuestro campo se incorporen como empresarios agríco- 
las. Pero, a pesar de compartir esa intencionalidad, no 
cabe duda de que no podemos apoyar esta proposición 
por algunas razones que les voy a explicar. 

Indudablemente, cuando he oído al resto de los gru- 
pos he visto que todos le ponen peros a esta proposi- 
ción de ley, y luego, al final, dicen que de todas maneras 
la votarán favorablemente. Yo interpreto que algunos 
dicen siempre que a una proposición que tenga una bue- 
na intencionalidad la apoyarán. No obstante, yo quería 
hacer una consideración previa, porque algunas de las 
afirmaciones que se introducen no son exactas. 

Creo que es bastante evidente, desde la entrada en la 
Comunidad Económica Europea, que el Gobierno es- 
pañol ha sido el abanderado, precisamente por la di- 
mensión tan pequeña que tenemos de las explotaciones 
en nuestro país, de lo que se ha dado en llamar la polí- 
tica mediterránea o la política dirigida al mundo rural 
más que exclusivamente al mundo agrario. De ahí han 
venido esa serie de ayudas, lo que llamamos medidas 
de acompañamiento a la agricultura, y las ayudas com- 
pensatorias al sector agrario. Eso se ha recogido, indu- 
dablemente, en la reforma de la Política Agraria Común, 
y es evidente que ha sido por los países mediterráneos 
por los que el Gobierno español ha sido abanderado. 

En las circunstancias en que estamos consideramos 
que hay que ir tomando medidas fiscales, pero esas me- 
didas de beneficios fiscales hacia la agricultura están 
adoptándose en este momento. Hay que tener en cuen- 
ta que el nuevo proyecto de ley del IVA se encuentra ac- 
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tualmente en las Cámaras, y supone una fuerte reduc- 
ción de la carga fiscal indirecta para los agricultores, 
pues todos los «inputs», todas las cosas que tienen que 
comprar, como semillas, fertilizantes, abonos, insecti- 
cidas, fungicidas, hasta la fecha solamente un número 
pequeño de las mismas tenían la reducción de la tri- 
butación y, en cambio, ahora todas pasan a tributar por 
la alícuota reducida del seis por ciento. Además, ocu- 
rrirá también con los servicios accesorios de carácter 
agrícola, forestal y ganadero, cuando estén excluidos 
del régimen especial de la agricultura, ganadería y pes- 
ca, que pasarán a tributar también el seis por ciento. 

Por otro lado, el nuevo proyecto de ley de impuestos 
especiales mejora notablemente la fiscalidad del gasó- 
leo agrícola, ya que abandona aquel complicado siste- 
ma de financiación a través de la declaración de los 
agricultores e incorpora el sistema del gravamen redu- 
cido, que va a quedar en 11.000 pesetas por mil litros, 
frente a las 37.300 pesetas, en el supuesto del gasóleo 
de otros usos. Vemos que la acción sobre los impues- 
tos se está llevando en los de carácter general. En cam- 
bio, la proposición de ley se dirige fundamentalmente 
a un sistema de fiscalidad que afecta, principalmente, 
a medidas estructurales y es ahí donde vemos tales pe- 
gas que no podemos compartir el texto de la proposi- 
ción de ley. 

La proposición de ley dice que va dirigida al estable- 
cimiento de incentivos fiscales, a la concentración par- 
celaria y a la continuidad de las explotaciones agrarias 
y con dicha proposición de ley se pretenden modificar 
tres artículos referentes al régimen fiscal de la agricul- 
tura, contenidos en tres leyes distintas. 

Por lo que hace referencia a la modificación del ar- 
tículo 48.1.b.6 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, hay que empezar señalando que el be- 
neficio como tal está ya recogido en los mismos térmi- 
nos en que los plantea la proposición de ley, lo que el 
incentivo fiscal a la permuta de tierras y a la concen- 
tración parcelaria que ahora se solicita es de aplicación 
desde el año 1980. Entiendo, por tanto, que esta pro- 
puesta de establecimiento de incentivos fiscales a la 
concentración parcelaria tiene ya las bases para la apli- 
cación y se hallan reguladas en la actualidad. Sin em- 
bargo, hay un matiz que introducen ustedes en ese 
artículo -en un texto que es casi copia literal del 
existente- y es sustituir la frase: las permuas volun- 
tarias autorizadas por el Instituto de Reforma y Desa- 
rrollo Agrario, por: las permutas voluntarias 
autorizadas por la administración. Suprimen las atri- 
buciones del IRYDA y las dirigen hacia otras adminis- 
traciones, pero no determinan qué administraciones. 
Tal modificación plantea inmediatamante un problema, 
y es que no existe norma legal que indique en qué ca- 
sos procede que la administración autorice a efectos 
fiscales las permutas voluntarias. En cuanto a la susti- 
tución de la autorización del Instituto de Reforma y De- 
sarrollo Agrario por el más amplio y genérico de 
administración, no la compartimos porque utilizar una 

expresión tan amplia, aparte de poder hacer referen- 
cia a cualquier tipo de administración autonómica, lo- 
cal o institucional, iría en contra de los principios de 
homogeneidad y coherencia que en la gestión de los tri- 
butos cedidos a las comunidades autónomas establece 
la Ley 3011983, de 28 de diciembre, ya que las adminis- 
traciones encargadas de la gestión y recaudación de los 
tributos cedidos han de seguir un modelo único, con 
objeto de evitar problemas de competencia. 

El criterio seguido por el Instituto Nacional de Re- 
forma y Desarrollo Agrario ha sido conceder dicha auto- 
rización para permutas voluntarias cuando sea compro- 
bada que la finalidad de las permutas voluntarias era 
eliminar parcelas enclavadas en los supuestos exigidos 
para las permutas forzosas y que están reguladas en 
los artículos de la Ley de Reforma y Desarrollo Agra- 
rio, que no cito por no cansar, sin tener que recurrir 
al procedimiento establecido para éstas, o cuando se 
suprimían servidumbres de paso o se lograba una me- 
jor reestructuración de las explotaciones agrarias de 
ambas partes contratantes. Por ello, para que pudiera 
haber una unificación de criterios entre todas las ad- 
ministraciones, sería necesario determinar en un tex- 
to legal los supuestos en que procede que la adminis- 
tración autorice las permutas voluntarias, a los efec- 
tos de exención previstos en la Ley del Impuesto de 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu- 
mentados. 

En el artículo 2P de la proposición de ley se propone 
añadir un párrafo al apartado 1 del artículo 20 de la 
Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y mo- 
dificar el artículo 62 de la Ley del Estatuto de la explo- 
tación familiar agraria y de los agricultores jóvenes. 
Mediante la adición al artículo 20 de la Ley del Impues- 
to sobre Sucesiones del párrafo que usted propone, se 
pretende que las adquisiciones cmortis causa» de ex- 
plotaciones familiares agrarias a los efectos del Impues- 
to de Sucesiones, gocen de una reducción del 100 por 
ciento del valor total de la adquisición. Pero dicen us- 
tedes: Entendiéndose por explotación familiar agraria 
no sólo la definida en el artículo 2P de la Ley referente 
al Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y de los 
Agricultores Jóvenes, sino también las definidas en le- 
yes de las comunidades autónomas. 

Esta modificación propuesta también plantea, natu- 
ralmente, algunos problemas, ya que en la Ley 4911981 
sólo está contemplado que la titularidad de una explo- 
tación familiar agraria pueda recaer en caso de matri- 
monio en ambos cónyuges y, en cambio, en la Ley de 
modernización de la empresa familiar agraria en Ca- 
taluña, se permite que dicha titularidad corresponda 
a diferentes personas que posean entre sí vínculos de 
parentesco de tercer grado a condición de sucesores 
umortis causa» en la misma persona. 

De admitirse esta modificación propuesta, resultaría 
que el régimen fiscal de las explotaciones familiares 
agrarias en el caso de adquisiciones «mortis causa» se- 
ría aplicable en Cataluña a supuestos que no serían de 
aplicación en el resto de comunidades autónomas. Por 
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tanto, esta modificación introduciría una diferencia en- 
tre Cataluña y el resto de las comunidades autónomas 
y la aplicación, por tanto, de esa fiscalidad, pero, ade- 
más, va contra el fondo de la propia Ley que pretenden 
modificar, porque su admisión supondría romper con 
el criterio bajo el que fue aprobada la citada ley en el 
sentido riguroso de no admisión de beneficios fiscales 
de carácter objetivo por razón de la naturaleza de los 
bienes o derechos adquiridos que llevó a la desapari- 
ción de todas las exenciones de este carácter conteni- 
das en textos legales anteriores en la normativa del 
texto refundido de 1967. 

La razón para la eliminación de beneficios en función 
de la naturaleza de los bienes estaba en la necesidad 
de no discriminar en el impuesto, distorsionando por 
razones fiscales la conducta de los agentes económicos, 
pensando que no existían fundados motivos para dar 
un trato preferente a la adquisición de la cantidad pro- 
cedente de un seguro de vida o de bonos de caja con 
relación, por ejemplo, a la vivienda familiar, al peque- 
ño patrimonio familiar mobiliario o a la empresa fa- 
miliar agraria. No obstante, la desaparición de estos 
beneficios fue compensada con el establecimiento de 
las reducciones generales establecidas en el ya citado 
artículo y cuya aplicación no discrimina por razón de 
la naturaleza de los bienes. Luego hay ahí contempla- 
dos unos beneficios fiscales a la empresa. Parece que 
estos razonamientos nos conducen a plantearnos el es- 
tudio de los beneficios fiscales a través del Estatuto de 
la Explotación Familiar. Por tanto, nosotros planteamos 
que no son viables esas modificaciones y, en cambio, 
sí a través del Estatuto de la Explotación Familiar. 

¿Qué proponen ustedes en el Estatuto de la Explota- 
ción Familiar? Proponen que, mediante la modificación 
del artículo 62.1 de la Ley referente al Estatuto de la 
Explotación Familiar, se eleve al 90 por ciento la reduc- 
ción del 50 por ciento de la base imponible del impuesto 
correspondiente. Dicho artículo establece: cuando se 
produzca la transmisión de la explotación familiar agra- 
ria a favor de un colaborador de la misma. Especifico 
esto porque su propuesta no cabe duda de que es bas- 
tante restringida, va dirigida a un caso muy específico 
y este artículo 62.1 se refiere tanto a transmisiones «in- 
ter vivos» como a «mortis causa», por lo que entraría 
en contradicción con el artículo que intentaban modi- 
ficar de la Ley de Sucesiones que discutíamos ante- 
riormente. 

Por todo ello, señorías, yo creo que lo más idóneo se- 
ría modificar el artículo 62 de la Ley referente al esta- 
tuto, sin necesidad de modificar la Ley del Impuesto 
‘sobre Sucesiones y Donaciones, pues, aunque la pro- 
posición de ley se refiere a incentivos fiscales para pro- 
teger la integridad de las explotaciones agrarias, esti- 
mamos que las modificaciones propuestas deberían re- 
flejarse mediante la modificación del artículo 62 de la 
Ley 4911981 referente al Estatuto de la Explotación Fa- 
miliar Agraria y de los Agricultores Jóvenes; pero tam- 
bién pensamos que hacer esto es abordar de manera 
bastante restringida y parcial el problema de la explo- 

tación familiar, a la que debemos dar una atención prio- 
ritaria. En definitiva, señor Homs, la proposición de ley 
de su grupo no resuelve ninguno de los problemas fis- 
cales de la explotación agraria que yo creo pretende re- 
solver. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Galán, le ruego que vaya concluyendo. 

El señor GALAN CANO: Sí, en seguida, señor Pre- 
sidente. 

Al contrario, crea problemas hoy resueltos, como es 
el caso de la Ley de la Concentración Parcelaria, o no 
da soluciones legales viables en el caso de la explota- 
ción familiar agraria. 

Además, señor Homs, permítame que piense que su 
propuesta, aparte de ser parcial en este sentido, no tie- 
ne el don de la oportunidad, cuando hace sólo trece 
días, el señor Ministro de Agricultura anunció que en 
un breve plazo presentará a las organizaciones agrarias 
y a las comunidades autónomas un anteproyecto de la 
ley de modernización de las estructuras agrarias, en el 
que se contemplan los problemas de fiscalidad en to- 
da su globalidad, a la vez que otras medidas comple- 
mentarias que algún otro grupo ha anunciado como 
necesarias, precisamente desde esta tribuna esta tar- 
de, y que por tanto encontraba corta esta proposición 
no de ley. 

Esto también estaría acorde con lo que propuso el 
señor Ferrer, en el debate de hace trece días, de recla- 
mar nada menos que un pacto de Estado entre fuerzas 
políticas, comunidades autónomas y organizaciones 
agrarias para poder resolver los problemas de la explo- 
tación familiar. Creo que malamente los vamos a po- 
der resolver con estas propuestas parciales. 

Por eso, esta misma tarde, señor Homs, vamos a pro- 
poner un conjunto de medidas que hagan posible unas 
explotaciones agrarias más viables para el agricultor 
y que mejoren las deficiencias estructurales que tiene 
el sector agrario español. Creo que en el debate poste- 
rior de esta tarde podremos dar cumplida idea de las 
propuestas que alberga el Grupo Socialista y que con- 
sidera podrán dar respuesta más global no sólo a los 
problemas de fiscalidad, sino a conseguir que el agro 
español tenga unas explotaciones viables y que pueda 
hacer frente a los problemas de cooperación o comer- 
cialización como decían otros grupos. 

Muchas gracias, señor Presidente. (El señor Casano- 
vas 1 Brugal pide la palabra.) 

E1 señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Casanovas, ¿qué desea? 

El señor CASANOVAS 1 BRUGAL. Una cuestión de or- 
den, señor Presidente, a efectos del «Diario de Se- 
siones ». 

El señor representante del Grupo Socialista ha he- 
cho mención a mi persona tres veces con el nombre 
cambiado. Soy Casanovas, no señor Homs. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Efec- 
tivamente ha cometido ese error. 

El señor CASANOVAS 1 BRUGAL: Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Vamos 
a proceder a la votación. (El señor Presidente ocupa la 
Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Proposición de ley del Gru- 
po Catalán (Convergencia i Unió). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 276; a favor, 127; en contra, 149. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la propo- 
sición. 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE AYUDAS Y PROTECCION A 
LAS VICTIMAS DEL TERRORISMO (Número de 
expediente 1621000153) 

El señor PRESIDENTE: Punto segundo del orden del 
día: Proposiciones no de ley. Proposición del Grupo Po- 
pular sobre ayudas y protección a las víctimas del te- 
rrorismo. 

El señor Barquero tiene la palabra. 

El señor BARQUERO VAZQUEZ: Señor Presidente ... 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor 

Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus esca- 

Cuando quiera, señor Barquero. 

Barquero. 

ños. (Pausa.) 

El señor BARQUERO VAZQUEZ: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, el Grupo Parlamentario 
Popular tiene una especial preocupación por la cober- 
tura legal de las víctimas de la violencia. Así lo ha ve- 
nido demostrando a lo largo de esta legislatura con la 
defensa ante esta Cámara, en dos ocasiones, de una pro- 
posición de ley sobre derechos de las víctimas de deli- 
tos violentos. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor 

Señorías, ruego guarden silencio. (Pausa.) 
Prosiga, señor Barquero. 

Barquero. 

El señor BARQUERO VAZQUEZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

En ambas ocasiones sólo la mayoría socialista impi- 
dió su toma en consideración. 

Mi grupo es partidario de que esta cuestión se abor- 
de mediante una ley de carácter general que abarque 
a las víctimas de cualquier tipo de delitos violentos con 
las matizaciones y particularidades que en ella se pu- 
dieran recoger para los casos de terrorismo. 

El Gobierno, en cambio, y el Grupo Socialista que lo 
apoya, han decidido eludir la figura de una ley y el Go- 
bierno eligió el Real Decreto para desarrollar la cober- 
tura legal en dos vías diferenciadas: una, referente a las 
víctimas de delitos terroristas y, otra, sobre las vícti- 
mas de delitos violentos dolosos. 

Sobre esta última cuestión el Gobierno sigue sin cum- 
plir su promesa de traer a esta Cámara el proyecto de 
ley, informado ya hace casi año y medio por el Consejo 
General del Poder Judicial. El Gobierno y el Ministro 
de Justicia sabrán cuáles son las razones por las que 
todavía este importante proyecto de ley no ha tenido 
entrada en esta Cámara. 

Después de que en julio de 1991 el Grupo Parlamen- 
tario Socialista rechazara por primera vez la toma en 
consideración de nuestra proposición de ley sobre los 
derechos que asisten a las víctimas de delitos violen- 
tos, mi grupo, ante la situación de abandono y discri- 
minación en que se encontraban las víctimas del 
terrorismo o al menos una gran mayoría de ellas, pre- 
sentó para su debate en Pleno la presente proposición 
no de ley. Esto sucedía en octubre del año 1991. En ella 
pedimos el apoyo del Congreso para que el Gobierno 
elabore y traiga a esta Cámara un proyecto de ley so- 
bre ayudas y protección a las víctimas del terrorismo, 
especificando cuestiones concretas a regular. 

Sin embargo, en este lapso de tiempo de algo más de 
un año, el Gobierno se ha movido y ha hecho dos co- 
sas. En primer lugar, utilizando, una vez más la Ley de 
Presupuestos para introducir cuestiones que por su ca- 
lado político debieran ser discutidas y reguladas en otro 
marco, ha presentado una disposición transitoria, la vi- 
gésimo octava, precisamente, en la Ley 31/1991 de Pre- 
supuestos Generales del Estado para el año 1992, que 
se refiere a las pensiones extraordinarias causadas por 
actos terroristas. En segundo lugar, el Gobierno, en los 
meses de junio y julio del presente año, aprueba dos 
Reales Decretos, uno, el 673, de 19 de junio, sobre re- 
sarcimientos por daños a víctimas de bandas armadas 
y a elementos terroristas y el Real Decreto 851, también 
de 1992, de 10 de julio, por el que se regulan las pen- 
siones extraordinarias causadas por actos de terroris- 
mo y previstas en la disposición vigésimo octava de la 
Ley de Presupuestos a la que me he referido. 

También aquí tengo que manifestar el desacuerdo de 
mi grupo con el Gobierno, precisamente por el instru- 
mento legal que el Gobierno ha utilizado: el Real .De- 
creto. Me explico. Por este sistema se hurtan al debate 
parlamentario cuestiones de fundamental importancia, 
lo que ya es preocupante por la dosis de autoritarismo 
que el Gobierno imprime a su acción y por el déficit 
democrático que ello conlleva al eludir la única vía po- 
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sible para el consenso parlamentario en temas que, di- 
recta o indirectamente, tienen que ver con el terroris- 
mo y con sus consecuencias. 

Pero si esto, como he dicho, es preocupante, grave es 
también que nuestro país continúe careciendo de una 
normativa básica y con rango de ley llene el vacío jurí- 
dico de las víctimas de delitos violentos. Para el terro- 
rista hay leyes que amparan sus derechos, así debe ser 
y así debe de seguir siendo; las víctimas, en cambio, no 
parecen ser para el Gobierno socialista una figura ju- 
rídica de suficiente importancia como para que sus de- 
rechos se vean amparados por un <(Corpus)> normativo 
básico con rango de ley. 

Hecha esta crítica al Gobierno he de decir también 
que mi grupo estima y valora los avances que, sobre to- 
do en ayudas económicas, el Gobierno ha otorgado a 
las víctimas y que se contienen en los dos Reales De- 
cretos anteriormente mencionados. Por ello nos pare- 
ció oportuno retirar, mediante enmiendas de supresión, 
los cuatro primeros apartados de nuestra proposición 
no de ley, porque su contenido, en grado más o menos 
satisfactorio para nosotros, ha sido recogido por los dos 
Reales Decretos que vengo citando. 

Pero al mismo tiempo que reconocemos estos logros, 
tenemos que denunciar las carencias e insuficiencias de 
ambos Reales Decretos, alguna de las cuales -me refie- 
ro a las carencias- pone incluso en peligro que estas me- 
joras puedan afectar a la totalidad de las víctimas. 

Esta es la causa por la que mi Grupo mantiene los 
tres últimos apartados originales de la proposición no 
de ley, a los que, además, se añade un cuarto apartado, 
mediante enmienda de adición, motivado por razones 
y circunstancias de actualidad que al final expondré. 

Por ello, pedimos el apoyo de esta Cámara para exi- 
gir al Gobierno, en primer lugar, que regule un siste- 
ma de información, así como de asesoramiento y 
atención personalizada a las víctimas y a sus familia- 
res, en todo cuanto les afecte en relación con su situa- 
ción y derechos. El Gobierno continúa careciendo de 
este sistema, y alguno que dice tener, carece de virtua- 
lidad y eficacia. Esta es la opinión unánime de vícti- 
mas, juristas y asociaciones cívicas que tienen que ver 
con estos temas. En Vizcaya, por ejemplo, el Servicio 
de Asistencia a las Víctimas (SAV), es una oficina judi- 
cial que nace para suplir precisamente esa carencia, y 
cuyo Presidente declaraba recientemente -cito textual- 
mente- lo siguiente: Las víctimas ignoran los derechos 
que pueden ejercitar. La Directora de Derechos Huma- 
nos del Departamento de Justicia del Gobierno Vasco 
reconocía también hace muy poco que las víctimas se 
hallan en numerosas ocasiones en una situación de in- 
defensión que las coloca en un estado -cito textual- 
mente- de segunda victimización. El Ministro del In- 
terior reconoció personalmente y por primera vez, en 
respuesta a una pregunta que le formulé en la Comi- 
sión de Interior, el día 26 de junio de 1991, que en cuanto 
a asesoramiento e información no había nada regula- 
do. Pues bien, señorías, seguimos igual, a pesar de las 
unánimes denuncias de este déficit. 

Ante esta situación de carencia, el Gobierno ni siquie- 
ra prevé la actuación de oficio, en orden a la concesión 
de pensiones o indemnizaciones a las víctimas. Es siem- 
pre la víctima, sus allegados, o las personas a las que 
en todo caso puedan consultar, quienes se tienen que 
mover de despacho en despacho, de ventanilla en ven- 
tanilla, preguntando a qué tienen derecho; eso cuando 
la víctima tiene una tranquilidad psicológica que no 
suele ser habitual y una cultura que, en muchos casos, 
tampoco se da en estas personas. La actuación de ofi- 
cio no se prevé en ningún caso en el Real Decreto so- 
bre pensiones extraordinarias, y en el Real Decreto 
sobre resarcimiento sólo se contempla en el artículo 9P1 
para instruir información para los pagos a cuenta -cito 
textualmente-, si las víctimas o sus beneficiarios se 
encuentran completamente desvalidos. Con esta obser- 
vación que hace el Gobierno, a mí se me ocurre pensar 
que, al expresar de una forma tan taxativa y clara esta 
condición, como condición digamos excepcional, aquél 
desconoce o hace patente que desconoce la situación 
anímica y psíquica de la inmensa mayoría de estas per- 
sonas. Asociaciones del País Vasco, como Paz y Recon- 
ciliación y de Derechos Humanos, ésta última distinta 
del Departamento de Derechos Humanos de la Conse- 
jería de Justicia, han denunciado esta falta de sensibi- 
lidad del Gobierno, al no prever con carácter 
generalizado la actuación de oficio. 

En segundo lugar, pedimos al Gobierno el estableci- 
miento de un sistema asistencial específico, coordina- 
do e integral para las víctimas, así como otros niveles 
de cobertura como becas para el estudio. Una reciente 
tesis doctoral revela que el 95 por ciento de los heridos 
en atentado terrorista sufren secuelas físicas o psíqui- 
cas durante toda su vida; el 82 por ciento tienen ori- 
gen psíquico; el 10 por ciento sufre posteriormente una 
alteración permanente de sus reflejos, y otro sector im- 
portante (más de un tercio) requiere un proceso de re- 
habilitación lento y complicado. Numerosas víctimas 
padecen de por vida problemas de sensibilidad. 

Con los actuales límites y la actual cobertura del sis- 
tema nacional asistencial de salud no está preparado 
para atender satisfactoriamente a estas víctimas, puesto 
que los tratamientos que estas últimas requieren exce- 
den los límites y a veces, incluso, el ámbito asistencial 
del Sistema Nacional de Salud. Lo que nosotros propo- 
nemos es la creación de unidades especializadas de tra- 
tamiento y seguimiento en aquellos centros de salud 
que el Gobierno estime oportuno y necesario. Igualmen- 
te, la creación de becas para hijos o menores dependien- 
tes de las víctimas, es también para mi grupo una 
prioridad social tampoco prevista por el Gobierno. 

En tercer lugar, el Grupo Popular pide al Gobierno 
que subvencione a las asociaciones y fundaciones sin 
fines de lucro que tengan como objetivo la protección 
y ayuda a las víctimas. Para la señora Ministra de Asun- 
tos Sociales esto no tenía cabida en sus programas. La 
Asociación Víctimas del Terrorismo, que es la única que 
yo conozco que esté subvencionada en este momento, 
recibe exactamente al año 6 millones del Ministerio del 
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Interior y 4 3  millones del Ministerio de Defensa; en to- 
tal, 10,5 millones de pesetas. No voy a comentar ahora 
lo que reciben del Ministerio de Asuntos Sociales otras 
asociaciones, que se pueden calificar de fantasmagó- 
ricas, a base de los impuestos que pagan los españo- 
les. Sólo quiero recordar, por lo que supone de 
ignominia y agravio, que, frente a los 10,5 millones con 
que dos Ministerios subvencionan a la Asociación Víc- 
timas del Terrorismo, el Gobierno español ha subven- 
cionado con más de 60 millones de pesetas a viudas y 
huérfanos de la violencia en Guatemala. La generosi- 
dad de miles de españoles censuró, de forma evidente 
y rotunda, la torpeza del Gobierno presidido por don 
Felipe González. 

El señor PRESIDENTE: Señor Barquero, le ruego 
que concluya. 

El señor BARQUERO VAZQUEZ: Termino en segui- 
da, señor Presidente. 

En cuarto y Último lugar -y yo quisiera esforzarme 
aquí para que mis palabras fuesen lo más exactas po- 
sibles y no fuesen objeto de una mala o torcida 
interpretación-, y ésta es la explicación de la enmien- 
da de adición, el último punto de la proposición no de 
ley que planteamos, mediante enmienda de adición, so- 
licita del Gobierno que adopte las medidas precisas pa- 
ra garantizar el derecho de las víctimas de delitos 
terroristas a percibir las indemnizaciones que les fue- 
ran debidas en concepto de responsabilidad civil. El ar- 
tículo 118 de la Constitución establece la obligatoriedad 
de cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes 
de los jueces y tribunales. Señorías, las especiales cir- 
cunstancias que se pueden derivar de los indultos que 
el Gobierno ha concedido y puede seguir concediendo 
a terroristas, así como las circunstancias que se pue- 
den derivar de los beneficios penitenciarios que pue- 
den hacer posible que los condenados adquieran una 
solvencia económica que no tenían, exigen que el Go- 
bierno adopte medidas para garantizar el resarcimiento 
a la víctima, teniendo en cuenta la situación de desam- 
paro, desinformación e incluso miedo que puede afec- 
tarle para exigir sus derechos. En España, además, al 
contTario que en otros países de nuestro entorno jurí- 
dico, no existe un fondo de garantía para subvenir a las 
indemnizaciones por responsabilidad civil cuando el 
condenado, como sucede casi siempre, es declarado ín- 
solvente. Por tanto, en nuestro ordenamiento jurídico 
tampoco el Estado se subroga en los derechos de las 
víctimas. 

La Asociación Víctimas del Terrorismo, en un simpo- 
sio sobre victimología organizado por la Universidad 
Complutense de Madrid, ha cuantificado en 55.000 mi- 
llones de pesetas la cantidad en concepto de responsa- 
bilidad civil que los condenados por delitos terroristas 
adeudan a sus víctimas. ¿Qué piensa hacer el Gobier- 
no? ¿Se va a subrogar en este derecho de las víctimas? 
¿Va a indultar de la responsabilidad civil en todo o en 
parte? ¿Se va a inhibir en las situaciones de beneficios 

penitenciarios que modifiquen la situación de insolven- 
cia de los condenados? Señorías, la justicia penal -y 
con esto acabo- o tiende a la reparación del daño o 
no es tal. El Grupo Parlamentario Popular considera 
inviolables los derechos de las víctimas y exige al Go- 
bierno que garantice su efectivo cumplimiento, respe- 
tando en todo caso y haciendo compatible el objetivo 
de la reinserción del condenado con el cumplimiento 
de la restitución debida a la víctima. 

Por todo ello, señorías, pedimos a la Cámara el apo- 
yo a estos cuatro puntos de la proposición no de ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Barquero. 
¿Grupos que desean fijar posicign? (Pausa.) Por el 

Grupo Mixto tiene la palabra el señor Azkárraga. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Señor Presidente, 
señorías, la verdad es que uno no sabe qué iniciativa 
parlamentaria es la que se está debatiendo y funda- 
mentalmente la que se va a votar, cuando nos encon- 
tramos con que el mismo grupo proponente enmienda 
la iniciativa parlamentaria en cuatro de los puntos e 
incluso planeta una enmienda de adición. Pero el pro- 
blema fundamentalmente no es ese. Yo creo que en es- 
ta iniciativa parlamentaria subyacen una serie de cosas 
a las cuales me quiero referir, no sin antes plantear que 
Eusko Alkartasuna no va a negar su apoyo a esta ini- 
ciativa, pero sí nos creemos en la obligación, cuando 
menos, de hacer una breve reflexión sobre el conteni- 
do de la iniciativa y también sobre cómo se plantea. 

Vayamos por la forma, señorías. Tienen ustedes la to- 
tal legitimidad, cómo no, para presentar en esta Cáma- 
ra las iniciativas que crean oportuno, pero créanme que 
considero que éste no es un sistema correcto. Presen- 
tar iniciativas de este profundo calado, sin buscar un 
consenso previo entre el conjunto de los grupos parla- 
mentarios de esta Cámara, creemos que es un error, 
porque casi da la impresión de que se intenta mostrar 
ante la sociedad por parte del Grupo Popular -como 
bien ha dicho su portavoz es la tercera o la cuarta vez 
que se presentan iniciativas de estas características-, 
que existe una mayor firmeza por parte del Grupo Po- 
pular, mayor firmeza que, parece ser, no tiene el resto 
de los grupos ante la lacra del terrorismo y repito, se- 
ñor Barquero, que nos parece que es una mala fórmu- 
la. En primer lugar, porque el problema de la solución 
de las secuelas del terrorismo no es un problema que 
en esta Cámara admita diferencias de carácter ideoló- 
gico; no admite diferencias de carácter ideológico. Po- 
siblemente admita diferencias a la hora de plantearnos 
cada uno de los partidos políticos aquí representados 
cuál es la fórmula más idónea para atacar el terroris- 
mo o para solucionar definitivamente el problema del 
terrorismo, pero no admite diferencias ideológicas a la 
hora de plantear soluciones a las secuelas de ese terro- 
rismo. En segundo lugar, señorías, yo debo decir con 
absoluta claridad, con aprecio hacia el proponente y 
con mucho respeto también hacia el Grupo Popular que 
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estamos hartos, por lo menos yo estoy bastante harto, 
señoría, de tener que examinarnos cada quince días en 
esta Cámara de nuestras posiciones contra la violencia, 
porque el Grupo Popular quiere que todos nos exami- 
nemos y quiere demostrar que él es el maestro exami- 
nador porque los demás no somos tan firmes ante una 
lacra de estas características. 
Y vayamos al contenido, señorías. La iniciativa es loa- 

ble, persigue un objetivo importante, pero creemos, de 
verdad, que es una iniciativa insuficiente, entre otras 
cosas porque la propia exposición de motivos, señorías, 
se refiere exclusivamente a las víctimas de un solo ti- 
po de terrorismo. Es decir, ustedes se refieren exclusi- 
vamente a las víctimas protagonizadas por el 
terrorismo de ETA, a las cuales indudablemente hay 
que apoyar siempre. Ahora bien, ¿por qué no se tienen 
en cuenta, señorías, a las víctimas de otro tipo de te- 
rrorismo que son tan repugnantes y tan abominables 
como el de ETA? Saben ustedes a cuáles me refiero. (Va- 
rios señores Diputados desde los escaños del Grupo Po- 
pular: ¡No, no!) Pues se lo voy a decir: al GAL. (Por qué 
no se tiene en cuenta también a las víctimas del GAL 
a la hora de plantear las ayudas correspondientes? ¿Por 
qué solamente las ayudas a las víctimas de un solo ti- 
po de terrorismo? Yo me imagino, señorías, que habrá 
sido un lapsus a la hora de redactar fundamentalmen- 
te la exposición de motivos, que ustedes únicamente se 
refieran a las víctimas de ese tipo de terrorismo, por- 
que lo que no quisiera creer, señorías, es que existe 
-estoy seguro de que para ustedes no es así, no qui- 
siera creerlo además- un terrorismo bueno y un te- 
rrorismo malo, porque eso sería no solamente un error, 
sería algo más que un error. 

Señorías, nosotros coincidimos con ustedes en que 
no se presta a las víctimas del terrorismo el apoyo ne- 
cesario. Incluso diría más. Ustedes han retirado el pun- 
to 2 de su iniciativa parlamentaria; yo no lo hubiera 
retirado. Creemos que el Gobierno no ha planteado to- 
davía fórmulas idóneas para prestar todo tipo de ayu- 
das a las víctimas del terrorismo. Creo que carecen, 
señorías, de una información necesaria las víctimas del 
terrorismo. No saben en muchas ocasiones a dónde di- 
rigirse. Existe también un diferente tratamiento a la ho- 
ra de la solicitud de las indemnizaciones. Por un lado, 
el tratamiento que se da a los familiares de las vícti- 
mas de las Fuerzas de Seguridad del Estado, que es su- 
ficiente un certificado del Gobierno Civil donde se 
señale que el familiar ha sido víctima de un atentado 
terrorista, y, por otro lado, existe un planteamiento di- 
ferente para los familiares de las víctimas civiles, por 
llamarlas de alguna forma, para los que creo que es bas- 
tante más desesperante, entre otras cosas porque de- 
ben realizar la solicitud en un impreso que no existe. 
No sé si sabe usted que el impreso en el cual tienen que 
redactar su solicitud de indemnización no existe en la 
Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas del Ministerio de Economía. Por tanto, es cier- 
to que hay excesivas trabas, que no se facilita la infor- 
mación suficiente, que no se facilita tampoco, señorías, 

la percepción de estas ayudas a unas personas especial- 
mente castigadas; en definitiva, es cierto que se les obli- 
ga a perderse por la Administración con un papeleo 
innecesario. 

Todas estas razones -y termino- son suficientes pa- 
ra que se tome en consideración su iniciativa parlamen- 
taria, con las salvedades que he manifestado. Caso de 
que esta iniciativa parlamentaria se convierta en pro- 
yecto de ley, nosotros adelantamos que para que cuen- 
te con el apoyo de Eusko Alkartasuna deberá de reunir 
dos requisitos que creemos que son imprescindibles. 
Primero, que el Estado actúe de oficio en este tema y, 
segundo, que las indemnizaciones abarquen a todas las 
víctimas del terrorismo cualquiera que haya sido la or- 
ganización autora del atentado. De lo contrario, esta- 
ríamos realizando un acto de hipocresía política. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, seiior Azkárraga. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor San- 

tos Miñón. 

El señor SANTOS MIÑON Gracias, señor Presidente. 
Señorías, fijo la posición de mi Grupo Parlamenta- 

rio, Centro Democrático y Social, en la proposición no 
de ley del Grupo Popular sobre ayudas y protección a 
las víctimas del terrorismo. He de indicar que mi Gru- 
po está conforme con la filosofía de la proposición no 
de ley en el sentido de que es indudable que se necesi- 
ta no solamente ampliar y mejorar las indemnizacio- 
nes, sino también la cobertura de las ayudas, así como 
la asistencia a las víctimas del terrorismo, no limitán- 
dose exclusivamente a ellas sino ir más allá, es decir, 
a sus descendientes o ascendientes, en su caso. Son va- 
rias las ocasiones en que, como una iniciativa en un sen- 
tido determinado -aunque ciertamente conexo con la 
que estamos viendo ahora-, se ha tratado el tema de 
las indemnizaciones y medidas de todo tipo que deben 
adoptarse para la mejor protección, la asistencia y la 
indemnización a las víctimas del terrorismo, tanto a 
quienes las padecen directamente como por los daños 
causados a quienes de ellas dependan: sus familiares 
directos. Me refiero ahora a las dos proposiciones de 
ley sobre derechos que asisten a las víctimas de deli- 
tos violentos discutidas en esta Cámara el 11 de junio 
de 1991 y el 11 de febrero de 1992. Además, hay en es- 
tos momentos en trámite otra repetición de este tipo 
de planteamientos. En estas iniciativas, bajo la rúbri- 
ca indicada, realmente el fondo del debate se centraba 
en las víctimas del terrorismo. Por ello, con la de aho- 
ra han sido tres las ocasiones en que se ha debatido es- 
te tema y, como he indicado, hay otra proposición en 
trámite. 

En cuanto a la presente proposición no de ley, hemos 
comprobado que el Grupo proponente se enmienda a 
sí mismo planteando la supresión de los cuatro prime- 
ros puntos por ya haberse adoptado, en su criterio, me- 
didas al respecto por el Gobierno. Se ha de tener en 
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cuenta que la proposición no de ley se publicó el 31 de 
octubre de 1991. Es conveniente resaltar que desde la 
práctica totalidad de los partidos políticos y grupos par- 
lamentarios se han hecho continuas condenas del te- 
rrorismo y se ha manifestado la exigencia de ejercer 
la solidaridad más plena con las víctimas y sus fami- 
liares. Por ello, sin entrar en una exposición sobre este 
aspecto tan triste, sí hemos de indicar que, en cuanto 
al contenido de la proposición no de ley, en resumen 
se puede decir que trata, en un primer punto de los que 
quedan subsistentes, de regular el sistema de informa- 
ción, asesoramiento y atención a víctimas y familiares. 
Indudablemente, para que esta fórmula se produzca y 
llegue mejor es necesario que el Gobierno tome las me- 
didas precisas. También creemos conveniente crear un 
amplio sistema de protección social que cubra total- 
mente la atención médico-hospitalaria y, entre otras 
muchas medidas, la creación de un mayor número de 
becas que sean suficientes para cubrir las necesidades 
de los hijos de las víctimas del terrorismo y de aque- 
llos que por causa de una acción terrorista hayan visto 
limitada su funcionalidad. Asimismo estamos de acuer- 
do en la necesidad de ese apoyo económico para aso- 
ciaciones y fundaciones sin ánimo de lucro que tengan 
por finalidad proteger y ayudar a las víctimas del te- 
rrorismo. 

Por último, el Grupo Popular plantea un nuevo aspec- 
to en esas enmiendas que ha presentado, y es la necesi- 
dad de la adopción de medidas legales que garanticen 
el derecho a percibir las indemnizaciones económicas 
que se les deban por responsabilidad civil. Es induda- 
ble que es un aspecto que habría que contemplar, así 
como que las indemnizaciones que se están percibien- 
do deben llegar a cubrir otros aspectos, uno de ellos 
el de la responsabilidad civil. 

Como indicaba, todas estas cuestiones, aunque se po- 
dían perfilar mejor, sin embargo, son compartidas por 
mi Grupo Parlamentario, por lo que vamos a votar afir- 
mativamente la toma en consideración de esta propo- 
sición no de ley. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Santos. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Buenas 
tardes, señor Presidente. Muchas gracias. 

Señoras y señores Diputados, como consecuencia de 
esta proposición no de ley del Grupo Popular, le gusta- 
ría al Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalun- 
ya que dado que tantas veces se ha discutido aquí ya 
algo que es unánimemente aceptado, que es la solida- 
ridad de todos y cada uno de nosotros con aquellas per- 
sonas que sufren en su carne y en su ánima la barbarie 
del terrorismo, eleváremos de alguna manera el deba- 
te, porque posiblemente enfocarlo sólo desde esta pers- 
pectiva pueda constituir un error, y nos explicamos. 

Es cierto y evidente que nuestra normativa jurídica 

tiene perfectamente claro cuál es la responsabilidad ju- 
rídica del Estado tanto por el funcionamiento normal 
como anormal de los servicios. Y es cierto y evidente 
que está perfectamente claro también cuál es la respon- 
sabilidad penal y la civil derivada de la posible comi- 
sión de delitos de los que pueda ser objeto un deter- 
minado particular y que afecten a lo que puedo llamar 
el riesgo natural de nuestra propia existencia como se- 
res humanos. Pero en un mundo cada día más comple- 
jo, aparece cada día con mayor claridad la existencia 
de un conjunto de riesgos objetivos que nada tienen que 
ver con la conducta del ciudadano que los sufre ni con 
la de sus familiares y que, a lo mejor, están pidiendo 
que se ponga fin a este vacío legislativo. Cuando nos en- 
frentamos a temas como el de las víctimas del terro- 
rismo o el de las víctimas de delitos violentos, o nos 
enfrentamos a temas como el que el otro día ha plan- 
teado aquí nuestra compañera de Grupo Parlamenta- 
rio la doctora Maestro, cual es el tema de la colza, o 
cuando nos podemos enfrentar, como nos hemos en- 
frentado, a situaciones como la de la rotura de la Presa 
de Tous -hablo de nuestro país, porque en otros mu- 
chos países se producen catástrofes de este tipo-, es 
obvio que no podemos conformarnos con hablar de res- 
ponsabilidad jurídica, y no podemos, cada vez que ocu- 
rra un supuesto de este tipo, tratar de que las 
instituciones respondan concretamente al mismo y, 1ó- 
gicamente, con un cierto peligro de oportunismo. Por 
ello nuestro Grupo quiere, agradeciendo la iniciativa 
del Grupo Popular, que haya una reflexión colectiva en 
la Cámara que nos lleve a plantearnos seriamente, y 
más en una Cámara como ésta, sin hablar de responsa- 
bilidades jurídicas, hablar muy seriamente de la soli- 
daridad política. 

Si nuestro preámbulo constitucional no es pura re- 
tórica y trata de construir ni más ni menos que una so- 
ciedad progresivamente avanzada, es necesario extraer 
de la letra y del espíritu de la Constitución una respon- 
sabilidad, mejor dicho, una solidaridad social colecti- 
va ante todos aquellos supuestos de desgracias y 
vicisitudes que exceden el riesgo de una vida personal 
y entran en el terreno de lo que es el riesgo de toda co- 
munidad. Es obvio que tenemos que empezar a hablar 
ya del riesgo comunitario, y a lo mejor -y me dirijo 
fundamentalmente a los bancos del Gobierno- habría 
que empezar a plantearse una ley-marco más que ir tra- 
tando de solucionar los problemas por leyes aisladas. 
No podemos estar teniendo que reaccionar exclusiva- 
mente cuando nos sacude una catástrofe de este tipo. 
Hemos visto lo que ha ocurrido en un momento deter- 
minado, por ejemplo, en la India, en aquella famosa ca- 
tástrofe de Bopal, que como consecuencia de la rotura 
de una industria química acabó afectando a centena- 
res de miles de personas. Vivimos en nuestro propio 
país no sólo situaciones que objetivamente nacen de la 
propia dinámica social, que obviamente nadie podemos 
eliminar del conflicto, pero son también como las que 
hemos dicho, las de la colza o las del terrorismo; he- 
mos llegado a vivir situaciones nacidas de puros y sim- 
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ples cambios políticos, cual es, por ejemplo, la afección 
a un conjunto de ciudadanos de un proceso de desco- 
lonización como fue el de Guinea. Y toda esta clase de 
supuestos que a veces hemos contemplado al hablar de 
las pensiones a aquellos que han sufrido en un momen- 
to determinado prisión como consecuencia de la des- 
graciada guerra civil, al hablar de las pensiones a las 
que son acreedoras nuestras viudas de guerra, nos exi- 
gen ya que elevemos la mirada por encima del caso con- 
creto y nos vayamos planteando una auténtica 
ley-marco -valga la expresión-, que no sean estas le- 
yes o estos acuerdos o estas proposiciones o estas re- 
soluciones gubernamentales que en cada momento 
tratan de dar respuesta al tema. Hay que empezar a ex- 
traer de nuestra Constitución todo lo que tiene de sen- 
tido social y solidario, mucho más que lo que puede 
tener de sentido puramente de responsabilidad ju- 
rídica. 

Es cierto y evidente que se hace preciso que la socie- 
dad ayude, repare, preste atención y palie las conse- 
cuencias de grandes catástrofes colectivas, y además 
procurando no manipularlas unos u otros según con- 
venga a nuestra propia ideología, de modo tal que pue- 
da alguien pensar que determinados grupos ponen más 
el acento en una clase de catástrofes que en otras, por- 
que le haríamos un flaco servicio al Estado social y de- 
mocrático y de derecho. Y conste, señores proponentes, 
que nosotros -y nos parece bien que se hayan susti- 
tuido algunas frases-, como Grupo Parlamentario, des- 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya no vamos 
a invocar aquí, ni en el supuesto de la colza o en un su- 
puesto parecido, la generosidad. Vamos a invocar algo 
mucho más importante; vamos a invocar la política, pe- 
ro la política entendida como responsabilidad solida- 
ria de todos los ciudadanos, con cualquier ciudadano 
en la misma, por el simple hecho de serlo. 

En consecuencia, a través de su proposición es bue- 
na ocasión, señor Barquero, para que nos planteemos 
que una comunidad es algo más que una agregación de 
miembros o un simple censo que se rige exclusivamen- 
te por actitudes burocráticas o leguleyas, o que algu- 
nos puedan pensar que el Estado es como una especie 
de compañía de seguros que sólo atiende o repara a 
aquellos que han pagado determinada prima. Es nece- 
sario -repetimos- que con motivo de su proposición 
elevemos enormemente la discusión y seamos capaces 
de plantearnos -a lo mejor no ya en esta legislatura- 
el que tenemos un enorme vacío legislativo. (Para qué? 
Para que se haga realidad lo que ustedes piden, para 
que casi automáticamente, en supuesto de catástrofes 
colectivas que escapan -repito- a lo que puede ser 
lo subjetivo para entrar en lo objetivo de la propia co- 
munidad, haya una respuesta inmediata, absolutamente 
inmediata, que no tenga por qué esperar a ninguna cla- 
se de sentencias que decreten la responsabilidad jurí- 
dica del Estado, porque la responsabilidad política del 
Estado y de la sociedad la tenemos todos absolutamente 
clara, y que de inmediato, fuere cual fuere esa situa- 
ción, empiecen a considerar como colectivo lo que al- 

gunos tratan de considerar como particular, escapen 
a la tentación juridificante y vayan a ver que se trata 
ni más ni menos que de la esencia de un país que quie- 
ra merecer el nombre de tal. 

Hay un espíritu cohesionado en los pueblos, a lo lar- 
go de los años y a lo largo de su historia, que tiene que 
rechazar el que las consecuencias de hechos como el 
que usted denuncia se conviertan en supuestos de bue- 
na o mala suerte o se conviertan en supuestos de bue- 
na o mala fortuna, según la que cada uno tengamos para 
poder atender a una desgracia de este tipo. Es necesa- 
rio que con motivo de su proposición de ley, que noso- 
tros, sin estar totalmente de acuerdo -como usted 
verá- por lo que puede tener de limitada, vamos a apo- 
yar, hagamos un serio esfuerzo para que, de verdad, una 
regulación general mucho más amplia, al lado de la Ley 
de Régimen Jurídico del Estado, ponga en marcha una 
auténtica ley de responsabilidad social y solidaria. De 
existir esa ley, es seguro que el Grupo Popular, en el 
ejercicio de su legítimo derecho, no tendrá que subir 
a esta tribuna para pedir la atención concreta de las 
víctimas del tkrrorismo y que el Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya no tendrá que volver a 
reclamar la atención para los afectados de la colza, pa- 
ra los de la presa de Tous y ojalá que para nadie más 
porque no ocurriera ninguna otra catástrofe. De exis- 
tir esa ley, habremos conseguido que la constitución no 
obre a impulsos de cada partido, sino a impulsos de al- 
go más importante, que es su verdadero espíritu de 
Constitución de una sociedad progresivamente 
avanzada. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Castellano. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Trías de Bes. 

El señor T R I S  DE BES 1 SERRA: Señor Presiden- 
te, señorías, intervengo para fijar la posición del Gru- 
po Catalán (Convergencia i Unió) en relación con la 
proposición no de ley que nos presenta el Grupo Popu- 
lar. El Grupo Popular ha modificado tan sustancialmen- 
te su proposición inicial que hemos tenido que cambiar 
sobre la marcha nuestra fijación de posición, lo cual 
no impide que la apoyemos en cualquier caso. Ibamos 
a apoyar la anterior, aunque hubiéramos matizado al- 
gunas cosas, pero los cambios introducidos nos indu- 
cen a votar mucho más a gusto ahora, puesto que si no 
quedaba extemporánea. Ya sabemos que fue presenta- 
da en octubre de 1991, es decir, hace un año, y por tan- 
to era lógica, por otra parte, la modificación que el 
propio Grupo ha hecho sobre la misma. Es evidente que 
la legislación en este aspecto es muy parcial, lo han di- 
cho los anteriores oradores. Sin embargo, la redacción 
de la proposición no de ley, tal como queda ahora, yo 
creo que abarca cuanto se ha dicho en la Cámara: la 
adopción de medidas legales precisas para garantizar 
el derechq de las víctimas de delitos terroristas a per- 
cibir indemnizaciones. Aquí habla de delitos terroris- 
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tas, y otros oradores se referían a otros imprevistos mu- 
cho más graves, a una legislación marco o general: tam- 
bién estaría de acuerdo con ello nuestro Grupo 
Parlamentario. Pero yo creo que en este caso la aten- 
ción urgente es a que las víctimas de los delitos terro- 
ristas perciban la indemnización con mucha mayor 
fluidez y rapidez que hasta ahora. Yo creo que esa es 
la intención del punto 4 del Grupo Popular, que se agi- 
licen cuanto antes los trámites y que se establezcan las 
disposiciones para que tampoco haya discriminaciones 
como las que pueden estar ocurriendo. Por tanto, nues- 
tro apoyo a la proposición no de ley es total y absoluto. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías de Bes. 
Por el Grupo Socialista tiene la palabra la señora Del 

Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Señor Presidente, 
señorías, intervengo para fijar postura en lo que que- 
da de la originaria proposición no de ley del Grupo Po- 
pular. Creo que esta postura ha de ser, en primer lugar, 
una expresión de satisfacción. El Grupo Socialista se 
alegra porque parece ser que, por esta vez, hemos apro- 
bado el examen a que se refería el señor Azkárraga en 
su intervención. Hay un reconocimiento, por parte de 
los proponentes de la iniciativa, de que hay preocupa- 
ción desde el Gobierno por las vktimas del terrorismo 
y que hay actividad para solucionar su situación, acti- 
vidad que ha dado sus frutos. Al menos, así interpreto 
yo la retirada de los primeros cuatro puntos de la pro- 
posición no de ley. Esta retirada viene a significar, de 
hecho, el reconocimiento de que, como consecuencia de 
disposiciones legales debatidas y aprobadas en estas 
Cámaras en 1987,1990 y 1991 y de dos Reales decretos 
de este verano, de 19 de junio y de 10 de julio, se ha da- 
do cumplimiento a las solicitudes que se contenían en 
estos cuatro primeros puntos. Es decir, ha habido una 
ampliación cualitativa de las indemnizaciones por de- 
litos terroristas. Se ha extendido el número de benefi- 
ciarios y también el número de daños cubiertos. Se ha 
aumentado la cuantía de estos resarcimientos. Se ha es- 
tablecido el procedimiento rápido y el sistema de anti- 
cipos a cuenta que SS.  S S .  solicitaban en el punto 2P 
Se han acercado los distintos regímenes de pensiones 
y también se han acercado las pensiones de las vícti- 
mas del terrorismo anteriores a 1987 a las posteriores. 
Este era el contenido de la primera parte, y a nuestro 
modo de ver la más importante de la proposición no 
de ley que S. S. acaba de defender, y este contenido es- 
tá cumplido. 

Quedan vivos, sin embargo, una serie de extremos de 
la proposición originaria y una adición de última hora 
que, a nuestro entender, desde luego, no merecen ya, 
en primer lugar, la exigencia urgente de que el Gobier- 
no presente un proyecto de ley en el plazo de dos me- 
ses con que se encabeza la proposición. 

Sin embargo, quiero hacer un ligero examen de to- 
dos estos temas, empezando por el nuevo punto 4P que 

el Grupo Popular introduce ahora. Pretende en él la 
adopción de las medidas legales precisas para garanti- 
zar el derecho de las víctimas a percibir las indemni- 
zaciones económicas que le fueren debidas en concepto 
de responsabilidad civil. No podemos estar de acuer- 
do, en absoluto, con el contenido de este punto; y no po- 
demos estar de acuerdo por algo que ya hemos discu- 
tido muchas veces, con ocasión de esta iniciativa y con 
ocasión de otras. 

En caso de que el autor del delito llegue a ser cono- 
cido, y después solvente, hay procedimientos para exi- 
girle esta responsabilidad. Desdichadamente, en los 
delitos de terrorismo muchas veces, la mayoría, el autor 
de un delito concreto ni es ni llega a ser conocido. En 
ese caso, no hay procedimiento posible que pueda arti- 
cular el Estado para la exigencia de esta responsabili- 
dad civil. En este caso lo único que puede hacer el 
Estado es manifestar su solidaridad con la víctima: ma- 
nifestarla con una ayuda económica, con una ayuda de 
todo tipo. Y en el caso concreto de las víctimas del te- 
rrorismo, esta solidaridad del Estado, existe, es nota- 
ble y va avanzando día a día. 

No tratemos, por tanto, de llevar a las víctimas del 
terrorismo, que tienen un sistema de protección y un 
sistema solidario muy avanzado por parte de la socie- 
dad, al campo de las víctimas de la delincuencia común: 
es un sistema de protección que, efectivamente, se está 
empezando a articular, estamos empezando a trabajar 
en él, pero que, en cualquier caso, incluso en el de la 
proposición de ley que ustedes han defendido algunas 
veces en esta Cámara, y creo que piensan volver a de- 
fender, siempre será un sistema con ayudas menos be- 
neficiosas para las víctimas que aquel de que gozan 
ahora las víctimas del terrorismo: basta con hacer nú- 
meros para dejar clara esta situación. 

Por otra parte, hay tres puntos menores, diría yo, en 
la proposición no de ley -5P, 6P y 7P- en 10s que se 
solicita el apoyo por parte del Gobierno a las asocia- 
ciones y fundaciones que tengan por fin la protección 
de las víctimas del terrorismo. 

Efectivamente, este apoyo del Gobierno existe, tanto 
por parte del Ministerio del Interior como por parte del 
Ministerio de Defensa. Usted mismo ha citado la canti- 
dad de la subvención, unos diez millones y medio de 
pesetas. Sin embargo, hay que tener en cuenta que no 
es sólo económico el apoyo. El apoyo consiste también, 
y muy especialmente por parte de Interior, en contac- 
tos y colaboración continua con estas asociaciones, y 
principalmente con la Asociación de Víctimas del Te- 
rrorismo. 

Me parece totalmente inadecuado establecer una 
comparación entre las ayudas a las asociaciones de víc- 
timas del terrorismo y las ayudas directas a víctimas 
de un país determinado del Tercer Mundo. El Gobier- 
no socialista subvenciona a las asociaciones de vícti- 
mas del terrorismo. Pero, frente a esos 60 millones con 
que se subvenciona a víctimas de una catástrofe con- 
creta en el Tercer Mundo, este Gobierno, y creemos que 
cualquier gobierno lo seguiría haciendo así, ha subven- 
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cionado con miles de millones en indemnizaciones y 
pensiones a las víctimas de la lacra terrorista dentro 
de su propio país. 

Por otra parte, existe ya un sistema de información 
y asesoramiento, que la proposición no de ley exige, pa- 
ra las víctimas y sus familiares. Es conocido que hay 
una unidad en el gabinete del Ministerio del Interior 
que informa, presta apoyo y facilita la tramitación de 
expedientes. Unidades de ese tipo existen en la Direc- 
ción General de la Policía y de la Guardia Civil. 

Es conocido -creo que ha sido el representante del 
Grupo Popular quien lo ha citado- que el Real Decre- 
to de 19 de junio establece la posibilidad de solicitud 
de oficio de los anticipos de ayuda en caso de que la 
víctima esté desvalida. Podremos ir avanzando en esta 
necesidad de establecer un mejor sistema de informa- 
ción, podremos seguir haciéndolo con la colaboración 
de todos los grupos; pero el sistema existe y su perfec- 
cionamiento no exige, en absoluto, la presentación de 
un proyecto de ley. 

También están en marcha ya los mecanismos de pro- 
tección, incluyendo una cobertura médico-sanitaria. El 
Real Decreto de 19 de junio de este año declara resar- 
cibles los gastos originados por tratamiento médico de 
los daños, tanto físicos como psíquicos, en la medida 
en que no estén cubiertos, por un sistema de previsión. 
También el Ministerio de Educación y Ciencia dedica 
becas específicas a los hijos de las víctimas del. terro- 
rismo. Creo recordar que en el curso pasado eran 613 
las becas concedidas con este fin. 

Hay, por tanto, señorías, una actuación decidida en 
favor de las víctimas del terrorismo; una actuación en 
la que el Grupo Socialista sabe que nunca vamos a lle- 
gar a una compensación adecuada, ni en el aspecto eco- 
nómico, ni en ningún otro aspecto, de las terribles 
secuelas que los actos terroristas dejan en las víctimas 
y en sus familiares; una actuación que puede tener en 
determinados aspectos lagunas e insuficiencias que ten- 
drán que cubrirse con la colaboración de todos los gru- 
pos. Pero estas lagunas, estas insuficiencias son cubier- 
tas, día a día, en la medida que se detectan, con la acti- 
vidad del Gobierno, con la colaboración del Grupo So- 
cialista y de todas S S .  SS. ,  que sé que están dispuestas 
a realizar esta labor. 

Existe ya una política global de protección a las víc- 
timas del terrorismo, una política avanzada. Hay tam- 
bién una clara voluntad de continuar avanzando en este 
camino de solidaridad con las víctimas. Así lo demues- 
tra la conducta pasada y reciente del Gobierno, así lo 
demuestra la posición del Grupo Socialista. 

Esta voluntad de continuar avanzando, estos avances 
pasados reconocidos por todos los grupos, incluso por 
el que ha presentado la proposición no de ley, hacen 
que nuestra postura sea la de rechazar dicha proposi- 
ción, simplemente por considerarla innecesaria, no por 
discrepancias de fondo con su contenido. 

Gracias. (El señor Barquero Vázquez pide la palabra) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Del Campo. 
Tiene la palabra el señor Barquero. 

El señor BARQUERO VAZQUEZ Rogaría que me 
:oncediese un breve turno por sentirme contradicho en 
mis argumentaciones, como prevé el artículo 73.1 del 
Reglamento. 

El señor PRESIDENTE Señor Barquero, no pode- 
mos repetir todos los martes el planteamiento de este 
problema. En este tipo de iniciativas, los grupos fijan 
su posición, que puede ser a favor, en contra o de abs- 
tención. Lógicamente, puede haber argumentaciones 
que entran en contraste con las que ha expuesto el gru- 
po proponente. Saben SS. SS.  que esta simple circuns- 
tancia no da lugar a la apertura de turnos de réplica 
en este debate, que es tasado. 

No podemos todos los martes tener que repetir este 
criterio, que ya está establecido y acuñado en la trami- 
tación de estas iniciativas. 

Gracias, señor Barquero. 
Vamos a proceder a la votación de la proposición no 

de ley del Grupo Popular, sobre ayudas y protección a 
las víctimas del terrorismo, en los términos resultan- 
tes de las enmiendas del propio Grupo Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos emitidos, 271; a favor, 121; en contra, 150. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la propo- 
sición no de ley. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CDS, SOBRE 
CREACION DE UNA PONENCIA PARA EL ESTU- 
DIO DE LA REFORMA DE LA LEGISLACION 
ELECTORAL, EN RELACION CON EL LIMITE Y 
EL CONTROL DE LOS GASTOS ELECTORALES, 
As1 COMO DE LA ADAPTACION DE LA MISMA A 

TITUCION EXIGIDA POR EL TRATADO DE LA 
UNION EUROPEA (Número de expediente 
162/000214) 

LA REFORMA DEL ARTICULO 13.2 DE LA CONS- 

El señor PRESIDENTE: Proposición no de ley del 
Grupo del CDS, sobre creación de una ponencia para 
el estudio de la reforma de la legislación.electora1, en 
relación con el límite y el control de los gastos electo- 
rales, así como de la adaptación de la misma a la refor- 
ma del artículo 13.2 de la Constitución exigida por el 
Tratado de la Unión Europea. 

En nombre del Grupo proponente, tiene la palabra 
el señor Souto. 

El señor SOUTO PAZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señoras y señores Diputados, en nombre de mi Gru- 
po Parlamentario voy a defender la proposición no de 
ley sobre creación de una ponencia para el estudio de 
la reforma de la legislación electoral, en relación con 
el límite y control de los gastos electorales, así como 
de la adaptación de la misma a la reforma del artículo 
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13.2 de la Constitución exigida por el Tratado de la 
Unión Europea. 

La finalidad de esta proposición no de ley es cierta- 
mente la creación de una ponencia que tenga como ob- 
jeto el estudio de la revisión de la legislación electoral 
en tres aspectos concretos: por un lado, la reducción 
del límite de los gastos electorales; en segundo lugar, 
la revisión del concepto de gasto electoral, relativo a 
la propaganda y a la publicidad; y, en tercer lugar, la 
reforma de los mecanismos de control de los gastos 
electorales. 

Ciertamente, no es la primera vez que mi Grupo Par- 
lamentario sostiene la necesidad de introducir una nue- 
va limitación a los gastos electorales, proponiendo la 
reducción de los mismos. Así, después de las eleccio- 
nes generales de 1989, y al hilo de la ponencia que se 
constituyó para investigar las presuntas irregularida- 
des en aquel proceso electoral, mi Grupo Parlamenta- 
rio propuso, y finalmente obtuvo la aprobación de la 
misma, la reducción del límite de gastos electorales, que 
entonces vino a ser del 20 por ciento. 

Asimismo, y en la misma línea de reducción de gas- 
tos a través de la financiación del «mailing» electoral, 
que en la propuesta que hicimos debería ser realizada 
directamente por la Junta Electoral o bien mediante la 
utilización de la papeleta única, llamada también pa- 
peleta de Estado, proponíamos una reducción de los 
gastos directos de los partidos para buscar vías de so- 
lución armónicas a través de la propia actuación de la 
Junta Electoral. Finalmente se aprobó una fórmula, que 
no era exactamente la que proponíamos, de financia- 
ción condicionada a los resultados electorales. 

Por otra parte, el análisis del informe de la fiscaliza- 
ción sobre las elecciones al Congreso de los Diputados 
y al Senado, de 29 de octubre de 1989, elaborado por 
el Tribunal de Cuentas, permite extraer algunas con- 
clusiones de interés para el caso que nos ocupa. Así se 
puede observar que ningún grupo político hizo uso del 
límite autorizado legalmente, no superando, por lo ge- 
neral, los gastos declarados el 50 por ciento de los gas- 
tos autorizados. Y, en segundo lugar, y a pesar de ello, 
las subvenciones recibidas por cada grupo político, a 
tenor de los resultados electorales, no consiguieron su- 
fragar los gastos realizados, generando de esta mane- 
ra déficit en todas las candidaturas, que han oscilado 
entre los 200 y los 900 millones. 

Conviene también tener presente que cada vez es más 
creciente la presión popular, que exige un mayor con- 
trol y una mejor utilización del gasto público. Por ello, 
ante las evidencias o simples sospechas de mal uso o 
de irregularidades en el gasto público, parece lógico que 
los grupos políticos reaccionemos con austeridad, ejem- 
plaridad y reducción general de los gastos, reducción 
que nuestro Grupo parlamentario considera que debe 
extenderse también a los gastos relativos a la campa- 
ña institucional. 

También, en la misma línea que nuestro Grupo ha ve- 
nido manteniendo, en el último debate sobre el estado 
de la nación el Presidente del Gobierno, entre otras me- 

didas, propuso la necesidad de la reducción de los gas- 
tos electorales. 

Mi Grupo Parlamentario entiende que esta reducción 
es posible si, por un lado, se incrementa la acción elec- 
toral de los medios públicos de comunicación social y, 
por otro lado, se limita y se produce una reducción efec- 
tiva de la publicidad de naturaleza privada. En este sen- 
tido, consideramos oportuno proceder a la revisión de 
los diferentes conceptos reconocidos como gastos elec- 
torales, para delimitar qué gastos son susceptibles de 
reconducir al listado de gastos generales. 

Por otro lado, mi Grupo Parlamentario ha presenta- 
do también en fecha reciente una proposición de ley re- 
lativa al control de gastos electorales que, debatida en 
esta Cámara, no encontró entonces el apoyo parlamen- 
tario necesario, tal vez porque su regulación concreta 
y minuciosa impedía la apertura del necesario consen- 
so. Hoy la reiteramos desde el punto de vista de una 
propuesta más a debatir en la ponencia que pro- 
ponemos. 

Precisamente para hacer viable este consenso, mi 
Grupo Parlamentario propone la creación de una po- 
nencia que estudie todas estas cuestiones y elabore las 
soluciones pertinentes que hagan posible el desarrollo 
legislativo de estas modificaciones en el más breve pla- 
zo posible, para que estén vigentes en las próximas elec- 
ciones generales. En este marco en el que pretendemos 
movernos, también proponemos que la ponencia estu- 
die la adaptación de la legislación electoral a la refor- 
ma constitucional realizada recientemente, en concreto 
del artículo 13.2 exigida por el Tratado de la Unión 
Europea. 

Finalmente, mi Grupo quiere agradecer el interés que 
esta iniciativa parlamentaria ha suscitado entre los de- 
más Grupos, y que se ha traducido en la presentación 
de dos enmiendas: una, suscrita por los Grupos Parla- 
mentarios Socialista, Catalán, Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, Vasco y Mixto; y otra, suscri- 
ta por el Grupo Popular. Ambas enmiendas recogen sus- 
tancialmente las propuestas que formula la iniciativa 
del Grupo Parlamentario de Centro Democrático y 
Social. 

Consideramos que ahí están presentes los criterios, 
los objetivos, los propósitos que esta iniciativa contie- 
ne y, por tanto, pensamos que no solamente la fortale- 
cen, sino que también la enriquecen. Nuestras propues- 
tas no tienen ningún carácter de «numerus clausus», 
por lo que quedan abiertas a su debate en ponencia. 

Queremos que esta actitud, que ha quedado refleja- 
da en la preocupación de los demás Grupos Parlamen- 
tarios, de participar activamente en la mejora de 
nuestra iniciativa parlamentaria, se traduzca en la bue- 
na disposición por nuestra parte para que prospere y 
alcance la mayoría necesaria para su aprobación y, a 
ser posible, la unanimidad de la Cámara, lo cual refle- 
jaría, evidentemente, un sentir común de todos los Gru- 
pos Parlamentarios para resolver este problema, que 
es de todos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 
Souto. 

Precisamente, como recordaba el señor Souto, se han 
presentado dos enmiendas; en primer lugar, la presen- 
tada por los grupos Socialista, Izquierda Unida, Cata- 
lán (Convergencia i Unió), Mixto y Vasco (PNV); y, en 
segundo lugar, la del Grupo Popular. 

En nombre de los enmendantes, en primer lugar tie- 
ne la palabra, por el grupo Socialista, el señor Marcet. 

El señor MARCET 1 MORERA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Quiero intervenir para defender la enmienda que he- 
mos presentado a la proposición no de ley del Grupo 
Parlamentario del CDS, explicando que, como ha recor- 
dado el señor Souto, el Presidente del Gobierno, en el 
debate del estado de la nación de marzo de 1992 -hace 
pocos meses-, ofreció ya la posibilidad dezrevisar la 
cuestión de los gastos electorales. En un primer mo- 
mento esto se tradujo, impulsado por parte del Grupo 
Socialista y de otros grupos de la Cámara -el Grupo 
Vasco (PNV) y el Grupo Catalán (Convergencia i Unió)-, 
en un acuerdo en este sentido de reducción de los gas- 
tos electorales, que, como se dijo en aquel momento y 
se reiteró con posterioridad, tenía un carácter abierto 
en la voluntad de contar con el más amplio consenso 
por parte de todos los grupos que integran esta Cámara. 

En este sentido, y aprovechando la feliz iniciativa del 
Grupo del CDS, diversos grupos parlamentarios hemos 
presentado esta enmienda a la proposición del Grupo 
Parlamentario del Centro Democrático y Social que, sin 
cambiar los objetivos principales, propone una ligera 
modificación en el contenido material del trabajo que 
deber realizar la ponencia. Preferimos no acotar las 
conclusiones de una manera quizá estricta, como rea- 
lizaba la proposición original. 

En este sentido, señor Presidente, tengo que decir, en 
nombre de todos los grupos que presentamos esta en- 
mienda, que añadiríamos, porque se nos olvidó en el 
momento de redactarla, que la creación de la ponen- 
cia se realice en el seno de la Comisión Constitucional. 
Es decir, en el encabezamiento de la enmienda se di- 
ría: El Congreso de los Diputados acuerda la creación 
de una ponencia en el seno de la Comisión Constitucio- 
nal para el estudio de la reforma de la legislación elec- 
toral, etcétera. 

Esto por lo que se refiere a la propuesta de modifi- 
cación del contenido material del trabajo que debe rea- 
lizar la ponencia. Pero proponemos también, sobre todo, 
añadir el método de trabajo, acotando incluso la dura- 
ción del mismo, para hacer posible con el máximo de 
consenso -queremos el máximo de consenso que sea 
posible- una proposición de ley que recoja todos aque- 
llos aspectos que se desprendan del trabajo de la po- 
nencia. Nos gustaría, por tanto, señor Presidente, 
señorías, contar con el apoyo de todos los grupos par- 
lamentarios. 

Creemos que de las palabras del señor Souto se des- 
prende una voluntad de aceptar esa iniciativa, que am- 

pliaría el abanico a todos los grupos parlamentarios 
o, al menos, a los firmantes de esta enmienda y, si así 
fuera, podríamos trabajar en el marco de esta ponen- 
cia con un amplio consenso. Pedimos también al Gru- 
po Popular que reconsidere su enmienda y se adhiera 
a la propuesta, que puede ser ampliamente votada y 
consensuada por esta Cámara en el marco de una po- 
nencia encaminada, sobre todo, a hacer posible este de- 
seo, creo que ampliamente compartido, como decía el 
señor Souto, por la sociedad, de que se limiten los gas- 
tos electorales, de que controlemos mejor todos los par- 
tidos políticos los gastos que dedicamos en nuestras 
campañas electorales. Creo que en este espíritu se en- 
cuentra la mayoría, por no decir la práctica totalidad, 
de los miembros de esta Cámara y de los grupos parla- 
mentarios que la integran. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Marcet. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ CASAL: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

De manera muy breve, para felicitarnos de que pue- 
da haber un acuerdo entre todos los Grupos respecto 
al tema que nos ocupa en estos momentos. 

Como es lógico, apoyamos nuestra propia enmienda, 
saludamos la iniciativa del CDS, que da oportunidad 
a la misma y esperamos de manera confiada que sea 
posible que los trabajos de la Ponencia den sus frutos 
para conseguir la reducción de gastos electorales y una 
manera más equitativa de participación en la campa- 
ña electoral. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Núñez. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra la señora Cuenca. 

La señora CUENCA 1 VALER0 Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, justo es reconocer la oportunidad de la ini- 
ciativa del Grupo parlamentario del CDS, y no sólo es- 
to, sino que también suscribimos el contenido de la 
exposición que ha realizado su portavoz. 

La enmienda firmada por los cuatro Grupos de esta 
Cámara a esta proposición no de ley del CDS es la plas- 
mación de un acuerdo, como nos decía en otras pala- 
bras el portavoz socialista, al que llegaron tres Grupos 
Parlamentarios, en el sentido de la necesidad de un ma- 
yor control de los gastos electorales, así como de la re- 
visión de la publicidad y también de estudiar cuáles 
son los aspectos de la Ley del Régimen Electoral Gene- 
ral, o quizá otras, que es necesario modificar para con- 
seguir estos objetivos, así como la reducción del límite 
de gastos electorales. 

Estamos de acuerdo con la proposición no de ley del 
CDS, evidentemente con la enmienda que hemos plan- 
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teado y, como la enmienda y la proposición no de ley 
son coincidentes en líneas muy generales, sería de de- 
sear que esta iniciativa, con las enmiendas, si el porta- 
voz del Grupo del CDS las acepta, alcanzase la una- 
nimidad en esta Cámara, porque creo que es el mejor 
acuerdo para poder reformar este aspecto que hoy nos 
ocupa, que es una mayor claridad y transparencia en 
el control de los gastos electorales de los partidos polí- 
ticos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE. Gracias, señora Cuenca. 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Azká- 

rraga. 

El señor AZKARRAGA RODERO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Eusko Alkartasuna va a votar favorablemente esta ini- 
ciativa parlamentaria, porque consideramos que es fun- 
damental e imprescindible que este Parlamento 
impulse un acuerdo global sobre una materia tan im- 
portante como ésta, sobre una materia en la que se ha 
comprobado que, cuando menos, las leyes han sido in- 
suficientes hasta ahora para frenar los gastos electo- 
rales. 

Nosotros coincidimos, señorías, en que es preciso es- 
tablecer nuevos sistemas de control y transparencia en 
el funcionamiento de los partidos políticos, pero tam- 
bién manifestamos que esta disminución necesaria de 
los gastos electorales no debe suponer una merma de 
la información al elector. Es aquí, señorías, donde no- 
sotros debemos manifestar que en la ponencia que se 
crea al efecto nos opondremos, si es que algún Grupo 
lo plantea, a la posibilidad de que haya partidos políti- 
cos que no sólo intenten controlar políticamente la in- 
formación en los medios públicos de información, sino 
que a la vez también se pueda intentar controlar por 
ley la publicidad en los medios privados de informa- 
ción. Esa no es la solución, señorías. Desde nuestro pun- 
to de vista, la solución también viene dada por la no 
utilización partidista de los medios públicos de comu- 
nicación y por la posibilidad de debatir sobre los pro- 
gramas de los diferentes partidos en esos medios 
públicos. Y eso, señorías, porque tenemos -y termino- 
el convencimiento de que el debate público, en igual- 
dad de condiciones, refuerza la participación y la for- 
mación de una opinión pública plural. Lo contrario, 
señorías, sería algo así como el chocolate del loro, pe- 
ro supondría también un fraude a los ciudadanos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Azkárraga. 
Por el Grupo Vasco (PNV) jalgún portavoz desea in- 

Enmienda del Grupo Popular. Tiene la palabra el se- 
tervenir? (Denegaciones.) 

ñor Arenas. 

El señor ARENAS BOCANEGRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, intervengo para explicar 
brevemente la posición del Grupo Parlamentario Popu- 

lar con respecto a la iniciativa del Centro Democrático 
y Social y también el significado de nuestra enmienda 
ante el texto de este grupo parlamentario y habiendo 
tenido conocimiento previo de una iniciativa que se pre- 
tendía fuera firmada por todos los grupos parlamen- 
tarios. 
Yo tengo que empezar felicitando al Grupo Parlamen- 

tario del CDS y al señor Souto por el carácter de su in- 
tervención, que ha puesto de manifiesto la intención de 
alcanzar el máximo acuerdo posible en el marco de es- 
ta ponencia, y, en segundo lugar, el que dentro de esta 
ponencia se puedan abordar todas las ideas de los gru- 
pos parlamentarios que en su opinión les lleve a la con- 
secución de la reducción de los gastos electorales. 

Señorías, mi Grupo tiene presentada en la Cámara 
una proposición de ley orgánica en la que se plantea 
nuestra alternativa. Lo que nos parece profundamente 
acertado de la iniciativa del CDS es haber traído al Con- 
greso una propuesta de un marco institucional para que 
se produzca ese acuerdo a través de la ponencia. Yo ad- 
vierto que no puedo compartir algunas afirmaciones 
de algún portavoz parlamentario en el sentido de que 
lo que hoy se aprueba supone la plasmación de acuer- 
dos previos de tres grupos parlamentarios. En opinión 
del Grupo Parlamentario Popular, lo que hoy se aprue- 
ba es un voluntad política que se expresa a través de 
los votos de cada uno de nosotros, de recortar los gas- 
tos electorales y de que ese debate se desarrolle en el 
marco de una Ponencia. Mi Grupo parlamentario no PO- 
dría, en absoluto, dar su voto favorable a un acuerdo 
previo firmado por otros grupos que, tengo que decir, 
ni en el fondo ni en la forma tiene nuestra posición, en 
principio, favorable. 

Señorías, yo creo que hoy la Cámara conecta con la 
opinión pública española, conecta con los ciudadanos 
españoles que tienen el sentir común, a la hora de opi- 
nar sobre los gastos electorales, de que estos son exce- 
sivos, que gastan en exceso los partidos políticos en sus 
ofertas en las campañas. 

Yo tengo que recordar que desde 1977 en nuestro país, 
afortunadamente, hemos tenido más de 30 procesos 
electorales y que quizá una de las «madres del corde- 
ro» de la reducción de gastos electorales sea una ma- 
yor concentración de estos procesos electorales, si bien 
hemos de advertir que las competencias de las comu- 
nidades autónomas, las competencias del Presidente del 
Gobierno a la hora de disolver las Cámaras o las pro- 
pias elecciones europeas dificultan afrontar el proble- 
ma de la concentración de los procesos electorales, que 
sí sería ya una medida muy importante para reducir 
gastos electorales. 

Es también nuestra opinión, señorías, que las cam- 
pañas electorales en España son enormemente costo- 
sas y yo diría también -si me lo permiten- enor- 
memente antiguas. Nosotros creemos que se pueden ha- 
cer campañas electorales modernas, sustentadas, sobre 
todo, en lo que significa el debate entre las fuerzas PO- 
iíticas y en lo que significa la actuación a través de los 
medios de comunicación. 
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Nuestro Grupo cree que hay que plantearse, con to- 
da seriedad, la reducción de la publicidad exterior que 
planteamos en las campañas electorales, que, aparte de 
ser costosísimas, en nuestra opinión, es incluso dudo- 
sa su eficacia a la hora de trasladar el mensaje electoral. 

Cuando hemos estudiado la proposición del CDS y 
la enmienda del resto de los grupos parlamentarios nos 
parecía que en ningún caso se podía interpretar que es- 
ta ponencia sólo iba a estudiar la reducción de los gas- 
tos y el concepto de publicidad y propaganda electoral. 
Nos parece, señorías, que hay asuntos muy importan- 
tes que hay también que abordar. El primero de ellos, 
sin duda, la reducción del tiempo de duración de las 
campañas electorales, que, según la ley orgánica actual, 
puede ser de entre 15 a 21 días y mi grupo parlamenta- 
rio cree suficiente 15 días. 

En segundo lugar, como también advertía el señor 
Souto, la limitación de las campañas institucionales, 
que, aunque no sean gastos de los partidos, son gastos 
de las Administraciones públicas, que, al final, tienen 
como único soporte el bolsillo y los impuestos de los 
ciudadanos. 

En tercer lugar, como se ha dicho también por parte 
de algún otro portavoz, yo creo que la clave está en que 
los medios públicos que tienen una obligación en su 
programación de interés público puedan ser soporte, 
no del monólogo de los partidos políticos con los ciu- 
dadanos, sino de debates amplios y abiertos para que 
se vean las diferentes posiciones frente a cada uno de 
los problemas sociales. 

Nuestra enmienda pretendía, señorías, advertir de la 
importancia de estas cuestiones. Pero tengo que decir 
que, tras las intervenciones que se han producido por 
parte de todos los portavoces -quedando claro que en 
esta ponencia vamos a poder ofrecer todas las alterna- 
tivas, todas las opiniones de los grupos parlamentarios 
y partiendo de la base que el Grupo Popular cree que 
cuando hablamos de reglas del juego es obligación po- 
lítica de todos llegar a los máximos acuerdos y, si es 
posible, a la unanimidad o al consenso-, mi Grupo Par- 
lamentario va a retirar su enmienda y se va a sumar 
a esta iniciativa del CDS, en la esperanza de que con 
los trabajos de esa ponencia demos respuesta a la de- 
manda ciudadana de recortar los gastos electorales y, 
si es posible, con un amplio consenso o con la unani- 
midad de todos los grupos de la Cámara. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Arenas. 
Por el Grupo del CDS y para expresar la aceptación 

o rechazo de la enmienda presentada, tiene la palabra 
el señor Souto. 

El señor SOUTO PAZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Para manifestar que, efectivamente, mi Grupo parla- 
mentario acepta la enmienda presentada por el Grupo 
Socialista y los demás grupos y agradece la colabora- 

ción de todos en la iniciativa que ha tenido lugar por 
parte del CDS. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 
Souto. 

Vamos a proceder a la votación de la proposición no 
de ley del Grupo del CDS, que se somete a votación en 
los términos resultantes de la aceptación de la enmien- 
da presentada a la misma, con la adición de que la Po- 
nencia se crea en el seno de la Comisión Constitucional. 
(El señor Arnau Navarro pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Arnau. 

El señor ARNAU NAVARRO: Entendemos, señor Pre- 
sidente, que se vota en los términos de la aceptación 
de la enmienda del Grupo Socialista y el resto de los 
grupos que han firmado la misma. 

El señor PRESIDENTE: En los términos de la Única 
enmienda que puede ser sometida y que ha sido acep- 
tada expresamente por el señor Souto en su interven- 
ción reglamentaria. 

El señor ARNAU NAVARRO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Arnau. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 271; a favor, 271. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIO- 
NES URGENTES 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATALAN (CON- 
VERGENCIA 1 UNIO), SOBRE MEDIDAS DE PO- 
LITICA GENERAL EN RELACION CON LA SI- 
TUACION ACTUAL DE LA AGRICULTURA ESPA- 
ÑOLA (Número de expediente 1731000122) 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN EL 
CONGRESO, SOBRE MEDIDAS DE POLITICA GE- 
NERAL QUE ADOPTARA EL GOBIERNO A COR- 
TO, MEDIO Y LARGO PLAZO, PARA BUSCAR 

CULTORES Y HABITANTES DEL MEDIO RURAL 
QUE SE VERAN AFECTADOS A PARTIR DE LA 
CAMPANA 1993/94 POR LA REFORMA DE LA PO- 
LITICA AGRICOLA COMUN (Número de expedien- 
te 1731000124) 

SOLUCIONES A LOS PROBLEMAS DE LOS AGRI- 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la propo- 

Punto tercero del orden del día: Mociones consecuen- 
sición no de ley. 

cia de interpelaciones urgentes. 
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Moción del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), sub- 
siguiente a la interpelación sobre medidas de política 
general en relación con la situación actual de la agri- 
cultura española. 

Tiene la palabra el señor Ferrer i Profitós. (El señor 
Vicepresidente, Muñoz García, ocupa la Presidencia.) 

El señor FERRER 1 PROHTOS: Señor Presidente, se- 
ñorías, subo a esta tribuna, en nombre del Grupo Ca- 
talán (Convergencia i Unió), para defender y exponer 
la moción consecuencia de la interpelación presenta- 
da ante SS. SS. el pasado día 11 de este mismo mes de 
noviembre; interpelación que, en nuestro caso, como ya 
dije en mi intervención del pasado día 11, no tenía nin- 
guna connotación de oportunidad política, puesto que 
ya habíamos presentado una proposición no de ley an- 
tes de finalizar el período de sesiones anterior a las va- 
caciones de verano donde pedíamos que este Congreso 
de los Diputados celebrara, antes de finalizar el presen- 
te año 1992, un debate monográfico referente a la si- 
tuación del sector agrario en el Pleno de esta Cámara. 

La moción, señor Presidente, está motivada por la crí- 
tica situación por la que está pasando la agricultura 
española, y dada la importancia que tiene dicha activi- 
dad sobre la economía, la conservación del medio na- 
tural y el reequilibrio territorial, nuestro Grupo, a 
través de la misma insta al Gobierno a que proceda a 
adoptar con urgencia un conjunto de actuaciones des- 
tinadas a mejorar la competitividad del campo espa- 
ñol y a elevar el nivel de vida y el bienestar de nuestros 
agricultores ante la aplicación de la nueva política agrí- 
cola comunitaria, sobre todo después de los recientes 
acuerdos adoptados en las reuniones de los países del 
GATT; acuerdos que tienen como base que los agricul- 
tores europeos tienen que producir menos, tienen que 
exportar menos y tienen que importar más productos 
agrarios, sobre todo de Estados Unidos. 

Esta moción tiene siete puntos que, lo más brevemen- 
te posible, voy a exponer a SS. SS. 

El primer punto pide e insta al Gobierno la intensi- 
ficación de los recursos que el Estado destina a inver- 
siones en infraestructuras agrarias, al objeto de poder 
modernizar y con ello contribuir tanto a la productivi- 
dad como a la competitividad del campo español ante 
la inminente plena integración en la Comunidad Eu- 
ropea del 1 de enerode 1993, donde se aplicará la Polí- 
tica Agraria Común. 

El segundo punto solicita el fomento a la creación de 
estructuras comerciales competitivas que eviten el con- 
tinuo deterioro de la balanza comercial agroalimenta- 
ria con el exterior. Ya dijimos el otro día, en los 
diferentes debates que hemos tenido, que teníamos un 
déficit de nada menos que 196.000 millones de desequi- 
librio en la balanza comercial. Tienen que ser medidas 
de todo orden. Francia, en estos momentos, está pre- 
miando a empresas españolas si llegan a ciertos nive- 
les de importación de sus productos. 

En tercer lugar, la potenciación de las ayudas que las 
administraciones concedan a la incorporación de jóve- 

nes agricultores para evitar la desertización y el des- 
poblamiento de las zonas rurales. Tenemos la población 
más envejecida de todos los países europeos, estando 
en su mayor parte entre los cincuenta y ocho y sesenta 
años. Dijo el otro día el Ministro -señor Solbes- que 
no se producía prácticamente ninguna incorporación 
de jóvenes de menos de veinte años. 

Cuarto punto. El Gobierno tiene que comprometer- 
se al cumplimiento de los pagos y obligaciones contraí- 
das con los agricultores y ganaderos en forma de 
ayudas para la modernización de sus explotaciones, pre- 
ferentemente los débitos derivados del Real Decreto 
80811987. No voy a incidir más, señorías, sobre el cum- 
plimiento por parte del Gobierno cuando se compro- 
metió, ahora hace un año, en esta misma Cámara de 
Diputados, diciendo, a través de una interpelación y de 
una moción del Grupo Catalán, que lo pagaría en un 
plazo breve. 

El quinto punto propone la revisión del régimen fis- 
cal aplicable a la actividad agraria. De forma específi- 
ca, el Gobierno procederá a la siguientes medidas, sobre 
todo después de haber manifestado el Portavoz socia- 
lista, en la iniciativa legislativa de la proposición de ley 
del Diputado señor Casanovas, de nuestro Grupo Par- 
lamentario, unos momentos antes, que había voluntad 
de resolver estos problemas, revisar la actual aplicación 
del IRPF sobre el sector agrario, teniendo en cuenta las 
especificidades y diferentes costes de elaboración que 
conllevan las diversas explotaciones y producciones, 
que en estos momentos está creando verdaderos pro- 
blemas administrativos a los agricultores que han en- 
trado por primera vez en este nuevo sistema de 
aplicación del IRPF. También, fomentar fiscalmente los 
procesos que conllevan a incrementar la dimensión de 
las explotaciones agrarias. No han conseguido este ob- 
jetivo; sólo hay que hacer una comparación con los paí- 
ses que nos rodean. La CEE tiene como media de 
dimensión, 13,3 hectáreas: Bélgica, 14,8; Países Bajos, 
15,3; Alemania, 16,8; Francia, 28,6; Reino Unido, 64,4; 
España, 13,8. 

Esto nos lleva a presentar la petición de que fiscal- 
mente se mejore a través de procesos que tiendan a in- 
crementar las dimensiones de las explotaciones 
agrarias. Asimismo, favorecer también la continuidad 
de las explotaciones agrarias mediante la revisión de 
los criterios limitativos contenidos en el impuesto so- 
bre sucesiones, donaciones y permutas entre profesio- 
nales de la agricultura. No nos podemos amparar en 
que esto lo contempla la concentración parcelaria que 
hace el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario; no, 
señorías, esto tiene que ser automático. Cuando cual- 
quier transacción, sucesión o permuta se produzca en- 
tre profesionales de la agricultura, esto tiene que ser 
automático, aunque sea voluntario, sin ningún proce- 
so administrativo previo que conlleve la facultad de que 
Lo puedan hacer. También el impulso mediante estímu- 
Los fiscales y económicos a todas las asociaciones de 
agricultores en fase de producción y distribución cons- 
tituidas por los propios agricultores o ganaderos para 
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participar cada vez más de la mayor proporción del va- 
lor añadido. Si dice frecuentemente que de las diez par- 
tes que tiene la recuperación de valor añadido, los 
agricultores españoles están solamente en dos de es- 
tas diez partes. 

En el sexto punto nos referimos a la aplicación in- 
mediata de la proposición no de ley aprobada por este 
Congreso de los Diputados, en la que se insta al Gobier- 
no a regular la figura del profesional de la agricultura 
a título principal como beneficiario preferente de las 
ayudas de todas las administraciones a este sector. No- 
sotros continuamos pensando que ésta tiene que ser 
pieza básica para que, de una vez, no se introduzcan ele- 
mentos extraños a los que son los cultivadores direc- 
tos o agricultores a tiempo principal, para que, como 
decía el Comisario McSharry, como decía el Ministro 
señor Solbes el año pasado en la defensa de la interpe- 
lación referente a la aplicación del 808, diciendo que 
entraban elementos que no eran personas vinculadas 
directamente o que vivían directamente de la agricul- 
tura, para que no se produzcan estas situaciones y con 
el reforzamiento y la introducción en nuestro ordena- 
miento jurídico de la figura de este profesional de la 
agricultura se facilitaría y evitaría ya, de una vez para 
siempre, que el perceptor preferente y único de todas 
las ayudas fuera este profesional que define y que cali- 
fica esta proposición no de ley aprobada por esta 
Cámara. 

Finalmente, en el séptimo punto se hace referencia 
a la elaboración de un plan integral del medio rural, 
al objeto de asegurar la disposición por parte de agri- 
cultores y ganaderos de servicios básicos en el mundo 
rural, como son electricidad, telefonía, vías de comu- 
nicación, servicios sanitarios y de enseñanza y equipa- 
mientos del ocio, a la vez que favorecer el desarrollo 
de actividades complementarias a la agricultura, como 
pueden ser industria agroalimentaria, turismo rural u 
otras actividades, incluso de cariz artesanal que pue- 
den aumentar las rentas de estos agricultores. Señorías, 
no es que estos servicios que les estoy enumerando no 
se tengan en muchos casos, sino que lo que se tiene que 
hacer es mejorarlos y ponerlos al mismo nivel de cali- 
dad que tienen las concentraciones urbanas. 

Todo esto ipara qué? Resumiendo, señor Presidente, 
y concluyo con esta afirmación: básica y primordial- 
mente para evitar el abandono que se está producien- 
do constantemente de los activos que todavía tiene el 
campo actualmente, o sea, de los agricultores que ca- 
da día se van con más facilidad o por cualquier motivo 
o pretexto; propiciar, sobre todo, la incorporación de 
jóvenes agricultores que, como decía antes y reconoció 
el señor Ministro, prácticamente no se produce ningu- 
na, y contribuir a asentar la población en el mundo ru- 
ral para poder mantener esta población mínima que se 
necesita para que la agricultura española pueda ser 
competitiva con el resto de los países comunitarios. 

Señorías, posiblemente nuestro Grupo habría podi- 
do hacer una disección más prolija de estos siete pun- 
tos y convertirlos en doce, pero creemos que si esta 

Cámara aprueba estos puntos que contempla nuestra 
moción, los agricultores españoles nos lo agradecerán, 
porque seguramente, yo diría con toda seguridad, toda 
su actividad y, sobre todo, sus rentas y su nivel de vida 
o su calidad de vida mejorarían ostensiblemente. 

Por estas razones y por estas motivaciones, espero, 
señorías, que esta Cámara vote favorablemente la mo- 
ción presentada por el Grupo Catalán de Convergencia 
i Unió. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Para la defensa de la moción del Grupo Popular, tie- 
cias, señor Ferrer. 

ne la palabra el señor Ramírez. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ Con motivo de nues- 
tra interpelación del pasado día 11, traemos aquí la mo- 
ción consecuencia de aquella actuación parlamentaria, 
mediante la que pretendimos poner de manifiesto -y 
creo que por el contenido del debate así se obtuvo- la 
carencia de un programa de política agraria del Gobier- 
no socialista, la falta de un compromiso agrario del Par- 
tido Socialista, la necesidad de forzar un debate en el 
seno del Congreso de los Diputados que pusiera de re- 
lieve las carencias que en estos momentos sufre nues- 
tro sector productor agrario y la necesidad de afrontar 
urgentemente -ratifico esta urgencia, como luego 
veremos- la puesta en vigor de acciones que permi- 
tieran superar el difícil momento por el que atravesa- 
mos y que se está perfilando con las reformas que se 
van introduciendo. 

Nuestra moción establece, como elemento principal 
de la estrategia que el Partido Popular entiende que de- 
be desarrollarse en el Congreso de una forma inmedia- 
ta, que el Gobierno comparezca ante la Cámara en el 
plazo máximo de quince días y presente un programa 
integral agrario; que el debate que esa presentación pro- 
duciría y las modificaciones, como propuestas de re- 
solución, que pudiéramos introducir los grupos 
parlamentarios, significara la toma en conciencia de la 
realidad agraria española y la aportación de solucio- 
nes urgentes que se contendrían en ese programa inte- 
gral agrario. 

La moción del Grupo Popular establece los elemen- 
tos mínimos, que no cerrados, a los que entiende que 
debería hacer referencia el programa integral agrario 
del Gobierno. Así, ponemos de manifiesto que la com- 
parecencia del Gobierno debería referirse a un progra- 
ma de fiscalidad, de reforma de la Seguridad Social 
agraria, de un programa financiero que previera las cir- 
cunstancias específicas que concurren en el sector agra- 
rio, así como los modos y formas en que el sector 
agrario puede y debe tener un específico programa fi- 
nanciero. También un programa integral de juventud, 
que contemplara con generosidad todos los aspectos 
que concurren en el problema que en este momento 
afecta a la juventud agraria; la permanencia de la ju- 
ventud en el sector agrario, la sucesión en las explota- 
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ciones, el problema de fiscalidad, el problema de vivien- 
da, el problema de primera implantación. 

Este programa integral que solicitamos al Gobierno, 
y que, repito, debería ser presentado en la Cámara en 
el plazo máximo de quince días, tendría que hacer re- 
ferencia a un desarrollo del mundo rural en la comple- 
jidad y calidad de servicios, etcétera, que exige nuestro 
deteriorado mundo rural. Un programa de innovación 
tecnológica que hiciera factible la introducción de al- 
ternativas productivas en un mundo cada vez más cer- 
cenado de estas posibilidades. Un programa, repito, que 
tuviera como eje de actuación la acomodación en Es- 
paña de las medidas de acompañamiento recientemente 
aprobadas con la reforma de la política agraria común, 
programa que tendería a usar los importantes fondos 
estructurales que esa reforma pone al servicio del Go- 
bierno español y de la agricultura española y que tu- 
viera como eje de actuación la jubilación anticipada de 
los agricultores a partir de los 55 años, la reforestación 
de 500.000 hectáreas de tierras arables en el plazo de 
cuatro años y la actuación en los ecosistemas puestos 
en peligro por la agricultura intensiva, la derogación 
de aquellas normas que están haciendo imposible que 
nuestra agricultura, que nuestro comercio agrario, que 
nuestras exportaciones, que, en definitiva, nuestras es- 
tructuras de producción se acomoden a las recientes 
reformas acometidas en la política agraria común y los 
últimos acuerdos adoptados en el GATT la pasada se- 
mana. Finalmente, la reforma de la estructura política 
administrativa del Ministerio de Agricultura, acomo- 
dándola a la realidad autonómica española. 

Después de la presentación de esta moción, señor Pre- 
sidente, y conscientes de que en Washington se había 
alcanzado la semana pasada un acuerdo de trascenden- 
tal importancia para la agricultura europea en su con- 
junto y española en particular, el Grupo Parlamentario 
Popular presentó una enmienda a su propia moción me- 
diante la cual pretendemos que el Gobierno informe ur- 
gentemente a la Cámara sobre el acuerdo alcanzado en 
el capítulo agrícola en el seno del GATT y la influencia 
y repercusiones que del mismo se deriven en función 
de lo que estamos tratando y de lo que somos protago- 
nistas en estos momentos, la agricultura española. 
Igualmente desearíamos que en esta comparecencia del 
Gobierno se informara de lo que va a significar para 
el sector productor agrario español el nuevo espacio 
económico europeo. Pretendemos que con esta compa- 
recencia el Gobierno se comprometa públicamente a 
que adoptará todas las medidas legales, todas las me- 
didas que están a su alcance como socio y miembro de 
derecho de la Comunidad Económica Europea, para 
que esta institución no adopte una postura oficial en 
relación al acuerdo adoptado en Washington en el ca- 
pítulo agrícola del GATT que pueda ser perjudicial pa- 
ra los intereses españoles. 

Nosotros, señor Presidente -y en este turno debería- 
mos fijar posición respecto a la enmienda que hemos 
recibido del Grupo Socialista al contenido de nuestra 
moción-, entendemos que hablar el día 24 de noviem- 

bre de problemas agrarios, ganaderos y forestales es- 
pañoles y no hacer mención, en un escrito oficial del 
Grupo Socialista, del acuerdo del GATT, es un aleja- 
miento de la realidad que es sumamente peligroso. El 
Partido Socialista nos ha presentado una enmienda que 
pretende modificar el texto, acuerdos y plazos de la mo- 
ción del Grupo Popular y en ningún momento habla del 
acuerdo que se ha adoptado en Washington, con el que 
terminan las negociaciones del capítulo agrícola del 
GATT. 

Tenemos envidia, señor Presidente. Mañana se cele- 
bra una sesión del pleno de la Asamblea francesa, a ins- 
tancias del Gobierno frances, para debatir el alcance 
de lo que significará para la agricultura de nuestro ve- 
cino país el acuerdo adoptado por la Comisión de la Co- 
munidad y los negociadores del GATT en el seno de la 
reunión celebrada la semana pasada en Washington. To- 
dos hemos tenido conocimiento estos días de la postu- 
ra del Presidente de la República, del Presidente del 
Gobierno, del Presidente de la Comisión en su calidad 
de político francés, del Ministro de Agricultura fran- 
cés, respecto al acuerdo que se ha alcanzado en Wa- 
shington. Ignoramos cualquier comentario oficial de las 
autoridades españoles, del Ministerio de Agricultura, 
del Presidente del Gobierno o del Vicepresidente; igno- 
ramos cuál es el criterio que se va a adoptar, qué valo- 
ración se está haciendo respecto a qué va a significar 
este acuerdo y qué efectos directos va a tener sobre 
nuestra agricultura. No sabemos, en absoluto, cuál es 
la postura del Gobierno socialista español y, por tanto, 
tenemos que criticar que, en un documento que se nos 
presenta como alternativa a nuestra moción, el Parti- 
do Socialista siga ignorando que en Washington se ha 
adoptado un acuerdo que puede ser trascendental pa- 
ra el futuro de la política agraria española, para la agri- 
cultora española e incluso para la reforma de la política 
agraria común que se adoptó en primavera. 

Respecto al contenido concreto de la enmienda, se- 
ñor Presidente, es más de lo mismo. En ningún momen- 
to el Partido Socialista se compromete a una acción 
inmediata como la que estamos exigiendo en nuestra 
moción. Nos dice que se presentará en el transcurso de 
la presente legislatura un proyecto de ley que hará re- 
ferencia a una serie de puntos. Si este documento hu- 
biera emanado del Partido Socialista al principio de la 
legislatura, hace tres años y medio, sería aceptable, por- 
que sería un programa de Gobierno de política agra- 
ria, sería un compromiso ante la sociedad agraria 
española para un tiempo largo, cual es el de una legis- 
latura, pero ahora, cuando está finalizando la legisla- 
tura, cuando se está hablando de elecciones 
anticipadas, de disolución de la Cámara, que venga el 
Partido Socialista y nos diga que va a elaborar en el 
transcurso de la legislatura un proyecto de ley que ha- 
ce mención a una serie de puntos, que ha tenido tiem- 
po de hacerlo, creemos que no es nada serio. Pero es 
que ya no hay más compromisos. A partir de ese mo- 
mento, habla de un libro blanco, que no sabemos cuál 
va a ser. ¿El libro blanco que se aprobó en el congreso 
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que inauguró el Vicepresidente y cuyas conclusiones co- 
nocemos hace ya seis o siete meses? ¿Un nuevo libro blan- 
co que se realizará ahora, cuando la Cámara va a ser 
disuelta y ha terminado la legislatura? No creemos que 
sea el momento para filosofar, no creemos que sea el mo- 
mento para grandes compromisos a largo plazo, que es 
lo que plantea la enmienda del Partido Socialista. 

La realidad agraria española exige actuaciones con- 
cretas, exige que el Gobierno socialista comparezca en 
el Congreso de los Diputados, en el plazo máximo de 
quince días, y nos diga qué le parece el acuerdo adop- 
tado en el GATT, cómo va a repercutir. .. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Ramírez, le ruego que concluya. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ Voy a ir terminan- 
do, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Su tur- 
no, como sabe, es para defender los términos de su 
moción. 

El señor RAMIREZ CONZALEZ: Estaba intentando 
ahorrar, señor Presidente, un segundo turno para fijar 
posición en una enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): El tur- 
no es muy escueto. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ: Estoy terminando, 
señor Presidente. 

¿Qué va a decir el Gobierno -repito- respecto al 
contenido del acuerdo del GATT? ¿Qué va a hacer el Go- 
bierno ante las demandas que aquí y ahora le está ha- 
ciendo el campesinado español? ¿Qué va a hacer 
respecto a un paquete de reforma fiscal, de seguridad 
social, de financiación, del pago de las deudas que tie- 
ne contraídas hace varios años para la reforma y mejo- 
ra de las estructuras agrarias, de potenciación de 
nuestras exportaciones, etcétera? 

Como comprenderán, en este momento no podemos 
aceptar cualquier enmienda que intente desvirtuar y 
alejar el debate. El Gobierno tiene que comparecer en 
la Cámara e informar de cuál es su política agraria. Y 
si el Gobierno, amparado en los votos del Partido So- 
cialista, rehúye este debate, todos sacaremos las con- 
secuencias. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Ramírez. 

A estas mociones han presentado enmiendas el Gru- 
po de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, el Gru- 
po Socialista y el Grupo Vasco. 

Para la defensa de las enmiendas del Grupo de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pala- 
bra el señor Caballero. (El señor Ferrer i Profitós pide 
la palabra.) 

¿Señor Ferrer? 

El señor FERRER 1 PROFITOS: Para una cuestión 
de orden, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Señor 
Ferrer, el orden establecido es éste. Una vez que hayan 
intervenido en la defensa de las enmiendas ... 

El señor FERRER 1 PROFITOS Señor Presidente, só- 
lo quería decir que le agradecería que pidiera a los ser- 
vicios de megafonía de la Cámara que elevaran el tono 
de voz, porque a los portavoces que vienen a continua- 
ción, que no tienen este chorro de voz que tiene el se- 
ñor Ramírez, no les vamos a escuchar nada. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Sí, se- 
ñor Ferrer. 

Rogaría dos cosas. En primer lugar, silencio a SS. SS. 
y, en segundo lugar, que, si es posible, eleven el nivel 
de sonido. 

Cuando quiera, señor Caballero. 

El señor CABALLERO CASTILU): Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, desde luego, es de agradecer la observación 
del portavoz del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), 
porque de las dos intervenciones anteriores, allí arri- 
ba, yo no he podido escuchar nada; quizá por la mega- 
fonía y también por el gallinero. (Protestas.) Las dos 
cosas nos han impedido saber qué es lo que nos ha que- 
rido manifestar el Grupo Popular y el Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió). Pero como tenemos las mocio- 
nes escritas, por el orden en que han sido presentadas, 
podemos decir que la moción del Grupo Catalán nos 
parece que es muy genérica y que quizá habría que ha- 
ber concretizado más lo que se quiere decir. De todas 
maneras, estamos ante un debate un poco atípico con 
respecto a cómo hemos debatido otras mociones, por- 
que estamos viendo dos mociones, pero, al final, la que 
se va a ver definitivamente va a ser la que presenta el 
Grupo del PSOE, que será la que se vote, si la asume 
alguno de los grupos, y la que prospere. 

Me voy a ceñir a las ideas que queremos manifestar 
y diré que observamos que la moción del Grupo Cata- 
lán (convergencia i Unió) es genérica, como hemos di- 
cho, con independencia de que en el punto siete se 
hagan precisiones de mayor interés en cuanto a la ne- 
cesidad de las intervenciones a realizar en el mundo 
rural, en la complejidad existente en este sector, en las 
zonas menos productivas y en la necesidad de hacer una 
intervención política urgente y adecuada a las necesi- 
dades que está demandando este sector. Nos parece que 
este punto es más concreto y, por tanto, interesante. No 
queremos decir que los demás puntos no sean de inte- 
rés, decimos que les falta concreción y nuestro Grupo 
no tendría inconveniente en apoyarlos si, por otra par- 
te, Convergencia i Unió tiene a bien aceptar las enmien- 
das de adición que hemos presentado. Después del 
primer párrafo de la moción, se crean dos nuevos pun- 
tos del siguiente tenor. Uno, que el Gobierno abra un 
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proceso de diálogo con los agentes políticos y sociales 
interesados en el sector agrario, así como con los orga- 
nismos competentes, para determinar las leyes y nor- 
mativas que deben ser corregidas y modificadas para 
la mejor adaptación a la PAC del 1 de enero de 1993. 
Dos, que, en el plazo más corto posible, el Gobierno pre- 
sente a la Cámara los proyectos de nuevas leyes y pro- 
yectos de modificación de las normativas vigentes que 
se hace necesario modificar, con el fin de que nuestra 
legislación responda a los intereses de la agricultura 
y a los contenidos de la PAC. 

¿Por qué planteamos estos dos puntos? Porque obser- 
vamos que, en el transcurso de los debates que venimos 
sosteniendo en la Cámara, de manera reiterada surgen 
interrogantes y opiniones sobre la necesidad de adecuar 
nuestra legislación, en toda una serie de leyes que de- 
ben ser modificadas y retocadas, a las demandas del 
sector agrario, opinión que, por otra parte, no sólo ha 
sido manifestada en la Cámara, sino que es mantenida 
por los propios agricultores. Nos parece que debiera 
instarse al Gobierno, por un lado, a que esa modifica- 
ción no sea, como hemos manifestado en otras ocasio- 
nes, fruto de un estudio de los técnicos en sus 
respectivos despachos, sino fruto del intercambio de 
opiniones y de criterios con las organizaciones y agen- 
tes sociales que tienen competencia e interés en la agri- 
cultura y, por otro lado, que lo más pronto posible esas 
modificaciones se traigan a la Cámara para su justo 
cumplimiento. Este es el contenido de nuestras enmien- 
das, que esperamos que se tengan en consideración. 

En cuanto a la moción presentada por el Grupo Po- 
pular, nos parece que también es excesivamente gené- 
rica, que no precisa suficientemente, a nuestro enten- 
der, lo que debiera ser, y con la pretensión de que fue- 
se más concreta y más completa en atención a una di- 
námica política, pues creemos que es necesario atender 
al conjunto de los agricultores, hemos presentado una 
enmienda proponiendo la sustitución de los puntos 1 
al 10 por un texto que tiene el siguiente tenor: Prime- 
ro, democratización: elecciones sindicales agrarias que 
permitan medir la representatividad de las organiza- 
ciones de agricultores y reforzar su legitimidad; crea- 
ción de cauces estables e institucionales de partici- 
pación democrática de las organizaciones agrarias, in- 
cluyendo los sindicatos de trabajadores asalariados, en 
las decisiones de política agraria; acceso de los sindi- 
catos agrarios al uso del patrimonio sindical en condi- 
ciones justas. Este punto es de necesidad urgente, así 
ha sido manifestado en otros debates, pero no ha sido 
tenido en consideración y creemos que debe serlo, por- 
que es una demanda latente y una necesidad en el sec- 
tor agrario. 

Segundo. Defensa de las explotaciones agrarias de ti- 
po familiar y cooperativo. El modelo de agricultura que 
debe impulsar la política agraria ha de dar prioridad 
a los agricultores y ganaderos que trabajan por sí mis- 
mos la tierra, bien en explotaciones de tipo familiar, 
bien de forma cooperativa. Este modelo de agricultu- 
ra debe orientar las condiciones que se exijan a los be- 

neficiarios de las ayudas públicas (tanto nacionales 
como de la Comunidad Económica Europea), la asig- 
nación de cuotas de producción, el tratamiento fiscal, 
el sistema de Seguridad Social y, en general, todas las 
medidas de política agraria. Creemos que también tie- 
ne contenido y demanda suficiente así como necesidad 
de atención. 

Tercero. Incremento y mejora de las bases territoria- 
les de las explotaciones familiares y cooperativas. De- 
be ponerse en marcha diversos instrumentos que 
contribuyan a este objetivo. Se trata de lograr que las 
personas que trabajan, o que quieren trabajar, en el 
campo, tengan acceso al uso de la tierra suficiente pa- 
ra alcanzar un nivel de vida digno, removiendo los obs- 
táculos que lo dificultan. Debe ponerse en marcha 
medidas legales (régimen de propiedad y tenencia de 
la tierra), fiscales y organizativas (creación de bancos 
de tierra con capacidad para intervenir en el mercado 
de la tierra en favor de los objetivos de mejorar las es- 
tructuras). 

Creemos que se dan casos múltiples y más que sufi- 
cientes como para contemplar esta demanda y este pun- 
to que acabamos de expresar, porque son innumerables 
los agricultores que se encuentran sin posibilidad de 
tener acceso a la tierra o están teniendo acceso a ella 
en condiciones bastante difíciles y desfavorables. 

Cuarto. Reforzamiento de las medidas de ayuda pa- 
ra mejorar las estructuras de producción, comerciali- 
zación y transformación. Debe quebrarse la tendencia 
de los presupuestos del Ministerio de Agricultura en 
los últimos años, incrementándose los recursos desti- 
nados a política de estructuras. 

Quinto. Apoyo directo a las rentas agrarias. Con ca- 
rácter urgente debe aplicarse el sistema comunitario 
de las ayudas transitorias a las rentas agrarias (Regla- 
mento 768/1989), como forma de evitar el abandono a 
corto plazo del sector de un gran número de explota- 
ciones familiares. Las ayudas a las rentas deberían serlo 
a las explotaciones con rentas bajas que tuvieran vo- 
cación para continuar en el sector adaptándose a la nue- 
va situación. 

Sexto. Desarrollo integrado del medio rural. Más allá 
de las declaraciones de intenciones, deben articularse 
los marcos institucionales que favorezcan el desarro- 
ilo rural (en particular mediante órganos de coordina- 
5ón entre todas las administraciones en las que 
participen las organizaciones agrarias, desde el nivel 
zomarcal hasta el nacional), y deben dotarse los recur- 
sos financieros necesarios para que las políticas de de- 
sarrollo rural pasen de los papeles a los hechos. 

Séptimo. Participación de los agricultores en los pro- 
:esos de comercialización e indutrialización de sus pro- 
iuctos. Mediante ayudas públicas y cambios legales, 
iebe estimularse que los agricultores participen de for- 
na cooperativa en la comercialización y transformación 
le sus productos. 
Y octavo, formación, investigación y divulgación tec- 

iológica. Establecimiento de un plan de a actuaciones 
:oordinadas con participación de todas las administra- 
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ciones y de los organismos agrarios que den coheren- 
cia a las actuaciones dispersas que hoy existen y que 
impulsen la gran cantidad de medidas nuevas nece- 
sarias. 

Este es el sentido de nuestras enmiendas. Nos pare- 
ce que es más precisa. En cualquier caso, entendemos 
que responde a los intereses que queremos manifestar 
el conjunto de los portavoces del sector menos favore- 
cido de los agricultores, como son los pequeños agri- 
cultores y los agricultores de las zonas más 
desf avorecidas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Enmiendas del Grupo Socialista. Para su defensa, tie- 
cias, señor Caballero. 

ne la palabra el señor Nieto. 

El señor NIETO GONZALEZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, nos encontramos en estos momentos en un de- 
bate, desde mi punto de vista, bastante singular. Se han 
presentado dos mociones por parte de dos Grupos par- 
lamentarios, consecuencia de dos interpelaciones que 
no se vieron como tal hace dos semanas sino que fue- 
ron englobadas en un debate de política agraria gene- 
ral al que, evidentemente, los que presentaron las 
interpelaciones e hicieron sus aportaciones, pero tam- 
bién las hicieron el resto de los grupos parlamentarios 
que, no teniendo presentadas interpelaciones, sí habían 
solicitado un debate de política general. 

Por la singularidad de este trámite, el Grupo Parlamen- 
tario Socialista ha presentado una enmienda, dos enmien- 
das, si se quiere, del mismo contenido, una a cada una 
de las mociones, en la que hemos intentado recoger la 
esencia del debate efectuado en esta Cámara hace dos se- 
manas, concretamente el día 11 del presente mes. 

En esta enmienda de sustitución que presenta el Gru- 
po Parlamentario Socialista hemos intentado recoger 
las propuestas esenciales que hicieron los diversos gru- 
pos en el debate de hace dos semanas y la propuesta 
que hizo el Ministro, en nombre del Gobierno, en esta 
misma tribuna. También hemos querido recoger 
-quizá nos hayamos dejado muchas cosas, estoy seguro 
de ello- el contenido de un acuerdo firmado reciente- 
mente entre el Ministerio de Agricultura y las organi- 
zaciones profesionales agrarias, un acuerdo-marco 
firmado el 23 de mayo pasado, donde se recoge una se- 
rie de medidas tendentes a modernizar el campo espa- 
ñol y a posibilitar una mejor aplicación de la nueva 
política agraria comunitaria. 

Hemos recogido esta serie de propuestas y de inicia- 
tivas y hemos elaborado esta enmienda, que, en esen- 
cia, pretende, teniendo en cuenta que el sector agrario 
español se enfrenta a una profunda reforma de la polí- 
tica agraria comunitaria y, además, a un contexto in- 
ternacional, al que algún interviniente hacía referencia, 
en el que crece la presión, ha crecido constantemente 
en los últimos tiempos hacia una mayor liberalización 
del comercio mundial, incluido el de productos agroa- 

limentarios, teniendo en cuenta esa situación, digo, el 
Grupo Parlamentario Socialista y el Gobierno quere- 
mos que la agricultura española pueda hacer frente a 
estos nuevos retos, garantizando unas condiciones dig- 
nar de renta para los agricultores y una adecuada ca- 
pacidad de competitividad que consideramos impres- 
cindible para afrontar la nueva situación. 

Por tanto, hace falta una política de modernización 
ambiciosa que contemple la puesta en marcha de una 
serie de instrumentos importantes que tiendan a me- 
jorar las rentas de los agricultores, de los activos agra- 
rios y que, además, tengan en cuenta las distintas 
situaciones socioeconómicas de las explotaciones agra- 
rias. En ese sentido, recogiendo el espíritu de este 
acuerdo firmado recientemente entre el Ministerio y las 
organizaciones agrarias, hemos elaborado, teniendo co- 
mo base, insisto, todo lo discutido en el debate de la se- 
mana anterior, especial y fundamentalmente el 
contenido de la moción del Grupo Catalán, una enmien- 
da del siguiente tenor que paso a exponer. 

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a lle- 
var a cabo un conjunto de actuaciones destinadas, fun- 
damentalmente, a mejorar la competitividad del sector 
agrario y a elevar, como decía hace un momento, el ni- 
vel de vida y de bienestar entre los agricultores. Para 
ello hacemos las siguientes propuestas concretas, y ha- 
bía algún portavoz que decía que no concretábamos en 
nuestra enmienda; yo considero que es una enmienda 
bastante puntual. 

En la enmienda del Grupo Socialista aparece el com- 
promiso de elaborar y presentar ante esta Cámara, den- 
tro de la presente legislatura, un proyecto de ley para 
modernizar las estructuras productivas agrarias. En 
ella decimos que se deben contemplar al menos tres 
cuestiones de vital importancia, que eran señaladas de 
esta forma alguna de ellas por la moción del Grupo Po- 
pular, y todas por la moción que presentaba el Grupo 
Catalán. 

Pensamos que en este proyecto de ley debe regular- 
se, de una vez por todas, la figura del profesional de la 
agricultura, que tiene que ser el beneficiario preferen- 
te de las ayudas de las administraciones públicas a es- 
te sector. Como segunda cuestión, en este proyecto de 
ley consideramos, y así lo dice la enmienda, que deben 
potenciarse las ayudas que en la actualidad las diver- 
sas administraciones públicas conceden a la incorpo- 
ración de jóvenes agricultores. Como tercera cuestión, 
consideramos que en esa ley también se deben regular 
-y en otras que haya que modificar o hacer nuevas- 
una serie de instrumentos normativos y financieros que 
fomenten los procesos que conllevan incrementar la di- 
mensión de las explotaciones agrarias y que favorezcan 
la continuidad de las explotaciones familiares agrarias. 
Entre estos instrumentos normativos y financieros creo 
que pueden estar incluidas perfectamente las propues- 
tas fiscales que se contemplaban en la moción que pre- 
sentaba el Grupo Catalán y algunas de las que se 
contemplaban en la proposición de ley que hemos de- 
batido al comienzo de la sesión de esta tarde. 
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Como segundo punto de la enmienda se insta al Go- 
bierno a que elabore, también dentro de la presente le- 
gislatura, un libro blanco sobre el futuro del mundo 
rural, que contemple las acciones necesarias para el de- 
sarrollo del entorno económico, social y cultural del me- 
dio agrario, que contribuya a que los agricultores y 
ganaderos dispongan de servicios básicos, como la te- 
lefonía, electricidad, vías de comunicación, servicios sa- 
nitarios y educativos, equipamientos del ocio, etcétera, 
a la vez que se implementan para este mundo rural una 
serie de actividades complementarias a la agricultura, 
como la industria agroalimentaria o el turismo rural, 
que vengan a complementar las rentas agrarias. Hay 
un compromiso en el punto dos de la enmienda de que 
el Gobierno informe a esta Cámara del contenido de di- 
cho estudio. 

Como tercer punto de la enmienda instamos al Go- 
bierno al fomento de la creación de estructuras comer- 
ciales competitivas que favorezcan el crecimiento de 
nuestras exportaciones agroalimentarias, impulsando 
las asociaciones de agricultores que intervengan en las 
fases de producción, industrialización y comercializa- 
ción, constituidas por los propios agricultores o gana- 
deros para participar -este es un interés fundamental 
por parte del Grupo Socialista y también por parte del 
Gobierno- cada vez en mayor medida en el valor aña- 
dido agrario. 

Como cuarta cuestión, se insta a una mayor partici- 
pación de las administraciones públicas en los recur- 
sos que se destinan a las inversiones en infraestructuras 
agrarias, así como para poder aplicar adecuadamente 
las medidas de acompañamiento de la política agraria 
comunitaria, medidas de acompañamiento que se ci- 
fran en esta enmienda en el cese anticipado con rees- 
tructuración de los agricultores que voluntariamente 
lo soliciten, reforestación de tierras arables y financia- 
ción de programas medioambientales. 

En quinto lugar, se insta al Gobierno al cumplimien- 
to de los pagos y obligaciones contraídas por los agri- 
cultores y ganaderos en forma de ayudas a la mejora 
y modernización de sus explotaciones, derivadas del 
Real Decreto 80811987. Es un compromiso adquirido y 
se insta para que se lleve a cabo. 

Como sexto y último punto, también se hace referen- 
cia a la innovación tecnológica que haga factible la in- 
troducción de alternativas en el sistema productivo, a 
fin de elevar la productividad y rentabilidad de las ex- 
plotaciones agrarias. 

Este es el contenido de nuestra enmienda, que cree- 
mos, insisto, recoge esencialmente, yo diría que en un 
porcentaje altísimo próximo al cien por cien, el conte- 
nido de la moción presentada por el Grupo Catalán y 
que también recoge alguno de los aspectos contempla- 
dos en la moción del Grupo Popular. 

Quiero insistir una vez más en que creemos que esta 
serie de medidas son adecuadas y vendrían a implemen- 
tar las que ya vienen funcionando a través de la propia 
política agraria comunitaria, y las que lo vienen hacien- 
do a través de la propia Administración española, y ser- 

virían para mejorar las estructuras agrarias españolas, 
para modernizar el campo español. 

Señorías, creemos que no se debe entrar en otra se- 
rie de cuestiones que se han planteado, y especialmen- 
te quisiera referirme a una de ellas. Se insiste por parte 
del Grupo Popular en que es necesaria la comparecen- 
cia de algún miembro del Gobierno en esta Cámara pa- 
ra hablar de muchas cosas, entre otras para hablar de 
los acuerdos del GATT. Yo creo, desde el punto de vista 
socialista, que no tiene sentido que lo contemplemos 
en una moción de estas características, puesto que cual- 
quier grupo parlamentario tiene la posibilidad de pe- 
dir la comparecencia de un miembro del Gobierno y 
éste tiene la obligación de comparecer en la Comisión 
de Agricultura, que para eso está. 

Por lo tanto, señorías, y con esto termino, pedimos 
a los proponentes de la moción, y especialmente al Gru- 
po Catalán, con el que es tremendamente coincidente 
nuestra enmienda, que retiren su propuesta y permi- 
tan la votación de esta enmienda de sustitución que pre- 
senta el Grupo Parlamentario Socialista. De esta forma 
creemos que estaremos poniendo en marcha una serie 
de medidas beneficiosas para la agricultura española. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 
cias, señor Nieto. 

Enmienda del Grupo Vasco (PNV). Para fijar posición 
sobre la moción y defender dicha enmienda, tiene la pa- 
labra el señor Gatzagaetxebarría. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA Gracias, 
señor Presidente. Nuestro Grupo Parlamentario, a la 
vista del debate desarrollado hace dos semanas respec- 
to a la situación de la agricultura en España y la políti- 
ca diseñada sobre este sector económico, así como de 
las mociones presentadas por los Grupos Catalán y Po- 
pular inicialmente, y las respectivas enmiendas presen- 
tadas por Izquierda Unida, el Grupo Socialista y 
nuestro Grupo Parlamentario, desearía realizar las si- 
guientes consideraciones. 

La situación agraria española es preocupante y está 
padeciendo una crítica situación, en lo que todos los 
grupos básicamente coincidimos. El estado de la agri- 
cultura en España ya era difícil y precario cuando in- 
gresamos en la Comunidad Económica Europea, y se 
pensaba que ello iba a solucionar los males del campo 
español, cuando así no ha ocurrido. Pero no ha ocurri- 
do porque la infraestructura agraria española ya era 
claramente inferior a la del resto de los países comu- 
nitarios, uniéndose a ello otro conjunto de factores, co- 
mo las características geográficas, el carácter geológico 
del suelo, el estado de las infraestructuras hidráulicas 
y la influencia de las inclemencias climatológicas. 

La política agraria común no ha solucionado los ma- 
les del campo español, pero estimamos que con carác- 
ter general, su aplicación ha incidido de forma favo- 
rable en su situación. Ahora bien, la reciente reforma 
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de la PAC la vemos positivamente en términos genera- 
les, pues la anterior política agraria común suponía un 
enorme esfuerzo presupuestario para los fondos comu- 
nitarios, además de propiciar un exagerado volumen 
excedentario. 

Se ha pasado, pues, de un modelo de intervención so- 
bre los precios, a un modelo de apoyo directo a los pro- 
ductores, a los directamente relacionados con la 
elaboración y el trabajo en el campo. Entendemos que 
la reforma de la PAC ha buscado un punto de equilibrio 
entre los grandes cerealistas del norte de Europa y la 
agricultura de corte familiar del sur; entre la agricul- 
tura de los países nórdicos, como Alemania, Holanda 
o Irlanda, y la agricultura del sur, como puede ser la 
española, más de corte familiar. En este sentido, vemos 
que el equilibrio alcanzado ha sido positivo y que su- 
pone un avance en el planteamiento inicial del comisa- 
rio McSharry y la línea de que se promueva un plan de 
ayudas directas a los agricultores, que, en definitiva, 
ha supuesto la búsqueda de ese equilibrio intermedio 
entre lo que al Estado español le hubiera interesado en 
su momento y lo que ha interesado a otros Estados. Por 
todo ello, valoramos ese aspecto primero con un carác- 
ter claramente favorable. 

Respecto a la complementación de la política agra- 
ria común por la Administración central, quiero mani- 
festar que se ha efectuado un esfuerzo, tanto en la 
productividad como en cuanto a la inversión en estruc- 
turas agrarias. No obstante, sigue siendo necesaria la 
intervención específica en las estructuras por el retra- 
so que tenemos frente a otros Estados comunitarios, 
lo cual implica que disponemos de un menor nivel de 
productividad. Es preciso abordar, desde nuestro pun- 
to de vista, la mejora de la productividad de la remola- 
cha azucarera, así como una reordenación de la 
industria láctea para hacerla competitiva en el merca- 
do de la unión económica y política europea. 

En cuanto a los servicios de infraestructuras básicas, 
que tanto el Grupo Parlamentario de Convergencia i 
Unió, como el Popular, Izquierda Unida y el Grupo Par- 
lamentario Socialista plantean, en el mundo rural evi- 
dentemente se ha producido un progreso importante, 
pero entendemos que sería conveniente la aprobación 
de un plan integral en materia de servicios e infraes- 
tructuras en el mundo rural. En este aspecto, en el te- 
rritorio en el que nosotros, el Partido Nacionalista 
Vasco, dispone de poder político y en el que ostenta- 
mos responsabilidades de gobierno, hemos aprobado 
ya hace siete años un plan de infraestructuras y de ser- 
vicios que está ya prácticamente ejecutado, y observa- 
mos que algunos de los planteamientos en infraestruc- 
turas que el Grupo Popular realiza aquí verdaderamen- 
te son necesarios en el resto de la geografía española. 

En tercer lugar, también indicar que el Grupo Popu- 
lar plantea la puesta en práctica de un plan de ayudas 
a las rentas agrarias para zonas desfavorecidas y de 
montaña. Creemos que se está refiriendo no sólo a las 
indemnizaciones compensatorias de montaña, sino tam- 
bién a la posibilidad, que habilita la reglamentación co- 

munitaria, de la aprobación de un plan o un programa 
de ayudas directas a las rentas agrarias. 

Nuestro Partido, repito nuevamente, en el ámbito don- 
de tenemos responsabilidades, recientemente, con un 
Decreto de julio de 1992, ha aprobado el plan de ayu- 
das directas agrarias, pionero en el Estado español y 
que únicamente existe a nivel europeo en algunas re- 
giones italianas, en algunos alander)) alemanes y en la 
agricultura holandesa. 

Por todo esto nos congratulamos de que se presente 
una propuesta de esta envergadura. Tenemos conoci- 
miento de que en la Comunidad Autónoma castellano- 
leonesa se pretende ir por este camino. Evidentemen- 
te, esa Comunidad dispone de una calificación por parte 
de la Comunidad Económica Europea de un objetivo 
uno, lo cual le va a suponer un reembolso importante 
en cuanto a las ayudas que relativas al 25 por ciento 
le corresponderían, y animaríamos a que tal plantea- 
miento de ayudas directas a las rentas agrarias se hi- 
ciera extensivo al resto del Estado, tal y como lo plantea 
también el Grupo de Izquierda Unida y organizaciones 
agrarias como la COAG. 

En cuarto lugar, nuestro Grupo Parlamentario haría 
referencia al debate sobre el régimen tributario que ha 
sido objeto de análisis y de examen en la proposición 
de ley planteada por el Grupo Parlamentario Catalán, 
y respecto del cual los distintos grupos políticos nos 
hemos pronunciado, por lo cual no voy a entrar nueva- 
mente en su consideración. 

En quinto lugar, nuestro Grupo Parlamentario ha pre- 
sentado una enmienda al punto noveno de la moción 
del Grupo Parlamentario Popular, en virtud de la cual 
quiero manifestar lo siguiente. Que se ha de proceder 
a la apertura de unas negociaciones de transferencias 
en aras a lograr que las comunidades autónomas par- 
ticipen directamente en la aplicación de los fondos de 
la política agrícola común, tanto los fondos del Feoga- 
Orientación como los del Feoga-Garantía. En ese sen- 
tido, entendemos que mejoramos el punto noveno de la 
moción del Grupo Parlamentario Popular, por todo lo 
cual nos gustaría que dicho Grupo aceptara nuestro 
planteamiento al respecto. 

Voy finalizando, señor Presidente. También estaría- 
mos de acuerdo con el planteamiento del señor Ramí- 
rez, en la medida en que indica que sería necesario que 
el Gobierno informara a la Cámara respecto a los re- 
cientes acuerdos que se han producido en las negocia- 
ciones del GATT para la reducción de los aranceles. 

Sobre las dos grandes premisas u orientaciones que 
se han aprobado, tanto la relativa a la reducción de las 
exportaciones subvencionadas o las restituciones, co- 
mo la reducción de las plantaciones de oleaginosas, es 
decir, la colza, el girasol y la soja, nuestro Grupo Par- 
lamentario -quizá igual no sea el trámite o el instru- , 

mento o el vehículo más idóneo la moción consecuencia 
de la interpelación- sí está de acuerdo con el espíritu 
que plantea el Grupo Popular de que haya una infor- 
mación del Gobierno sobre el estado en que va a que- 
dar la agricultura española después de los efectos que 
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se originen por la ratificación por el Consejo de Minis- 
tros de la Comunidad Económica Europea de los acuer- 
dos alcanzados en el seno de la Ronda Uruguay del 
GATT. 

Por último, nuestro Grupo Parlamentario quisiera in- 
dicar también que, a la vista de las enmiendas presen- 
tadas por el Grupo Parlamentario Socialista o por el 
Grupo parlamentario de Izquierda Unida, vemos que 
hay materias que evidentemente tienen una conexión, 
hay puntos de común denominador que nosotros esta- 
remos dispuestos a apoyar, tanto en lo relativo a la ela- 
boración de un libro blanco, que plantea en su 
enmienda el Grupo Parlamentario Socialista, como el 
fortalecimiento de las estructuras comerciales, en aras 
a potenciar el que los agricultores participen en ma- 
yor medida en las cadenas de comercialización. 

Por todo ello, a nuestro Grupo Parlamentario le pa- 
rece interesante el planteamiento que realiza el Grupo 
Socialista, al igual que alguna de las propuestas que 
realiza el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, relativas a la aprobación de 
un plan directo a las rentas agrarias y lo relativo al apo- 
yo directo a las explotaciones agrarias de tipo familiar 
y cooperativo. Por tanto, si los grupos parlamentarios 
que han sido objeto de enmienda, tanto el Grupo Popu- 
lar como el Grupo Parlamentario Catalán (Convergen- 
cia i Unió) admitieran o asumieran las enmiendas 
presentadas por los Grupos Parlamentarios Socialista 
e Izquierda Unida, nosotros estaríamos dispuestos a 
apoyar las mismas, porque entendemos que en el fon- 
do, en el espíritu y en la filosofía hay una común coin- 
cidencia, como he expuesto en la exposición inicial de 
mi intervención. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.) 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

cias, señor Gatzagaetxebarría. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, intervengo para fijar la posición de Unión 
Valenciana en las mociones consecuencia de la inter- 
pelación urgente de los Grupos Catalán (Convergencia 
i Unió) y Popular, sobre medidas de política general en 
relación con la situación actual de la agricultura espa- 
ñola y soluciones a corto, medio y largo plazo a los pro- 
blemas de los agricultores y habitantes del medio rural 
que se v~rán  afectados a partir de la campaña 1993-1994 
por la reforma de la política agraria comunitaria. 

La potenciación de las inversiones en infraestructu- 
ras agrarias para fomentar la modernización y la com- 
petitividad del campo español en relación a la PAC; el 
fomento de la creación de estructuras comerciales com- 
petitivas; las ayudas a la incorporación de jóvenes agri- 
cultores; las liquidaciones de las obligaciones del 
Estado relativas al Real Decreto 808/1987; la revisión 
del régimen fiscal orientada a la potenciación de la ac- 

tividad agraria, y la elaboración del plan integral del 
medio rural, así como la aplicación del contenido de 
la definición de agricultor a título principal, que son 
la base de la moción del Grupo Catalán (Convergencia 
i Unió), son conceptos compartidos por Unión Valen- 
ciana e integrados en su programa político. 

Soluciones a la Seguridad Social agraria, financia- 
ción al sector agrario, formación integral de la juven- 
tud, programas de innovación tecnológica, reforma de 
estructuras del Ministerio de Agricultura y adaptación 
de la normativa legal a la necesaria aplicación de la 
nueva política agraria comunitaria, forman parte tam- 
bién del esquema defendido siempre en materia agrí- 
cola por Unión Valenciana y que consideramos vitales 
para toda la agricultura española y en particular para 
la valenciana. 

En consecuencia, Unión Valenciana votará favorable- 
mente las dos mociones del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió) y del Grupo Popular. 

Nuestro voto también será positivo si se incorpora 
alguna o algunas de las enmiendas presentadas, inclu- 
so la enmienda a la totalidad del Grupo Socialista, que 
elude hábilmente la incentivación fiscal. 

Por todo ello, señorías, Unión Valenciana -insisto- 
votará favorablemente las dos mociones. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Lasuén. 
cias, señor Oliver. 

El señor LASUEN SANCHO: Señor Presidente, seño- 
rías, voy a fijar la posición del Grupo del CDS respecto 
de las propuestas de esta tarde, y anuncio de antema- 
no que si la enmienda del Grupo Socialista es acepta- 
da por el Grupo Catalán y por el Grupo Popular, 
nosotros votaremos con gusto esa enmienda, no porque 
nos satisfaga enormemente su contenido, pero sí su pro- 
pósito. He creído percibir, antes de que lo explicara el 
propio portavoz del Grupo Socialista, que era una pro- 
puesta de síntesis. He visto que, efectivamente, se in- 
cluían la mayor parte de las propuestas del Grupo 
Catalán y algunas del Grupo Popular, y ha reconocido 
algunas de las nuestras presentadas durante el debate 
anterior. De esta forma, no discuto ese propósito, y creo 
que, dada la dificultad de€ acto, está bastante con- 
seguido. 

Sin embargo, desearíamos que en el futuro se mejo- 
rara el enfoque de la política agraria, que a nuestro en- 
tender tiene un aire de diletantismo, de tecnocratismo 
y de dependencia cultural que enfatiza una dialéctica 
antigua entre el mundo urbano y el rural que en este 
momento no tiene sentido, y que olvida fundamental- 
mente los hechos determinantes de la política agraria 
en España y en Europa en general. 

Para ser muy preciso, ayer, el Comité Monetario anun- 
ció las decisiones acerca de la devaluación de la pese- 
ta, y dijo que los organismos pertinentes determinarían 
cuál iba a ser la cotización del ecu verde en pesetas. 
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Hoy no he oído ningún comentario en esta Cámara so- 
bre este hecho, ni lo he visto en la prensa especializa- 
da, ni en la prensa general. Y si se aplicara el mismo 
criterio de relación entre el ecu verde y el ecu corrien- 
te que existía anteriormente, el ecu verde estaría hoy 
a 165 pesetas y la agricultura española, lejos de ser una 
zona de preocupación como la que han descrito distin- 
tos portavoces, sería el sector más rentable de la eco- 
nomía española. 

El ecu gris estaba antes a 130 pesetas, el ecu verde 
estaba alrededor de 150. El ecu gris ha pasado a valer 
145, y si se aplicara la misma proporción (el otro día 
dije que la agricultura española estaba mejor que el sec- 
tor siderúrgico y el sector minero), hoy día afirmaría 
que, si se consiguiera (creo que el Gobierno español de- 
bería explicar cuál es su posición acerca de cuál va a 
ser la cotización del ecu verde), insisto en que si el ecu 
verde fueran 165 pesetas, como se dio en la traslación 
literal, la agricultura española sería el sector más ren- 
table de nuestra economía en este momento. Pero no 
estamos discutiendo de eso, sino de conceptos bastan- 
te antiguos. 

Señorías, yo coincido con aquellos portavoces que 
han dicho que es necesario que esta Cámara trate de 
los problemas reales de la economía española, de los 
problemas reales de la agricultura española también, 
pero estos problemas no son los que muchas veces se 
discuten, sino otros. Estamos discutiendo, repito, con- 
ceptos muy antiguos y muy poco eficaces. 

El primer punto de la enmienda socialista es la úni- 
ca parte concreta del propósito conjunto, es decir, un 
proyecto de ley que trate de tres temas: la figura del 
profesional de la agricultura a título principal. Pero 
¿cuál es el agricultor a título principal? ¿Cómo se de- 
fine? ¿Es el que trabaja con las manos? ¿El que traba- 
ja con las neuronas? ¿El que trabaja con el ordenador? 
¿A tiempo exclusivo? ¿A tiempo parcial? ¿De qué agri- 
cultor estamos hablando? Estamos configurando el 
agricultor del siglo XIX para el siglo XXI? Sin defini- 
ción precisa. Es algo concreto, pero no tiene ninguna 
definición funcional. 

Potenciación de las ayudas a la incorporación de jó- 
venes agricultores. Eso es bastante concreto; hace fal- 
ta sólo medirlo. 

La tercera es el desarrollo de instrumentos normati- 
vos y financieros. ¿Cuáles? ¿Los tradicionales que se 
discuten en el mundo agrícola, como arrendamientos, 
etcétera, u otros nuevos adecuados al mundo de hoy? 

Hace falta hacer un trasvase de la propiedad agríco- 
la del pasado al futuro. ¿Cómo se consigue eso? ¿Con 
los instrumentos jurídicos existentes hasta la fecha o 
creando unos nuevos? El otro día les sugería que fuera 
el Estado el que tuviera la primera opción de compra 
de todas las tierras, que luego se distribuyeran a los 
agricultores que fuera necesario crear, y hablaremos 
brevemente de qué agricultores son necesarios. 

El segundo punto del libro blanco me parece conve- 
niente que se haga cuanto antes y que se divulgue una 
nueva concepción del mudno rural. Es lo que propusi- 

mos el otro día. Hágase cuanto antes, repito, pero ima- 
ginativamente. 

En los otros puntos ya entramos en unas indefinicio- 
nes totales. Estamos de acuerdo con los propósitos, pero 
falta decir cómo se van a conseguir esos resultados. 

¿Qué es eso de estructuras comerciales competitivas? 
¿Hay aquí la noción de que esto debe surgir del cam- 
po? ¿Que las cooperativas agrícolas cada vez más gran- 
des van a poder vender coles de Bruselas en Edim- 
burgo? Ese es un propósito antiquísimo, superado por 
la realidad. Habrá que hacer lo que sea necesario para 
mejorar las redes comerciales. A lo mejor lo que se exi- 
ge es que los hipermercados o los grandes almacenes 
intervengan en esta red de promociones, pero pensar 
que la mera expansión de las cooperativas agrícolas va 
a hacer esto es un ejercicio superado por la realidad 
por lo menos hace treinta años. 

Lo mismo pasa con el siguiente tema relativo a que 
las administraciones públicas potencien la política 
agraria común. Por supuesto, pero ¿es que vamos a de- 
pender estrictamente de lo que nos dejan hacer en Bru- 
selas o vamos a negociar definitivamente? 

Les pondré un caso que ha sucedido hace unos días. 
El Ministro, después de estar aquí, anunció que iba a 
hacer un plan forestal en el que únicamente iba a pre- 
miar las frondosas e iba a excluir los chopos y los euca- 
liptos. ¿Por qué? Porque en algún sitio en Bruselas le 
han dicho que los chopos son medianamente rentables 
en Bélgica. ¿Lo son en España cuando es necesaria la 
irrigación? 

Este mimetismo y dependencia cultural es absoluta- 
mente inaceptable. Tendremos que pensar qué es lo que 
nos conviene hacer dentro de la política agraria común, 
no lo que nos digan desde Bruselas, porque, si no, esta- 
mos sustituyendo el tecnocratismo antiguo por el tec- 
nocratismo de los funcionarios de Bruselas. Es decir, 
muy bien lo de apoyar la política agraria común, por- 
que yo también creo que la política agraria común va 
a ser útil en España, pero tendremos que reinterpre- 
tarla y negociar, no tendremos que aplicar estrictamen- 
te lo que nos digan. 

Luego está la innovación tecnológica. Este es el brin- 
dis conjunto a la tierra y a la tecnología. Lo que nos en- 
seña la historia de España -me gustaría que estuviera 
el señor Lluch aquí como experto- es que las innova- 
ciones en la agricultura española a lo largo de la histo- 
ria están unidos a nombres extranjeros. Los vinos de 
Jerez tienen casi todos apellidos ingleses o irlandeses; 
lo mismo sucede en Oporto, por cierto, y en Francia en 
el área de Burdeos, igualmente el corcho extremeño. Las 
conservas viguesas tienen apellidos catalanes. Las agri- 
culturas más competitivas hoy en día en España, la fre- 
sa de Huelva, los invernaderos de Alicante, de Murcia 
y Almeria, son casi todos provenientes de agricultores 
franceses, holandeses y belgas. 

La innovación nunca está separada de una persona. 
No se puede hablar de innovación tecnológica en abs- 
tracto. Hay que hablar de innovación tecnológica con 
el hombre que la aplica, la trae, etcétera. ¿Por qué sim- 
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plemente no se hace un esfuerzo de imaginación y se 
pasa del libro de texto a la realidad? 

Señorías, aprobaremos las mociones, las de todos, pe- 
ro es necesario que esta Cámara, de una vez, piense en 
términos de empresario agrícola a este respecto y no 
de discípulo de un libro de, por lo menos, hace treinta 
años. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Tiene la palabra el señor Ferrer, a efectos de aceptar 
cias, señor Lasuén. 

o rechazar las enmiendas presentadas. 

El señor FERRER 1 PROFITOS: Señor Presidente, 
voy a pronunciarme exclusivamente para la aceptación 
o el rechazo de las enmiendas presentadas a nuestra 
moción; pero dado que la enmienda de sustitución del 
Partido Socialista recoge, como ha dicho su portavoz, 
casi la totalidad de los puntos de nuestra moción y el 
que no recoge totalmente -el punto 5 ,  referido a la 
fiscalidad- el portavoz socialista, en nombre de su gru- 
po, ha adquirido el compromiso, a través de instrumen- 
tos normativos, fiscales y sobre todo financieros, de 
presentar a esta Cámara durante esta legislatura un 
proyecto de ley para modernizar y contemplar todas las 
carencias que no contempla su enmienda y como los 
agricultores, señor Presidente, que tienen que vivir del 
campo (aunque reconocemos que esta enmienda no es 
una cosecha excelente) no pueden permitirse el lujo de 
no recoger cosechas normales, aceptamos su enmien- 
da, retiramos la nuestra y someteremos a votación la 
enmienda presentada por ellos. 

En cuanto a la enmienda presentada por Izquierda 
Unida, después de aceptar la enmienda de sustitución 
del Grupo Socialista no procede reglamentariamente, 
por lo que, aunque estuviéramos en parte de acuerdo 
con ella, lamentamos no poderla introducir. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gra- 

Señor Ramírez a los mismos efectos. 
cias, señor Ferrer. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a ser breve. Por las razones expuestas en el de- 
bate no podemos aceptar la enmienda del Partido So- 
cialista por intemporal, imprecisa, alejada de la 
realidad y no contestadora a los problemas que en este 
momento tiene planteados el campo español. 

Por razones similares entendemos que la enmienda 
de Izquierda Unida tampoco se ajusta a lo que era ob- 
jeto de este debate. Pretendíamos que el Gobierno vi- 
niera a la Cámara y expusiera la respuesta que tiene 
que dar aquí y ahora a los problemas agrarios. La en- 
mienda de Izquierda Unida diseña otra política agra- 
ria, diseña otra forma de pensar en el campo, más 
cercana a las realidades que acaban de desmoronarse 

en el Este de Europa que a lo que necesita en este mo- 
mento la agricultura española y creemos que no es ob- 
jeto de este debate. 

Finalmente, aceptamos la enmienda del Partido Na- 
cionalista Vasco, de sustitución del número 9 de nues- 
tra moción y, por tanto, en esos términos, señor 
Presidente, someteremos nuestra enmienda a la vota- 
ción de la Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE: Gracias, señor Ramí- 

Vamos a proceder a las votaciones. (El señor Presi- 
rez. 

dente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación relativa a la mo- 
ción del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), que se 
somete a votación en los términos resultantes de la 
aceptación de la enmienda del Grupo Socialista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: VD. 

tos emitidos, 257; a favor, 178; en contra, uno; absten- 
ciones, 78. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la moción. 
Moción del Grupo Popular, que se somete a votación 

en los términos resultantes de la aceptación de las en- 
miendas del Grupo Vasco y del propio Grupo Popular, 
ésta última en los términos en que había sido admiti- 
da a trámite. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 258; a favor, 86; en contra, 152; absten- 
ciones, 20. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la moción. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE IZQUIERDA 
UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA, SOBRE 
MEDIDAS QUE PIENSA ADOPTAR EL GOBIERNO 
PARA RESOLVER U)S DESEQUILIBRIOS, EN ES- 
PECIAL EN MATERIA DE INFRAESTRUCTURAS 
Y VIVIENDA, EN AMPLIAS ZONAS DE MARGINA- 
CION EXISTENTES EN LA COMUNIDAD DE MA- 
DRID (Número de expediente 1731000123) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, consecuencia 
de la interpelación sobre medidas que piensa adoptar 
el Gobierno para resolver los desequilibrios, en espe- 
cial en materia de infraestructuras y vivienda, en am- 
plias zonas de marginación existentes en la Comunidad 
de Madrid. 

Tiene la palabra el señor Núñez. (Rumores.) 
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El señor PRESIDENTE: Señorías, ruego guarden si- 
lencio y ocupen sus escaños. (Pausa.-Continúan los 
rumores.) 

Señorías, estamos aguardando su colaboración pa- 
ra poder reanudar la tramitación del orden del día. 
(Pausa.) 

Cuando quiera, señor Núñez. 

El señor NUÑEZ CASAL: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, mi grupo plantea una moción, consecuen- 

cia de interpelación, en la que mantenemos unos crite- 
rios de congruencia con la misma, y quisiéramos hacer 
una advertencia previa para que no se repitan discu- 
siones innecesarias que tuvieron lugar con ante- 
rioridad. 

Nosotros no venimos a plantear aquí una moción que 
no respete plenamente el contenido estricto de lo que 
suponen las competencias de la Administración del Es- 
tado. No introducimos, por tanto, ningún tipo de inje- 
rencia en comunidades autónomas ni en ayuntamientos. 
Sí contemplamos la relación lógica entre las distintas 
administraciones y entendemos que hay supuestos, que 
hay casos concretos en los cuales es imposible desple- 
gar la eficacia de la Administración si previamente no 
hay una articulación entre los distintos niveles de la 
misma. 

Por ello, nuestra moción comienza con un primer 
apartado en el que se plantea la necesidad de articular 
una política de apoyo por parte del Gobierno a aque- 
llas iniciativas de la Comunidad Autónoma de Madrid 
que tienen como finalidad eliminar los desequilibrios 
territoriales, económico-sociales, que existen en la Co- 
munidad. Esto simplemente quiere plantear, como ele- 
mento inicial de nuestra moción, que es necesario 
reafirmarse en la necesidad de que se mantenga esa ar- 
ticulación. Si en vez de articular, se quiere decir man- 
tener y continuar, no tenemos inconveniente; se trata 
simplemente de que se inste al Gobierno la necesidad 
de que se articule, de que se mantenga, de que conti- 
núe, la política de apoyo a estas iniciativas que tienen 
como finalidad eliminar los desequilibrios que existen 
en la realidad y que están planteando una perturbación 
en el correcto desarrollo socio-económico de la Comu- 
nidad de Madrid. 

Esperamos que este apartado no tenga problemas de 
aceptación en ninguno de los grupos presentes en la Cá- 
mara y que no haya ningún problema de frase, de len- 
guaje, de construcción, de este apartado que impida dar 
el voto favorable, porque creemos, estamos plenamen- 
te seguros de que todos los grupos de la Cámara reco- 
nocen esta necesidad de articulación de políticas de 
apoyo. Mas nuestra moción no podría quedarse simple- 
mente en el pronunciamiento genérico sin más, debe 
responder también a fijar situaciones concretas, en las 
cuales la política del Gobierno no puede permanecer 
en silencio, no puede permanecer en una inactividad 
que impida, que dificulte, que se consiga un fin que pre- 
viamente se ha declarado como una finalidad correcta 
y necesaria. 

Así, en el apartado dos, planteamos la política de rea- 
lojamiento de la población marginada de Madrid, la ne- 
cesidad de su continuidad y de la participación de la 
Administración. Brevemente queremos explicar esto. 

Hubo, en su día, un proceso de rehabilitación, de re- 
cuperación de toda una serie de barrios, de remodela- 
ción de los mismos, que habían sido fruto de una 
política de vivienda urgente y apresurada, que respon- 
día a un sindicalismo vertical o a una política del anti- 
guo régimen dictatorial, en la cual se cubrían estric- 
tamente los mínimos, y llegó un momento en que se ne- 
cesitaba una remodelación para adecuarlos, para igua- 
larlos a las condiciones económicas actuales. Se realizó 
un esfuerzo para solucionar las deficiencias de las cons- 
trucciones de los años cincuenta y sesenta, esfuerzo que 
realmente tuvo su mérito y sus frutos, pero era necesa- 
rio que continuara con una política de vivienda, de rea- 
lojamiento de poblaciones marginadas, consecuencia 
de una sistema absurdo de concentración territorial en 
Madrid, de una falta de operatividad de planes direc- 
tores territoriales que provocaran un crecimiento ar- 
mónico, de eliminar la anarquía propia de un sistema 
que simplemente buscaba obtener los recursos con la 
mejor facilidad a efectos del éxito puramente económi- 
co, prescindiendo de las necesidades sociales y de equi- 
pamiento. Eso produjo, repito, un hacinamiento en 
Madrid y unos fenómenos de chabolismo y de margi- 
nación. Para ello se realizó un consorcio de realojamien- 
to que no consiguió erradicar totalmente el chabolismo, 
pero que supuso una inversión de tal importancia que 
no puede mantenerse estrictamente a partir de las ha- 
ciendas municipales y de la Comunidad. Por eso pedi- 
mos que la Administración Central que estuvo, que se 
marchó y que volvió al consorcio, a la presencia en el 
consorcio, mantenga esta política de realojamiento y 
participe en colaboración con las otras administracio- 
nes aportando, además, su apoyo financiero. No pedi- 
mos aquí, como es lógico, porque conocemos el 
mecanismo de esta Cámara, ningún tipo de partida pre- 
supuestaria concreta; simplemente reivindicamos unos 
instrumentos financieros que colaboren con las hacien- 
das locales y de la Comunidad. 

Además, queremos hacer una ligera observación por 
si no se entiende nuestra postura respecto a enmien- 
das formuladas por parte de otros grupos. Se habla de 
que a esta política de realojamientos se le añadan polí- 
ticas respecto a los inmigrantes. Suponemos que se re- 
fiere a inmigrantes nacionales e inmigrantes extran- 
jeros, pero si es de inmigrantes extranjeros exclusiva- 
mente queremos decir que apoyamos como el que más 
y desde el principio, cualquier apoyo a los inmigrantes 
extranjeros. En lo que no estamos de acuerdo es en que 
ese tipo de medidas para habilitación de viviendas y 
alojamientos a los inmigrantes extranjeros se limiten 
única y exclusivamente a los centros de internamien- 
to. Si no se limita a los centros de internamiento y tie- 
ne otra vertiente, entonces estamos dispuestos a 
debatirlos en cualquier momento, pero no es esta in- 
terpelación el lugar congruente para plantear la nece- 
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sidad de acondicionar debidamente los centros de in- 
ternamiento. No ha mucho se ha discutido eso. Apoya- 
mos completamente que los centros de internamiento 
tengan otras condiciones y, es más, apoyamos que se 
den facilidades para evitar el hacinamiento de inmi- 
grantes. 

En ese sentido, creemos que la Administración debe 
cumplir las promesas realizadas, por ejemplo, respec- 
to a la eliminación del chabolismo, en Peña Grande, de 
los marroquíes, y lo queremos decir desde el principio, 
pero aquí lo que se plantea en concreto es el consorcio 
de realojamiento de la población marginada de Madrid. 

Por tanto, no estamos de acuerdo con que se plantee 
una enmienda que podría provocar ambigüedad respec- 
to a la finalidad. Quede, por consiguiente, despejada es- 
ta incógnita de manera previa para que no haya 
confusiones. 

En tercer lugar, nosotros planteamos la necesidad de 
un plan integral de desarrollo para el Sur y el Este de 
Madrid. Queremos dejar bien clara una cuestión: no in- 
terferimos en absoluto en el planteamiento realizado 
por la Asamblea de la Comunidad de Madrid. Es más, 
lo que queremos apoyar ese acuerdo de la Asamblea de 
Madrid en la que el Partido Socialista Obrero Español 
e Izquierda Unida votan a favor de la propuesta formu- 
lada por Izquierda Unida del plan integral para el de- 
sarrollo social para el Sur y el Este de Madrid, y en ese 
plan se contempla la cooperación de tres administra- 
ciones. Lo que queremos es simplemente que se inste 
al Gobierno para que entienda que es correcta esa coo- 
peración, para que el Gobierno diga que sí parece lógi- 
co, sí parece correcto para eliminar el desequilibrio 
entre el Norte y el Sur de Madrid que se haga un plan 
integral de desarrollo del Sur y el Este, y que el Gobier- 
no entienda que los planes de infraestructura, que los 
planes que afectan al conjunto del municipio de Ma- 
drid y que son competencia estatal puedan colaborar 
a realizar ese plan integral que supone eliminar dese- 
quilibrios que existen en estos momentos entre el Nor- 
te y el Oeste respecto al Sur y al Este. ¿Supone eso decir 
que el Gobierno va a interferir en la Comunidad? En 
absoluto. Supone simplemente pedir que el Gobierno 
acepte llevar a cabo una serie de medidas concretas que 
plantea ese plan, y no solamente de aportación finan- 
ciera (en el plan se prevé una aportación concreta, la 
Comunidad ya la ha hecho), sino también de disposi- 
ción de colaboración en el plan. Poníamos un ejemplo 
muy claro. En este momento, la Avenida de Córdoba, 
que todavía es competencia del Ministerio de Obras Pú- 
blicas, es un elemento fundamental para resolver lo que 
se llaman los efectos desestructurantes de las autovías, 
crear espacios de relación entre la almendra central, 
y en el sur de Madrid intentar crear un tejido urbano 
que llaman los sociólogos y los geógrafos como aque- 
llas ciudades-barrios que impiden los aislamientos que 
producen, repito, los efectos desestructurantes de de- 
terminadas infraestructuras. 

Pues bien, ¿hay algún problema en instar al Gobier- 
no para que acepte que en la Avenida de Córdoba el Mi- 

nisterio de Obras Públicas va a participar con 
Comunidad más Ayuntamiento para crear un eje de con- 
vivencia, un eje de unidad entre compartimentos estan- 
cos de ese barrio? No hay ningún problema. Enten- 
demos que es lo correcto. Además, lo formulamos de 
tal manera que pensamos que es difícil que alguien se 
pueda oponer a este tipo de actuaciones que, al fin y 
al cabo, están dentro de las concepciones más moder- 
nas de lo que puede ser en urbanismo la construcción 
del tejido urbano y la relación correcta entre los diver- 
sos elementos que forman parte del mismo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, le ruego con- 
cluya. 

El señor NUÑEZ CASAL: Termino en seguida, señor 
Presidente. Me falta solamente un punto. 

El punto cuarto es coherente con los restantes, por- 
que la concreción de las medidas necesita que se plas- 
me en actitudes determinadas de la Administración. De 
nada vale decir: Nos parece correcto el plan integral 
del Sur y del Este de Madrid, nos parece correcto que 
se planteen también operaciones en otros lugares de 
Madrid, si no se tiene, al mismo tiempo, la decisión de 
que elementos fundamentales de la Administración cen- 
tral puedan colaborar a ello. 

Planteamos la cesión de suelo, de instalaciones mili- 
tares y de otros edificios públicos, porque todo el mun- 
do ha señalado esos elementos como fundamentales 
para poder estructurar ese tejido urbano. Por ejemplo, 
si en el Cuartel de San Cristóbal de los Angeles -ha 
habido manifestaciones en el barrio pidiendo la cesión 
de ese cuartel- no hay operatividad de efectos milita- 
res, ¿por qué no entregarlo para que se pueda realizar 
una operación urbanística de espacios libres y de equi- 
pamientos que redunde en beneficio del barrio? Si se 
ha acertado en la cesión de cuarteles en Getafe para la 
Universidad Carlos 111, ¿por qué no se dan ahora los 
otros cuarteles del Ejército del Aire, que se pueden ce- 
der perfectamente, evitando gastos, para la ampliación 
de esa Universidad? ¿Por qué si la operación Campa- 
mento se ha visto como un elemento reequilibrador den- 
tro de Madrid no se da un paso hacia adelante por parte 
de la Administración central cediendo los cuarteles pa- 
ra que pueda llevarse a cabo esto? Simplemente, es lo 
que estamos planteando. 

Creemos que hay razones suficientes para que la sen- 
sibilidad de los grupos de esta Cámara, respecto a Ma- 
drid, la capital de España, de la que muchas veces se 
olvidan sus problemas, aunque mucha gente en Madrid 
los tiene, vote a favor de la moción que hemos for- 
mulado. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Núñez. 
Por el Grupo Socialista, para defensa de la enmien- 

da presentada y la fijación de posición, tiene la pala- 
bra el señor López Riaño. 
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El señor LOPEZ RIAÑO: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, en realidad el Grupo Parlamentario Socia- 

lista presenta esta enmienda desde la perspectiva de lle- 
gar a un acuerdo de toda la Cámara. 

En primer lugar, para restablecer cierto grado de co- 
herencia -que me parece que en el discurso del señor 
Núñez se ha perdido, como después diré-; y, en segun- 
do lugar, para llamar la atención de aquellos grupos 
parlamentarios que, como consecuencia de la interpe- 
lación formulada por Izquierda Unida, llegaron a la con- 
clusión de meditar su voto de acuerdo con la moción 
presentada en este momento por los proponentes de la 
misma. Alerto, en el mejor de los sentidos y pacífica- 
mente, a que hagan una reflexión inicial, y es que el pro- 
pio señor Núñez hace una excusación cuando llega a 
la tribuna y dice: No queremos que sea interpretada la 
moción de esta manera, no queremos implicar a otras 
administraciones, no queremos con ello producir una 
confusión. 

Es que de hecho la moción, según la entendemos no- 
sotros, produce importantes confusiones. En primer lu- 
gar no restablece la coherencia del propio grupo que 
presenta la moción cuando al inicio de la interpelación 
el señor Núñez Casal decía en esta Cámara: «Señor Pre- 
sidente, señorías, señor Ministro, le propongo un mé- 
todo, como sugerencia, como es lógico, no como 
imposición, para poder debatir con algún resultado po- 
sitivo esta interpelación». Y decía usted, señor Núñez: 
«Si el Reglamento de la Cámara dice que las interpela- 
ciones deben ser sobre política general, y así lo voy a 
intentar, habrá que poner algunos ejemplos concretos, 
habrá que hacer referencia a otras administraciones, 
pero le propongo que estemos dentro de esos términos 
de la política general y que hagamos un esfuerzo por 
concretarnos en lo que aquí corresponde, que es el pa- 
pel de la Administración central». Permítame que aña- 
da: y del Parlamento del Estado. 

Para restablecer esa coherencia usted nos trae tres 
ejemplos. El eje de la Avenida de Córdoba, si no he to- 
mado mal la nota, el tema del realojamiento de Madrid 
y no sé si algún otro tema relacionado con la emi- 
gración. 

Claro es que ha habido una injerencia, creo, en las 
administraciones. Ha habido un momento, señor Pre- 
sidente, que yo he creído estar en la Asamblea de Ma- 
drid o que aquí faltaba ese procedimiento parlamen- 
tario que consiste en que determinados acuerdos de las 
asambleas legislativas de nuestro Estado concurran a 
esta Cámara a exponer criterios legislativos en el seno 
del Congreso de los Diputados. Como es una activi- 
dad propia de un Diputado de circunscripción permí- 
tame que le conteste con la misma falta de rigor par- 
lamentario, si me aprieta, en el sentido siguiente. 
Señor Núñez, usted se injiere, además, no solamente por 
acción, sino por omisión. Fíjese usted lo que dice a con- 
tinuación: Dice usted: Yo sé que ... «el Ayuntamiento 
de Madrid plantea actitudes claramente insolida- 
rias» ... «Ejemplo de ello sería lo que ha ocurrido con 
los problemas de realojamiento y la participación que 

en ellos corresponde al Ayuntamiento de Madrid,). O 
sea, usted mismo establece que el punto que se refiere 
a los realojamientos en realidad es responsabilidad de 
una fuerza política que gobierna desde la derecha y des- 
de el conservadurismo la ciudad de Madrid, con los re- 
sultados de desmantelamiento de servicios sociales que 
ello conduce y que desgraciada y desafortunadamente 
vemos todos. Usted añade entonces la subsidiariedad 
del Estado, y dice: ... ala Administración municipal de 
Madrid y, por tanto, mucha más razón para que la Ad- 
ministración del Estado tenga la agilidad suficiente pa- 
ra resolver esta serie de problemas» ... (<yo voy a criticar 
al Ayuntamiento de Madrid, está clarísimo». No sé si 
les gustará a SS.  SS. ,  pero lo cierto es que hay una in- 
solidaridad por parte de la Administración municipal 
de Madrid y, por tanto, mucha más razón para que la 
Administración del Estado tenga la agilidad suficiente 
para intervenir. No, señor Núñez, las fuerzas políticas 
de oposición en el Ayuntamiento de Madrid tendrán que 
intentar la recuperación de la solidaridad que, yo coin- 
cido con usted, está quebrantada por la actuación mu- 
nicipal de un determinado gobierno, pero no es en el 
Parlamento del Estado donde podemos discutir este in- 
teresantísimo problema. Lo que usted dice en su mo- 
ción, y por eso presentamos nuestra enmienda, es algo 
en lo que podíamos estar de acuerdo: que el Gobierno 
central mantenga y desarrolle los programas importan- 
tísimos que han supuesto para la sociedad madrileña, 
tanto de la ciudad de Madrid, como del resto del área 
metropolitana y de la autonomía, la presencia de la ca- 
pitalidad en esta autonomía que todos compartimos en 
nuestras visitas parlamentarias. 

Señor Núñez, de verdad, el sentido común haría que 
ustedes aceptaran esto, lo votaría hasta el Grupo Popu- 
lar y nos evitaría estar hablando aquí de estas cuestio- 
nes, pero usted insiste en que este Parlamento inste al 
Gobierno cosas como que se cedan los cuarteles. ¡Pero 
si eso se está negociando al nivel que corresponde! Y 
sabe usted, porque forma parte de alguna responsabi- 
lidad en la autonomía de Madrid, que el señor Presi- 
dente de la Comunidad tiene relación con el Delegado 
de Gobierno del Estado para este tema y que se ha ido 
resolviendo en ese nivel, afortunadamente para los ma- 
drileños. 

Nos pide usted que se haga una inversión importan- 
te en las zonas Sur y Este. El señor Ministro ya le ex- 
plicó las importantes realizaciones que se habían hecho 
en ese área. ¿A qué viene que ustedes lo mantengan co- 
mo un punto concreto en esta moción? 

Por último, ustedes nos piden aquí una cuestión que 
es difícil de conceder, y es que resolvamos lo que ya he- 
mos resuelto por vía de esta moción, porque el área de 
competencias de la vivienda de Madrid corresponde a 
la autonomía, aunque usted reconoce, en un momento 
determinado, que la remodelación de los barrios ma- 
drileños ha sido un éxito. Pues es la Administración del 
Estado la que intervino. 

En definitiva, señor Presidente, creo que esta moción 
nos lleva a una confusión del sistema parlamentario, 
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del sistema estructural de nuestro Estado, que es inne- 
cesaria, señor Núñez; se lo digo con toda paz y con to- 
do reconocimiento. Es absolutamente innecesario que, 
una vez más, por vía de moción nos obliguen ustedes 
a discutir en esta Cámara cuestiones que es de dudosa 
constitucionalidad que nosotros discutamos aquí. Des- 
de luego, en nuestro esquema de Estado de derecho y 
de Estado estructural no entra que el Gobierno central 
determine cuáles son las políticas sociales, las políti- 
cas educativas y las políticas de equipamientos socia- 
les de ayuntamientos y autonomías, porque sería tanto 
como prescindir paternalmente de la responsabilidad 
política de esas instancias. Yo vuelvo a remitir a su con- 
sideración que si quiere obtener un buen resultado en 
este trámite y que la Cámara apoye lo que sí que es cier- 
to que es conveniente recordar, que la Administración 
del Estado tenga una relación de cooperación con to- 
das las administraciones de la Autonomía de Madrid, 
como con cualquier otro tipo de administraciones de 
cualquier otra autonomía, están ustedes en la magnífi- 
ca ocasión de aceptar nuestra enmienda y salir de aquí 
gratificados por el éxito de la misma. 

Gracias, señor Presidente. (Varios señores Diputados 
del Grupo Socialista: ¡Muy bien! ¡Muy bien!) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor López Riaño. 
Por el Grupo Popular, para la defensa de la enmien- 

da presentada y fijación de la posición del Grupo, tie- 
ne la palabra la señora Estevan Bolea. 

La señora ESTEVAN BOLEA Muchas gracias, señor 
Presidente. 

El Grupo Popular ha presentado cinco enmiendas, 
cuatro de adición y una de modificación, porque nos 
parece completamente insuficiente la moción que ha 
presentado Izquierda Unida. En la primera de ellas, que 
es una enmienda de adición al punto primero, lo que 
pedimos es que se incluya la labor y la necesidad de 
apoyar también a los ayuntamientos de la Comunidad. 
Donde se dice: «Articular una política de apoyo a las 
iniciativas de la Comunidad de Madrid» añadir “y de 
los ayuntamientos de la Comunidad),. Porque realmen- 
te, señor Núñez, para eliminar los desequilibrios terri- 
toriales y económico-sociales existentes, tienen una 
gran labor que jugar los ayuntamientos. Si ustedes no 
lo entienden así, pues están aquí haciendo una labor, 
como se ha dicho hace un minuto, de continuación de 
su labor en la Comunidad de Madrid, pero no tiene na- 
da que ver con la situación real de nuestra Comunidad. 
Nos parece todo ello insuficiente y, como creemos que 
lo que Izquierda Unida pretende es una cooperación y 
responsabilidad compartida, debería mejorarse bastan- 
te su texto. Por eso, en el punto segundo nosotros in- 
cluimos dos enmiendas, las dos de adición. El párrafo 
de ustedes que habla de la colaboración con las otras 
administraciones (porque aquí se refieren ustedes a to- 
das las administraciones, aquí sí; es lo correcto), apor- 
tando los medios financieros necesarios en la 
continuación de la política de realojamiento de la po- 

blación marginada de Madrid, queda tan vago y tan ge- 
neral que no es decir absolutamente nada. Habrá que 
dar un pequeño paso más, y aquí le aclaramos las du- 
das que usted tenía. Nosotros decimos: «Mediante la 
firma de un nuevo convenio que establezca la extensión 
de la política de realojo a la población inmigrante» 
-nos referimos a los inmigrantes exteriores que tan 
mal lo están pasando, señor Núñez- «en la Comuni- 
dad de Madrid» -que es quizá sobre la que gravitan 
los mayores problemas de estas personas- «para pro- 
curar a estos ciudadanos las condiciones mínimas de 
habitabilidadn -es tristísimo ver en qué situación es- 
tán en este momento en muchas ciudades españolas- 
<(y asistencia social en tanto se determine su situación 
en territorio español» -este tema es clave también, se- 
ñor Núñez, y aquí tiene mucho que decir el Gobierno 
español- «conforme a la legislación aplicable y garan- 
tizando la Administración del Estado la financiación 
necesaria para su funcionamiento y el cumplimiento 
de su fines». Esto continúa con otro punto al suyo se- 
gundo, que dice: Constituir una Comisión de vigilancia 
y amparo de inmigrantes extranjeros, con participación 
de representantes de la Administración central y auto- 
nómica, que eleve periódicamente informes a las Cor- 
tes Generales -aquí tendríamos que conocer todo 
ello- sobre los principales problemas que afectan a es- 
te colectivo en las zonas más problemáticas. 

Nuestra cuarta enmienda es de modificación, uste- 
des señalan en el punto 3P «Atender la petición de la 
Comunidad de Madrid participando en el Plan Integral 
de Desarrollo social para el Sur y Este de Madrid». No- 
sotros decimos: «Atender a través de una política con- 
certada con los ayuntamientos correspondientes el 
importante déficit de inversiones, responsabilidad del 
Gobierno» -de la Administración central-, «a través 
de la elaboración de un Plan Integral de Desarrollo de 
Madrid que permita su equiparación con las grandes 
capitales de Europa en beneficio de todos sus ciuda- 
danos». Eso es así, señor Núñez, porque lo que ustedes 
plantean es sencillamente absurdo. No se puede dotar 
de unas pequeñas infraestructuras y pequeñas ayudas 
a dos zonas, al Sur y al Este. O usted pone a Madrid, 
a toda la gran conurbación y la Comunidad de Madrid, 
en las condiciones debidas y se empieza a invertir en 
Madrid, que no sólo por sus exportaciones fiscales se 
lo merece sino por la generosidad de este pueblo 
-que ya le decía la semana pasada cómo está actuan- 
do- y la falta de dedicación de recursos a Madrid, o 
va a sentirse usted muy frustrado, porque es muy poco 
lo que va a conseguir. 

La última enmienda, que es de adición a su punto 4P, 
pretende que al final del mismo se añada: <( a través de 
una política concertada con los Ayuntamientos corres- 
pondientes y, específicamente, estableciendo una com- 
pensación sustitutoria a favor del Ayuntamiento de 
Madrid por la exención en los impuestos municipales 
establecida a favor de los edificios e instalaciones de 
titularidad del Estado». Es bien sabido que ni las co- 
munidades autónomas ni la Administración del Esta- 
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do pagan licencia fiscal por obras ni por una actuación 
de este tipo, porque la ley les ampara, pero también es 
verdad que supone un sacrificio inmenso para el Ayun- 
tamiento de Madrid y que, por tanto, alguna compen- 
sación debería llevar a cabo el Gobierno Socialista. 

En definitiva, señor Núñez, aunque sus intervencio- 
nes han sido un completo barullo, tanto la de hoy co- 
mo la del día anterior -créame que me ha costado 
verdadero esfuerzo entenderle-, y aunque, sobre todo, 
son insuficientes, puesto que Madrid necesita bastan- 
te más, ya le dijimos el otro día que todo lo que sea ha- 
cer algo por Madrid, aunque sea poco, lo apoyaremos. 
Incluso si ustedes no aceptan nuestras enmiendas, que 
mejoran su pobre texto, en todo lo que sea apoyar algo 
en Madrid contará usted con el voto del Grupo Popular. 

Con respecto a la enmienda que ha presentado el Gru- 
po Socialista -no sé si usted la aceptará-, a nosotros 
nos parece que es bien poco lo que dice, y yo no sé si 
lo que el Grupo Socialista pretende es, por ejemplo, que 
se mantenga en Madrid en espera de una vivienda des- 
de el año 1989 a los ciudadanos con salario inferior a 
dos veces el salario mínimo, y puedo darle muchos nú- 
meros de solicitud, la 3.380 y todas las que ustedes quie- 
ran. No sé si es eso, señor López Riaño, lo que ustedes 
proponen, pero si es eso también es absolutamente in- 
suficiente. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Estevan. 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) Por 

el Grupo Mixto tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Señor Presidente, 
señorías, tomo la palabra para fijar la posición de Unión 
Valenciana sobre la moción consecuencia de la inter- 
pelación urgente sobre medidas que piensa tomar el Go- 
bierno para resolver los desequilibrios, en especial en 
materia de infraestructuras y vivienda, en amplias zo- 
nas de marginación existentes en la Comunidad. Quie- 
ro hacer referencia, en primer lugar, a que me voy a 
centrar en el contenido de la interpelación, en su enun- 
ciado. Desde esa perspectiva recuerdo a SS. SS. que, ha- 
ce aproximadamente quince días, anuncié que fijaría 
la posición a favor de una moción que fuera racional 
y a su vez solidaria con los problemas que tiene plan- 
teados la Comunidad Autónoma de Madrid en el con- 
junto del Estado. 

Entendemos que los cuatro puntos previstos en la mo- 
ción son excesivamente puntuales y concretos y cum- 
plen en parte los objetivos anunciados por la interpe- 
lación, y que las enmiendas del Grupo Popular están 
orientadas a enriquecer el texto en el sentido de dar 
una mayor participación a los ayuntamientos, cuyas 
funciones no aparecen excesivamente concretadas en 
la moción que presenta Izquierda Unida. Pero creemos 
que ésta es precisamente una consecuencia del poco ca- 
rácter general que debería tener la moción. Desde esa 
perspectiva (aunque lógicamente no es nuestra función 
aceptarla o no, sí la de fijar posición), entendemos que 

la enmienda a la totalidad que ha presentado el Grupo 
Socialista se ajusta más al carácter que tenía la inter- 
pelación en su momento. Por tanto, nosotros la votaría- 
mos con mucho gusto si se aceptara. 

De todas maneras, señorías, Unión Valenciana va a 
aplicar hacia la Comunidad Autónoma de Madrid los 
mismos criterios que repetidamente solicitamos y pe- 
dimos a esta Cámara hacia nuestra Comunidad valen- 
ciana. Por tanto, vamos a votar favorablemente a la 
moción, tanto si se acepta como si no la enmienda a la 
totalidad propuesta por el Grupo Socialista (que, insis- 
to, creemos sería más razonable), o como si se aceptan 
las del Grupo Popular o no se acepta ninguna. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Oliver. 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor 

Alonso. 

El señor ALONSO LOSADA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, nuestro Grupo Parlamentario en la discu- 
sión del pasado miércoles, día 11, ya le señaló, señor 
Núñez, que a nuestro entender existían dos planos en 
esta interpelación que ustedes presentaron: el plano de 
los aspectos concretos, donde teníamos dudas de si es- 
tábamos excediéndonos de las competencias que no fue- 
ran objeto de esta Cámara, y el plano de los aspectos 
generales. Es decir, cómo poníamos en funcionamien- 
to un plan de infraestructuras para Madrid desde la 
perspectiva de un Estado cooperativo, un Estado que 
ayude, que impulse y que estimule este tipo de políticas. 

Desde este punto de vista, nos hubiera gustado pre- 
cisamente que se hubiera puesto un mayor énfasis en 
estas cuestiones de fondo. Pero aun así, nuestro Grupo 
Parlamentario estima que su moción es positiva y opor- 
tuna. Es oportuna porque creo que todos tenemos que 
hacer un verdadero esfuerzo para evitar situaciones 
gravísimas que en esta Comunidad Autónoma de Ma- 
drid se están dando entre la propia Comunidad, el Go- 
bierno regional, el Ayuntamiento de Madrid y el resto 
de los ayuntamientos. Se están anteponiendo los inte- 
reses particulares a los intereses generales, y eso a no- 
sotros nos parece gravísimo. Por otra parte, nos parece 
positiva la moción porque en estos momentos las defi- 
ciencias en ordenación del territorio, en política de 
transporte y en urbanismo que tiene nuestra Comuni- 
dad exigen la adopción de auténticas medidas enérgi- 
cas y urgentes, y de alguna manera el Gobierno debe 
coordinar y ayudar a impulsar esas perspectivas. No- 
sotros ya hace mucho tiempo que venimos defendien- 
do que todas las políticas de ordenación del territorio, 
de urbanismo y de vivienda tienen que ser ampliamente 
consensuadas, ampliamente pactadas, y desde este pun- 
to de vista nos parecería muy positivo que esta Cáma- 
ra tomara un posicionamiento a favor de su moción. 

Respecto a las otras enmiendas que se han presenta- 
do serían también objeto de discusión. No nos parece 
mal la posición de la enmienda socialista, pero en prin- 
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cipio nosotros entendemos que puede atenuar un poco 
la fuerza de la moción para que de alguna manera este 
Congreso inste al Gobierno a adoptar ese tipo de medi- 
das. Y todo lo que fueran enmiendas que enriquecie- 
ran el texto también nos parecerían positivas. Pero, en 
principio, nuestro voto es favorable a la moción de Iz- 
quierda Unida. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alonso. 
Por el Grupo Catalán, Convergencia i Unió, tiene la 

palabra el señor Sedó. 

El señor SEDO 1 MARSAL: Gracias, señor Presidente. 
Nuestro Grupo observa en el análisis de la moción 

dos vertientes. Una, la vertiente negativa, por cuanto 
vemos la posibilidad de colisión entre las administra- 
ciones por interferencias en el campo de temas com- 
petenciales. La vertiente positiva es la solicitud de 
actuaciones y de atención a la superación de desequi- 
librios. 

Las enmiendas que se presentan por parte del Gru- 
po Popular son de adición y, por tanto, pueden enrique- 
cer el texto de la moción; no así la del Grupo Socialista, 
que es una enmienda más bien de síntesis que genera- 
liza y, por tanto, la solución de los problemas puede ser 
más una solución en precario. 

De todas maneras, nosotros lo que queremos es de- 
jar apuntada la vertiente negativa, pero queremos adop- 
tar una posición totalmente solidaria para resolver 
estos desequilibrios. Por ello nuestro voto, en esta po- 
sición solidaria, será positivo a la moción, tanto si acep- 
ta las enmiendas de un grupo como la de otro. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Sedó. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, para expresar la aceptación o rechazo de las en- 
miendas tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ CASAL: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

La enmienda del Grupo Socialista es de sustitución. 
Eso significa que su aceptación eliminaría los tres mo- 
tivos restantes de la moción. Como la pertinencia y la 
congruencia de esos tres motivos vienen definidas por 
la Mesa del Congreso y no precisamente por el repre- 
sentante del Grupo Socialista, no podemos aceptar la 
enmienda que se plantea en su carácter de sustitución. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Señorías, les ruego guarden 
silencio. 

El señor NUÑEZ C A S m  Respecto a las enmiendas 
del Grupo Popular, le diría a la señora representante 

del Grupo que no se desanime, que siga esforzándose, 
que siga aprendiendo y lea con detenimiento, que a lo 
mejor así comprobará que lo que ella entiende que es 
barullo es simplemente incapacidad intelectual de S. S. 
para poder comprender el sentido de las enmiendas. No 
podemos aceptar sus enmiendas por varios motivos. En 
la primera enmienda se ha equivocado S. S. 

El señor PRESIDENTE Señor Núñez, el turno que 
está consumiendo S. S. no es un segundo turno de de- 
bate para rebatir las enmiendas presentadas por los 
grupos, sino simplemente para decir si las acepta o las 
rechaza. 

El señor NUÑEZ CASAL: ¿Me permite una confesión 
muy breve señor Presidente? Cuando yo dije en una oca- 
sión en este trámite, y para respetar a la Presidencia, 
simplemente sí o no y cumplí, comprobé que en la si- 
guiente moción no era sí o no, sino por qué sí y por qué 
no. Permítame que siga en mi esfuerzo estricto de de- 
cir el porque sí y el porque no. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, simplemente 
le hago una llamada a la concisión en la expresión de 
la aceptación o rechazo de las enmiendas. 

El señor NUÑEZ CASAL Me someto al superior cri- 
terio de la Presidencia y así me esforzaré. 

No podemos admitir las enmiendas del Grupo Popu- 
lar, primer motivo, porque dentro del barullo que en 
ellas existe hay elementos que no son congruentes con 
la moción. Segundo motivo, que son innecesarias por- 
que no es necesario un nuevo convenio para realoja- 
miento de la población marginada. Y en último lugar, 
que corresponden simplemente a deseos de justificar 
las insuficiencias y las insolidaridades del Ayuntamien- 
to de Madrid. Nada más, señor Presidente. Muchas 
gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Núñez. 
Vamos a proceder a la votación. 
Moción del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per 

Comienza la votación. (Pausa.) 
Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 231; a favor, 91; en contra, 139; abstencio. 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la moción. 
El Pleno se reanudará mañana a las cuatro de la 

Se suspende la sesión. 

Eran las nueve y cincuenta y cinco minutos de la 

tarde. 

noche. 
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